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INTRODUCCIÓN 

El desarrollo del presenle trabajo se encuentra estructurado de la siguiente forma: 

En el Capitulo 1 se desarrollan los antecedentes de los Recursos Administrativos. Se hace 

referencia a la Ley de Justicia Fiscal de 1936, a los Códigos Fiscales de 1938, de 1967 y de 

1981; se estudian y resallan aspectos del Código vigente en los años de 1995 y 1996; y por 

úllimo se analiza la exposición de motivos que dio origen a la reforma !oral para esle trabajo. 

En el Capitulo 11 se precisa lo que debe entenderse por Recurso Adminislralivo. Se propone 

un concepto, se utilizan como base los Recursos Administrativos de carácter federal más 

comunes, a saber: los Recursos de Revocación, de Inconformidad, de Revisión y el previsto 

en la Ley de Comercio Exterior; pretendiendo asl un análisis introductorio en el conocimiento 

del lrámile, casos de procedencia, improcedencias, pruebas, requerimientos, efectos de sus 

resoluciones y objeto de los Recursos Adminislralivos. Con esle estudio se logrará una visión 

actual de lo que son estos medios de defensa, su desarrollo, y sobre lodo, se entenderá la 

finalidad de su creación y lener una opinión acerca de la Reforma al Código Fiscal de la 

Federación, en el año de 1996, respeclo de los recursos en materia fiscal. 

El Capllulo 111 se encuentra destinado al estudio del Recurso de Oposición al Procedimiento 

Administrativo de Ejecución, ya que con las reformas al Código, suscitadas en 1996, se 

comprendió en el Recurso de Revocación. Se realiza un estudio a detalle de esle recurso, el 

cual abarca la autoridad ante la que se presenta, el plazo de promoción, los requisitos que 

debla contener, los supuestos de procedencia, improcedencia y sobreseimiento; se estudia 

en general su lrámile, las pruebas que podlan ofrecerse, requerimientos y apercibimientos, y 

por úllimo los efectos de su resolución; se estará en posibilidad de determinar su eficacia 

como medio de defensa, asl como la importancia que esle recurso tuvo mientras se encontró 

vigente, haciendo hincapié en la cuestión referente a si la reforma de 1996, en la que se 



determinó desaparecer al Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de 

Ejecución, fue viable. 

El último Capllulo estudia lo concerniente al Recurso de Revocación, se explica con precisión 

su concepto, importancia y finalidad; se detalla su trámite, con todo lo que ello implica, 

abarcando los requisitos que debe cumplir, los supuestos de procedencia, improcedencia y 

sobreseimiento, las pruebas que pueden ofrecerse en el mismo, requerimientos y 

apercibimientos, asl como los sentidos que puede tener la resolución que ponga fin a este 

medio de defensa. Como se observa, se analiza al Recurso de Revocación, previsto en el 

Código Fiscal de la Federación, a fin de adquirir los conocimientos de la fonma en que quedó 

estructurado el Recurso de Revocación, a partir de la reforma a la que se ha venido haciendo 

referencia y asl anribar a una conclusión en particular, con relación a la eficacia que tiene la 

mencionada reforma; y si de en su caso se cumple con la finalidad para la cual fue propuesta. 

Por úllimo, teniendo como antecedente lo abordado en tos Capitulas precedentes, se podrá 

concluir si la fusión del Recurso de Oposición al de Revocación fue adecuada, pertinente, y si 

logró el objetivo que se pretendla. 



ATENTA NOTA ACLARATORIA 

A lo largo del desarrollo del presenle lrabajo se va haciendo referencia a distintos recursos 

administrativos que se encuentran en leyes de carácter federal, a saber. el recurso de 

inconfomnidad, previsto en la Ley del Seguro Social, recurso de revocación, conlemplado en 

el Código Fiscal de Ja Federación, recurso de revisión, que se !rata en Ja Ley Federal de 

Prolección al Consumidor, asl como el recurso que se plasma en la Ley de Comercio 

Exterior; tales referencias se hacen alendiendo a que estos medios de defensa son los que 

con mayor frecuencia plantean Jos gobernados, y no porque se pretenda hacer de ellos el 

objeto principal de estudio de este ensayo, sino que únicamente se aluden a ciertas 

caracterlsticas, las cuales consideramos son las mas relevantes; Jo anterior a fin de que el 

lector adquiera un conocimiento que le pemnita fomnarse un criterio de los medios de defensa 

en materia administrativa, y con ello seguir la lemática que se aborda en este trabajo. 

·S 
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CAPITULO l.· Antecedentes de los Recursos Administrativos. 

1. Generalidades. 

Para entender alguna institución jurldica es necesario estudiar sus antecedentes y su 

desarrollo a través de la historia, por ello, resulta imprescindible analizar, aunque sea 

someramente, tos Recursos Administrativos que han sido establecidos en las legislaciones 

fiscales de carácter federal que se han expedido, los cuales son: la Ley de Justicia Fiscal de 

1936, el Código Fiscal de la Federación de 1938, el Código Fiscal de la Federación de 1967 y 

el Código Fiscal de la Federación de 1981. 

1.1. Ley de Justicia Fiscal de 1936. 

La Ley de Justicia Fiscal fue emitida por decreto de fecha 30 de octubre de 1935. Se 

encontraba estructurada de la siguienle manera: en la Sección 1, el Capitulo Primero se 

referla a las Disposiciones Generales, el Capitulo Segundo-se titulaba "De la Composición", el 

Capitulo Tercero hacia referencia a las excusas e impedimentos y en el Capitulo Cuarto se 

aludla a la regulación del procedimiento: la Sección 11, se refería a las notificaciones y a los 

términos; la Sección 111, establecla lo concemienle a la demanda; mientras que la Sección IV, 

regulaba lo relativo a la contestación de la demanda; la suspensión del procedimiento estaba 

contemplada en la Sección V; la Sección siguiente se encontraba destinada a la acumulación; 

y por último, en la Sección VII se regulaba lo relativo a la audiencia y al fallo. Del estudio de 

esta Ley se concluye que en ella no existen antecedentes de los recursos administrativos. 

1.2. Código Fiscal de la Federación de 1938. 

El Código a estudio sólo contempló como Recurso Administrativo a la Tercerla, se encontraba 

regulada del articulo 111 al 120, donde esencialmente se determinaba que el Recurso de 

Tercerla procedia en dos supuestos, el primero de ellos tenla lugar cuando se afectaban 

bienes pertenecientes a una persona distinta a la del deudor del crédito fiscal, en donde, el 

propietario perjudicado con el embargo de sus bienes, podla promover este recurso; el 



segundo de los supuesJos operaba cuando exislla una persona con un derecho preferencial 

sobre el del Fisco Federal, para obtener el pago de un crédito; se actualizaba cuando una 

persona era deudor del Fisco y de un particular, pero este úllimo con un derecho preferente 

para que, con motivo del cobro coactivo Je fuera pagado su crédito en primer Jugar y las 

utilidades restantes se destinaran al pago al Fisco; en este último supuesto el acreedor 

preferente se encontraba legitimado para promover el Recurso de Temerla. Con la 

interposición de este medio de defensa no se suspendla el procedimiento administrativo de 

ejecución, además de que podla presentarse hasta antes de ser aprobado el remale, en el 

caso de una tercerla de dominio, o bien, cuando el monto del remate no se hubiera aplicado 

al pago de las prestaciones adeudadas. 

1.3. Código Fiscal de Ja Federación de 1967. 

Este Código en su Capllulo V, el cual se titulaba • De los Recursos Administrativos', 

establecla que en contra de las resoluciones dictadas en materia fiscal federal, procedlan los 

recursos previstos en ese cuerpo nonnativo. 

El articulo 160 del citado Dispositivo legal contemplaba a los siguientes Recursos 

Administralivos: 

• La Revocación.· Procedla en contra de resoluciones administrativas en las que 

se detenninaran créditos fiscales; su interposición era optativa, es decir, el 

contribuyente podla promover la revocación de la resolución adminislrativa o 

acudir ante el Tribunal Fiscal de la Federación, demandando su nulidad. Por 

último, esJablecla que Ja resolución que se diclara en el Recurso de Revocación 

era susceptible de impugnarse ante el mismo Tribunal. 

• La Oposición al Procedimiento Ejecutivo.· Se hacia valer por parte de quienes 

fueran afectados por el procedimiento administrativo de ejecución y se 

presentaba ante la oficina ejecutora. 



• La Oposición de Tercero.· Se presentaba ante la oficina ejeculora por la persona 

que no tenla la calidad de deudora, ni responsable solidaria del crédito fiscal y 

afirmara ser propietaria o titular de los bienes que se embargaron, con motivo 

del procedimiento administrativo de ejecución. 

• La Reclamación de Preferencia.- Se hacia valer por quienes aseguraban tener 

derecho a que los créditos a su favor se cubrieran previamente a los créditos 

fiscales federales. Se podla hacer valer en cualquier tiempo, siempre que el 

producto del remate de bienes no se hubiera aplicado al pago. 

• La Nulidad de Notificaciones.- Procedla en contra de las notificaciones 

formuladas en contravención a lo dispuesto en el propio Código Fiscal de la 

Federación; cuando se declaraba la nulidad de una notificación, !rala como 

consecuencia que las actuaciones procesales que fueran posteriores a esa 

notificación se consideraran nulas. 

1.4. Código Fiscal de la Federación de 1981. 

El Código Fiscal de la Federación de 1981, en la forma en que se expidió, contemplaba como 

Recursos Administrativos los siguientes: 

• La Revocación.· Procedla contra resoluciones definitivas en las que se 

determinaran créditos fiscales, se negara la devolución de cantidades pagadas 

indebidamente o de las que procedla legalmente su devolución. Se establecía 

que su inlerposici6n era optativa, antes de ocurrir en demanda de nulidad ante el 

Tribunal Fiscal de la Federación. 

• La Oposición al Procedimiento Ejecutivo.- Podla hacerse valer por la persona 

que hubiera sido afectada por tal procedimiento ejecutivo, y sostuviera 

cualquiera de los siguientes supuestos: que el crédito que se les exigla se 

hubiese extinguido; que el monto del crédilo fuera inferior al exigido, cuando la 



diferencia fuese imputable a la oficina ejecutora y por último, cuando se señalara 

que el procedimiento no se hubiese ajustado a Ja ley. 

• La Oposición de Tercero.- La cual se presentaba ante Ja oficina ejecutora por 

aquella persona que afinmara ser propietaria de Jos bienes o derechos 

embargados y no fuera el deudor del crédito fiscal que se pretendla cobrar. Se 

podla hacer valer hasta antes de que se hubiera aprobado el remate. 

• La Reclamación de Preferencia.- Podla fonmularse por aquellas personas que 

crelan tener el derecho a que los créditos a su favor se cubrieran 

preferentemente a los créditos fiscales federales. 

• La Nulidad de Notificaciones.- Procedla en contra de las notificaciones que a 

juicio del particular se llevaran a cabo en fonma ilegal. La declaratoria de nulidad 

de alguna notificación !rala como consecuencia la nulidad de las actuaciones 

posteriores a esa notificación. 

1.5. Código Fiscal de la Federación Vigente para 1995. 

El Código Fiscal de la Federación vigente para el año de 1995, se refirió a los Recursos 

Administrativos a partir del articulo 116; contemplaba únicamente al Recurso de Revocación y 

al Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución. Et de Revocación 

procedla en contra de las resoluciones definitivas que detenminaran contribuciones y 

accesorios, negaran la devolución de cantidades que procedieran confonme a la ley y sobre 

aquellas que fueran dictadas en materia aduanera y fueran distintas a los anteriores 

supuestos; mientras que el de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, 

procedia en contra de los siguientes actos: contra aquellos que exigieran el pago de créditos 

fiscales, cuando se alegara que éstos se hablan extinguido o que su monto real fuese menor 

al exigido, siempre que el cobro en exceso fuera imputable a la autoridad ejecutora; contra los 

que se dictaran en el procedimiento administrativo de ejecución; contra aquellos que 

afectaran Jos intereses jurldicos de terceros, y por último en contra de los actos que 



determinaran el valor de los bienes embargados. Los recursos descritos con anterioridad 

serán anafizados a detalle en los Capitulas subsecuentes. 

1.6. Las reformas al Código Fiscal de la Federación de 1996. 

El 04 de noviembre de 1995 el Ejecutivo de la Unión, con fundamento en lo previsto en los 

articulas 71, fracción 1 y 74, fracción IV, de la Constitución Polltica de los Estados Unidos 

Mexicanos, sometió a la Cámara de Diputados la iniciativa del Decreto por el que se expiden 

nuevas leyes fiscales y se modifican otras. Las reformas que se proponen en el citado 

Decreto se encuentran determinadas por lo dispuesto en el Plan Nacional de Desarrollo 1995· 

2000, asl se estableció que con la reforma tributaria que se propuso se pretendla promover el 

ahorro, la inversión y la actividad productiva. 

Dentro de las propuestas que se sometieron a la Cámara de Diputados, en materia de medios 

de defensa del contribuyente, se señaló que a fin de otorgar mayor seguridad jurldica a los 

gobernados, de que los Recursos Administrativos serian resueltos con mayor agilidad y sobre 

todo, a efecto de evitar confusiones, se propuso fusionar el Recurso de Revocación con el de 

Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, para tener como único recurso al 

primero. 

Lo anterior constituye el primer paso para que tenga verificalivo la reforma al Código Fiscal de 

la Federación vigente en 1996, con relación al recurso de Oposición al Procedimiento 

Administrativo de Ejecución. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artlculos 43 y 48 de la Ley Orgánica del Congreso 

General de los Estados Unidos Mexicanos, y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno 

lnlerior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el Decreto al que se alude 

(como iniciativa) se tomó en consideración por la Comisión de Hacienda y Crédito Público, 

para su análisis, discusión y dictamen. 
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De manera suslancial el molivo de la reforma al Código Fiscal de la Federación lo constiluyó 

en un principio, y según se manifesló en la inicialiva del Ejeculivo Federal, la búsqueda de 

una reforma tribularia inlegral, la cual promoviera la inversión y el crecimiento, fortaleciendo a 

su vez la recaudación y el ahorro, mejorar la equidad tribularia, elevar los niveles de 

cumplimienlo de las obligaciones fiscales, eslimulando a los causantes a su cumplimienlo 

voluntario y sobre todo, ayudar a la simplificación fiscal y administraliva; todo ello dirigido a 

otorgar una mayor seguridad jurldica a los contribuyentes. 

1.7. Código Fiscal de la Federación Vigente a partir de 1996. 

El Código Fiscal de la Federación que entró en vigor el 1º. de diciembre de 1996 eslableció 

como único Recurso al de Revocación, regulado del articulo 116 al 128; en esos numerales 

se señalan los casos de procedencia de ese medio de defensa, los requisitos que se deben 

cumplir en el escrito con el que se promueva el recurso, se precisa su carácter opcional, el 

plazo para su Interposición, los anexos que deben adjuntarse al recurso, y las causales de 

improcedencia y sobreseimienlo. El recurso de revocación se contempló por primera vez en 

el Código Fiscal de la Federación de 1967 y a partir de 1996 quedó plasmado como único 

recurso. En el presente Capitulo se omite realizar un estudio pormenorizado de este recurso 

administrativo, debido a que en el Capitulo IV se realiza ese análisis. 

Capitulo 11.· Generalidades de los Recursos Administrativos, 

2. El Recurso Administrativo como Medio de Defensa. 

En principio es pertinente acotar lo que para la materia jurldica constituye la palabra 

"Recurso·; esencialmente se refiere a la acción de darle un nuevo curso a las decisiones 

adminislrativas, o bien a que la decisión administraliva vuelva a cursar el mismo camino por 

el que se creó, a efecto de que se le de un nuevo sentido. También se ha dicho que recurrir, 

entendido como la promoción de un "Recurso', es la acción por medio de la que se reclaman 

las resoluciones dictadas por una autoridad. 

11 



Cuando se hace referencia a los 'Recursos Adminislrativos', debe entenderse como sinónimo 

de medios de defensa administrativo, ya que el término 'Administrativo' denola que estos son 

planteados ante autoridades administrativas, y no debe perderse de vista que las 

resoluciones que se combaten a través de este medio impugnativo, provienen de autoridades 

formal y materialmente administrativas. 

Lo anterior evidencia la esencia del Recurso Administrativo corno medio de defensa, por ello, 

antes de estudiar lo que es un recurso administrativo, debe precisarse lo que se entiende por 

medio de defensa. Para el profesor Luis Martlnez López: 

'Son las gestiones de los particulares, lnslauradas para que la Aulondad Fiscal que 
dictó el acto o una disUnla a ésta, revoque o modifique en su favor la resolución 
emitida, en atención a las pruebas y alegaciones que produzca para fundar su 
ilegalidad.' ' 

Et autor de Teorla y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la 

Federación, Manuel Lucero Espinosa, considera a los recursos administrativos como medios 

de protección administrativa. Resalta que les considere medios de protección y no medios de 

defensa; en nuestra opinión la denominación que se les da resulta intrascendente, toda vez 

que su finalidad es la misma. As/ sostiene: 

"Estos medios de control constituyen una garanlia para la protección de los derechos 
de los gobernados y tienen como fin la revisión de la legalidad de la actuación 
administrativa, con el propósito de encausarta dentro del marco legal."2. 

Un medio de defensa constituye una vla por medio de la cual el particular inconforme con un 

acto de autoridad, puede combatirlo, por considerarlo ilegal o inconstitucional, y que por tal 

circunstancia amenaza causar o causa un daño a la esfera jurídica del gobernado o 

administrado. 

1 Derecho Fiscal Mexicano, Ed. Clasa, México 1989, p.p. 238 y 239. 
' LUCERO ESPINOSA, Manuel. Teoria y Pr;ictlca del Contencioso Administrativo ante el 
Tribunal Fiscal de la Federación, Ed. Porrúa. México, p.p. 223. 
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A los medios de defensa también se les conoce como medios de impugnación, debiendo 

reilerarse que éstos son mecanismos de control de legalidad o de constitucionalidad, que de 

manera pacifica hacen valer los gobernados, en la fonna y plazos establecidos en la ley, cuya 

finalidad es la de combatir o impugnar un determinado acto de molestia proveniente de una 

autoridad. 

Los medios de defensa de carácter administrativo están previstos en la legislación que regula 

a un delenninado acto administrativo, asl por ejemplo, la Ley del Seguro Social contempla 

como medio de defensa el Recurso de Inconformidad, mientras que el Código Fiscal de la 

Federación establece la existencia del Recurso de Revocación; también puede suceder que 

el medio de defensa lo encontremos en un proceso o juicio distinto, como por ejemplo, el 

juicio de garantlas. 

Los medios de defensa (como lo son los Recursos Administrativos) representan una vla para 

el administrado, con la cual pueden impugnar una resolución o acto administrativo que le 

depara un perjuicio en su esfera jurldica, buscando con ello, la corrección de ciertos errores 

en que pudo haber incurrido la autoridad, bien por una inexacta aplicación de una ley o de un 

delenninado articulo, o bien por una inexacta apreciación de la realidad. 

2.1. Su Concepto. 

Antes de ofrecer y analizar diversos conceptos de lo que para distintos autores es un Recurso 

Administrativo y de proponer uno propio, es pertinente apuntar que, para que existan, es 

necesario que surja una decisión o resolución administrativa, ya que no tendrla razón de ser 

que en las legislaciones que regulan a los dislintos actos administrativos, estuvieran 

contemplados recursos administrativos si no existieran decisiones de las autoridades con las 

cuales el particular pudiera no estar de acuerdo. 

Para la procedencia de un medio de impugnación, en materia administrativa, resulta evidente 

que debe mediar una resolución administrativa o un acto de autoridad que por ilegal, 
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amenace causar o cause un perjuicio a los particulares. Una resolución adminislrativa es una 

determinación o decisión que resuelve el fondo de un conflicto en particular, creando o 

definiendo una situación legal o administrativa concreta. 

Una vez que ha quedado precisado la importancia de tas determinaciones administrativa 

para los recursos administrativos, convienen entrar de lleno al estudio de algunos de los 

diversos conceptos que se han propuesto en relación con estos medios de impugnación. 

Para el maestro Emilio Margáin Manautou, el Recurso Administrativo es: 

' .. .lodo medio de defensa al alcance de los particulares para Impugnar, anle la 
administración publica, los eotos y resoluciones por ella dictados en perjuicio de los 
propios particulares, por ~olación al ordenamienlo aplicado o falla de aplicación de la 
disposición debida."' 

De lo anterior se colige que el Recurso Administrativo se plantea ante la autoridad de la cual 

emana la resolución que causa, o como ya ha quedado señalado, amenace causar, un 

perjuicio al particular, en la mayor/a de los casos existen órganos especializados dentro de 

las dependencias administrativas, cuyas funciones se limitan a la resolución de los Recursos 

Administrativos, que con motivo de su actuar ante ellas se plantean, as/ por nombrar a 

algunos de estos órganos tenemos a los Consejos Consultivos Delegacionales en el caso del 

Instituto Mexicano del Seguro Social, y por otra parte, al Director General de Coordinación de 

Delegaciones y al Subprocurador de Verificación y Vigilancia, tratándose de resoluciones 

emitidas por la Procuradur/a Federal del Consumidor. Esta situación permite que la autoridad 

recurrida, a quien se le atribuye la emisión de la resolución combatida, al tener conocimiento 

del agravio o agravios que plantea un particular, se encuentre en posibilidad de que en su 

caso corrija dentro de su propio ámbito de competencia y sin tener que llegar a un proceso 

jurisdiccional, la falla en que incurrió, o bien confirmar la resolución combatida, cuando a su 

juicio Ja resolución por ella emitida cumpla con los requisitos a que obliga Ja Constitución y 

con la legalidad establecida para el caso concreto. 

'El Recurso Administrativo en Méxfco. Ed. Porrúa, 4° ed. México, 1997, p. 235. 
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Se resalla que una resolución administrativa puede causar daño al particular, bien por una 

violación al ordenamiento aplicado o bien porque no se aplicaron las disposiciones debidas. 

Una violación al ordenamiento aplicado se traduce en el hecho de que al emitirse una 

resolución administrativa, la autoridad emisora no tome en consideración las formalidades 

legales a que está sujeta esa decisión. Por otra parte, una decisión administrativa puede 

originar un daño al particular porque no se aplicaron las disposiciones debidas, cuando la 

autoridad administrativa emita su acto de molestia con base en una legislación que de 

ninguna manera le faculla para tal efecto; por tanto, si en una resolución administrativa se cita 

como fundamentos artlculos de una ley que no es aplicable al caso concreto, resulla evidente 

que la resolución asl emitida causa un agravio al particular, por contravenir de manera directa 

el articulo 16 Constitucional, teniendo como resultado una indebida fundamentación. 

Por su parte Sergio Francisco de la Garza considera que: 

'El Recurso Adminls~ativo es un procedimien/o represivo que aporta al adminis~ado 
un medio legal direc/o para la defensa o protección de sus derechos.'• 

Mientras que para el maestro Gabino Fraga el Recurso Administrativo: 

• ... constituye un medio legal de que dispone el particular, afectado en sus derechos 
o intereses por un acto administrativo determinado, para obtener en los términos 
legales, de la autondad administraUva una re•sión del propio acto a fin de que dicha 
autoridad lo revoque, lo anule o lo reforme en caso de encontrar comprobada la 
ilegalidad o la inoportunidad del mismo. ~s 

Como se observa, se reitera que el Recurso Administrativo es un medio de defensa al 

alcance de los particulares, cuya finalidad es la de combatir la ilegalidad que reviste a un acto 

administrativo, que al resolverse puede tener como resultado que el acto de autoridad se 

confirme, modifique o en el mejor de los casos se revoque. No debe perderse de vista que en 

la mayorla de las veces, las autoridades resolutoras no estudian de manera exhaustiva los 

•Derecho Financiero Mexicano, Ed. Porrúa, México 1993, p. 702. 

'Derecho Administrativo, Ed. Prorrúa, 30' México, Distrito Federal. 1991. p. 506. 
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planteamientos del recurrente y en otros casos no realizan el esfuerzo por resolver el recurso 

de acuerdo con las reglas de la lógica y que la ciencia jurldica exige, olvidando que tos 

procedimientos administrativos, que se inician con la interposición de estos recursos, 

constituyen medios de control de legalidad de los actos administrativos y que por tanto, son 

instituciones jurldicas que en esencia forman parte de la justicia administrativa en México. 

Me permito citar a Mayolo Sánchez quien dice que el recurso administrativo es: 

"Todo medio de defensa al alcance de los particulares para impugnar, anle la 
Admlnlslración Pública, los aclos, procedimienlos o resoluciones por ella dictados en 
perjuicio de los propios gobernados, por ~~ación al ordenamiento aplicado o falla de 
aplicación de la disposición debida.· 6 

A nuestro parecer, et Recurso Administrativo es ante todo un medio de defensa al alcance de 

los gobernados y que se promueve en contra de decisiones administrativas que a juicio del 

particular son ilegales, con la finalidad de que esa decisión deje de tener existencia jurldica y 

que por ende no produzca efectos jurldicos. 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis que a continuación se transcribe: 

AGRAVIOS CONTENIDOS EN LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS.· 
OBLIGACION DE LA AUTORIDAD DE ANALIZARLOS Y RESOLVERLOS EN SU 
TOTALIDAD.- La auloridad administrativa esia obligada a analizar lodos y cada uno 
de los agravios planteados en los Recursos Administrativos, a fin de no afectar las 
defensas de los particulares; en virtud de que los recursos administrativos son 
medios de defensa que tienen los particulares para que 1u demanda o petición 
le sea resuelta y cuya finalidad es asegurar la juridicidad de la acción 
administrativa, pues la acción de los particulares en el control administrativo 
concurre no sólo a la defensa de sus derechos e Internes sino tambl6n y en 
forma principal, a garantizar la legalidad admlnlstrativ1, la cu1I no se cumple si 
la autoridad resolutora de un recurso omite el anillsls de los argumentos del 
recurrente, provocando con ello violación a la garantla de audiencia y legalidad 
contenida en los articulas 14y16 Constltuclonales. 1 

(énfaslsai'ladrdo) 

6 Derecho Tributarlo, Ed. Cardenas Editor y Distribuidor, 2' Ed. México, p. 890. 

7 Revista del Tribunal Fiscal de la Federación. Tercera Epoca. Ano VIII. No. 94. 
Oclubre 1995. p. 61. 
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Juicio No. 66195.· Scnlonda de 27 de scptentre de 19'J5, por unanmidad de velos. Magislrada Instructora: Maria 
do los Ango!M Garrido Bero.· Secretaria: Lic. /malicia Vega león. 

2.2. Clasificación. 

La Doctrina admlnistraliva se ha encargado de ordenar a los Recursos Administralivos bajo 

diversas clasificaciones, que atienden a distintos criterios. El Maestro Emilio Margáin 

Manautou, en su libro El Recurso Administrativo en México, estudia la clasificación de los 

recursos administrativos y asl explica: 

Existen diversas clasificaciones las cuales son: 

1.- En atención a la autoridad ante la que se interpone el recurso. 

Dentro de esta clasificación existen las siguientes subclasificaciones. 

a) Aquellos que se promueven ante la misma autoridad que emilió el acto. 

b) Los que se promueven ante el superior jerárquico. 

c) Aquellos que conoce una comisión especial. 

2.- En atención a la persona que interpone el recurso administrativo. 

En esta clasificación tenemos : 

a) A los recursos que se promueven por quien tenga un interés legitimo directo. 

b) Aquellos que se promueven por quien tenga un inlerés legilimo indirecto. 

3.- En atención al objeto que se persigue. 

Dentro de esta clasificación se habla de: 

a) Recurso de reconsideración. 

b) Recurso de revocación. 
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c) Recurso de revisión. 

d) Recurso de inconfonnidad. 

4.- En atención a la materia. 

Donde tenemos a los: 

a) Recursos administrativos en los que se impugnan resoluciones que se rigen por el 

Derecho Privado. 

b) Recursos administrativos en los que se impugnan resoluciones que se rigen por el 

Derecho Público. 

5.- En atención al ordenamiento que lo establece: 

Aqul encontramos que pueden existir: 

a) Recursos administrativos contemplados en leyes. 

b) Recursos administrativos contemplados en Reglamentos. 

6.- En atención a la legislación federal. 

18 

Dentro de la cual tenemos: 

a) Recursos contenidos en leyes especiales. Ordenamientos que mantienen su 

autonomla frente a otros de carácter general. Como ejemplos de estos tenernos al de 

revocación previsto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos y al 

que contempla la Ley de Comercio Exterior. 

------------------··----



b) Recursos contemplados en leyes generales. Aquellos que se encuentran previstos en 

un ordenamiento que se aplica supletoriamente en lo no previsto en leyes especiales; 

cuyo ejemplo es el previsto en el Código Fiscal de la Federación. 

Por otra parte, Manuel Lucero Espinosa señala que se puede hablar de dos tipos de medios 

de protección administrativa: 

1.· Los Indirectos.· Que son aquellos en Jos que el gobernado no tiene intervención alguna, 

en tanto que constituyen medios de autoconlrol administrativo, además de que implican 

fundamentalmente procedimientos de revisión por parte del superior jerarquice de la 

autoridad que emitió una resolución administrativa. 

2.· Los directos.· Son aquellos en los que el accionar del particular es esencial para la 

existencia misma del recurso, es decir, requieren de un impulso procesal para su existencia, 

dentro de esta clasificación tenemos a los recursos administrativos, los cuales 

necesariamente requieren de un actuar del particular. 

La clasificación de los Recursos Administrativos, además de tener una utilidad doctrinaria, 

deben producir un beneficio en la vida práctica. Pensemos en una persona que no está 

conforme con un resolución administrativa y que le interesa que la autoridad emisora le 

escuche y que por tanto, modifique o en el mejor de los casos revoque la resolución 

administrativa. ¿de que le sirve conocer estas clasificaciones?. No se necesita pensar mucho 

para obtener un respuesta, seguramente de muy poco; cesa contraria sucederla si de 

acuerdo a cada clasificación se brindaran métodos prácticos de cómo plantear y tramitar un 

recurso. ¿ que sucederla si en las ventanillas de atención al publico de las diversas 

dependencias administrativas se centara con personal especializado que resol1ieran 

verdaderamente las dudas de los administrados y en donde además se expidieran folletos en 

los que se estableciera de manera sencilla Ja forma de combatir una determinada resolución?. 

Sin duda la respuesta seria que cen base en estas clasificaciones se ayudaria de manera 

práctica y eficaz a las personas que por una u otra razón no contratan los servicios de un 

abogado. Recordemos que la justicia no debe tener precio, es gratuita. 
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2.3. Utilidad. 

El objetivo de los Recursos Administrativos justifica de sobremanera su existencia. Es 

conocido por los ciudadanos de nuestro pals que muy frecuentemente las autoridades 

administrativas emiten sus decisiones sin observar la legalidad establecida para ello, 

situación que repercute y transgrede la garantla de legalidad que tenemos todos los 

gobernados. 

Este incumplimiento es en algunas veces resultado de la Ignorancia, incapacidad y desidia de 

los funcionarios encargados de la actividad administrativa, a quienes en unos casos no les 

importa la situación juridica de las personas y en otros es resultado de la burocracia que no 

permite que los funcionarios responsables de determinar la situación jurldica de algún 

gobernado, tengan el conocimiento de su situación especifica. Por ello, resulta de 

incuestionable importancia que exista un medio de control que regule el actuar de las 

autoridades, para que éste no resulte arbitrario y fuera de toda legalidad; de ahl que si et 

objeto del recurso es el de modificar o revocar una determinada resolución que causa o 

amenaza causar un perjuicio al gobernado, es esencial que los particulares tengan a su 

alcance este medio de defensa a fin de que aseguren sus intereses y obliguen a que el actuar 

de las autoridades sea acorde al principio de legalidad. 

Por ta trascendencia jurldica que reviste al Recurso Administrativo, se hace patente que su 

interposición sea rentable para el promovenle, es decir, su promoción no debe representar 

altos costos económicos, materiales y sobre lodo, no deben exigirse requisitos ociosos que 

condicionen la presentación de este medio de defensa, de lo contrario no tendrla razón de ser 

el Recurso Administrativo como medio impugnativo. 

Otro rasgo caracleristico que resalta por su utilidad, pero que en la actualidad no interesa 

mucho a las dependencias administrativas, es el hecho de que al convertirse la autoridad 

emisora de la decisión combatida, en resolulora del recurso, permite que ésta subsane las 

irregularidades en que pudo haber incurrido, por tanto, si se resolvieran los recursos de 

acuerdo a la legalidad establecida para cada caso en particular, donde se cumplieran con las 
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reglas de la lógica y de la legalidad, pennitirta que muchos de los asun/os no llegaran a las 

inslancias jurisdiccionales. como el Tribunal Fiscal de la Federación o los Jueces de Distrito 

(en caso de amparo Indirecto), situación que en la realidad no sucede, ya que como es fácil 

constatar existen infinidad de demandas de nulidad, en las que la resolución impugnada lo 

constituyen las resoluciones a los Recursos Administrativos. las cuales en un gran porcentaje 

son dedaradas nulas pues se violó el procedimiento previo para su emisión. 

Sucede frecuentemente que la autoridad encargada de resolver el recurso no estudia todos 

los agravios hechos valer por el recurrente, en otros casos no se valoran las pruebas 

ofrecidas por el interesado y en muchos más la autoridad resolutora se limita a defender lo 

indefendible; por sólo mencionar algunas de las ilegalidades e incongruencias en que 

incurren las autoridades. 

Consideramos que no se ha logrado tener conciencia de la utilidad práctica que reviste el 

hecho de que la autoridad, por si misma, se de cuenta de sus errores, en virtud de que, si la 

Administración Pública comprendiera la importancia de esta situación, traerla como 

consecuencia que los gobernados tuvieran confianza en las decisiones administrativas y 

alcanzaran un convencimiento. no sólo de la buena fe de las autoridades, sino también de 

que, en el caso concreto, éstas ac/uaron acorde a la legalidad establecida. 

Es evidente que un gran porcentaje de los asuntos que son ventilados ante el Tribunal Fiscal 

de la Federación, en los que existe previamente una decisión administrativa que pone fin a un 

recurso, son declarados nulos, situación que debe hacerte entender que no es posible que 

sus procedimien/os y resoluciones adolezcan de las mismas irregularidades y vicios. 

repitiendo indiscriminadamente sus errores. 

En este contexto, es necesario que las autoridades y sobre todo los licenciados en Derecho. 

a quienes se le encarga la tarea de proyectar la resolución administrativa que pone fin al 

recurso, entiendan que éste no se resuelve a través del empleo de un fonnalo, sino que exige 

que cada expediente. que cada caso en particular, sea resuelto de acuerdo con los principios 

generales del derecho, aplicando en todo momento las reglas de la ciencia juridica y de Ja 
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lógica; esto es, no se debe perder de vista que cada asunto, por más similar que parezca a 

otro, tiene sus diferencias y sus propias circunstancias. 

Los Recursos Administrativos permiten que la autoridad recurrida conozca de las ilegalidades 

en que en muchas ocasiones incurre, pero sobretodo hace posible que tenga conocimiento 

de posibles contradicciones, defectos y lagunas que puedan existir en las leyes, que regulan 

lo relativo al planteamiento, desarrollo y resolución de estos recursos administrativos; 

situación que desde luego beneficia a las autoridades, pues permite que en un momento 

dado propongan reformas a las leyes, buscando con ello, que el recurso cumpla en mayor 

medida con el objetivo para el cual fue creado. 

Otra utiíldad del recurso administrativo, que por su trascendencia resalta por si misma, se 

traduce en el hecho de que la controversia planteada al quedar resuelta sin la necesidad de 

acudir ante instancias judiciales, disminuye de manera notable el trabajo en los Tribunales 

Judiciales o en su caso del Tribunal Fiscal de la Federación. Imaginemos por un momento la 

excesiva carga de trabajo que existir/a en los citados tribunales si no existieran estos medios 

de defensa, sin duda, el exceso de trabajo llegarla de manera inmediata con todas las 

consecuencias que ello implica. 

Como medio de defensa, el recurso administrativo penmite que el particular intente, de 

acuerdo a su criterio y posibilidades, combatir una decisión administrativa, pudiendo hacer 

valer los motivos de inconformidad que estime pertinentes; no existe limitación a este 

respecto, salvo que los argumentos cumplan con los requisitos mlnimos para ser 

considerados como agravios. En nuestra opinión, se debe señalar el articulo o articulas que 

se dejaron de aplicar o bien aquellos que se aplicaron indebidamente, el perjuicio que 

ocasiona al gobernado esa omisión o inexacta aplicación y un pequeño resumen de la 

situación que pretende el recurrente o bien señalar la manera en cómo se debió aplicar 

correctamente un determinado articulo; en el motivo de inconformidad, se deben señalar las 

causas por las que el recurrente considera que la resolución impugnada le causa un agravio, 

as/ también deben mencionar el o los preceptos legales que considera que la autoridad 

infringió o dejó de aplicar en su perjuicio, y más aún, deben establecerse los motivos por los 
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cuales considera que la auloridad no aplicó las dispcsiciones debidas. Asl, si el recurrente se 

limila a expcner consideraciones subjelivas o sea, se concreta a formular argumentos de 

hecho, ello serla lnsuficienle para que le sean estudiados. 

Sirve de apcyo al anterior razonamiento el criterio publicado en la Revista del Tribunal Fiscal 

de la Federación, 3ª Epcca, Año 1, Nº 5, Mayo 1988, página 21, asl como la Jurisprudencia de 

la Suprema Corte de Juslicia de la Nación, visible en el apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación, 191711988, segunda parte, página 190, que a la letra dicen: 

'AGRAVIOS DE HECHO.· No son /os agravios de hecho sino los de derecho los que 
se pueden examinar y solo se debe resolver respecto de los que sean consecuencia 
de una ~o/ación de la ley, pues aun cuando el hecho senalado como agravio fuera 
cierto, si no se demues~a que con ello se incullió en in~acción de un pre<:ep/o legal, 
debe desesUmarse." 

'AGRAVIOS.· NO LO SON LAS AFIRMACIONES QUE NO RAZONAN CON LOS 
FUNDAMENTOS OEL FALLO QUE ATACAN.· No puede considerarse como 
agravio la simple manifestación u opinión del recurrente de inconformidad con el 
senUdo de la senlencia recullida por considerarta legal, ya que el mismo debe 
impugnar oon razonamientos, los que la hayan fundado.· 

De igual manera sirve de apcyo a lo anterior el precedente número 105 de la Sala Superior 

del Tribunal Fiscal de la Federación, emitido en la Tercera Época, que la letra cita: 

CONCEPTO DE ANULACION INOPERANTE.· ES AQUEL QUE CARECE DE LOS 
REQUISITOS MINIMOS PARA SU ESTU0/0,· Para ser lomado en consideración un 
conceplo de anulación, éste deberá precisar la resolución o la parte de la misma que 
cause el agravio, el precepto o preceptos jurldicos que indebidamente se dejaron de 
aplicar o se aplicaron inadecuadamente y los argumentos lógico jurldicos con los que 
se prelende demostrar la razón de su dicho; si se combate la motivación de dicha 
resolución baslara que se acredite la falsedad de los hechos que la apoyaron, su 
apreciación equivocada o la carencia de adecuación de los mismos a los supuestos 
contemplados en las normas invocadas, pues la falla de alguno de estos elementos 
hace lógica y juridicamenle imposible su estudio; por lo que, si en el esaito de 
demanda la parte aclara expresa razonamientos no encaminados a Impugnar la 
fundamentación y motivación de la resolución cuya nulidad se demanda, éstos deben 
considerarse inoperantes. 

Juicio de Compe1encia AlrayenlO No 56189.· Resuelto en sesiOn de 18 de septembnl de 19!l1. por 
unanmklad de 9 votos.· Magistrado PClOef11e: Jorye Alberto Gan:la cace res.· Seaetario". l"c. Adabecto G. 
Sa~adoBootgo. R.T F.F. Ten:eraE¡xx:a Ano IV. No. 47. NovierOOle 1991. p. 8 
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2.4. Consideraciones previas y trámite. 

Para que un particular esté en posibilidad de promover un Recurso Administrativo, se 

requiere en primer lugar que una autoridad administrativa haya emitido formal y 

materialmenle una resolución, la cual (por las condiciones tratadas con anterioridad) pueda 

lesionar el interés jurldico de una persona. La resolución administrativa debe ser real y no una 

mera amenaza por parte de la autoridad. 

Es dable acotar que los Recursos Administrativos deben estar previstos necesariamente en 

una ley o en un reglamento. Asl por mencionar ejemplos de Recursos contemplados en leyes, 

tenemos al de Revisión regulado en los articulas 135 a 143 de la Ley Federal de Protección al 

Consumidor; at Recurso de Revocación de la Ley de Comercio exterior, asl como también al 

que hace referencia el articulo 116 del Código Fiscal de la Federación. Por otra parte el 

Recurso de Inconformidad, al que se refiere el articulo 294 de la Ley del Seguro Social, se 

encuentra regulado por un Reglamento. 

Para que un Recurso Administrativo, cumpla con el objeto para el que fue promovido, debe 

cubrir con los requisitos de procedencia que al efecto establezca cada ley en especial. La Ley 

Federa! de Protección at Consumidor, en su articulo 135, señala que el Recurso de Revisión 

procede en contra de las resoluciones de la Procuradurla Federal del Consumidor dictadas 

con fundamento en tas disposiciones de la citada Ley; mientras que el articulo 294 de la Ley 

del Seguro Social, indica que procede el Recurso de Inconformidad en contra de resoluciones 

definitivas dictadas por el propio Instituto, con las cuales el patrón, asegurado o beneficiario, 

no esté de acuerdo. 

El Código Fiscal de la Federación, en su articulo 117, determina que el recurso es procedente 

en contra de las resoluciones definitivas que: 

1.· Determinen contribuciones, accesorios o aprovechamientos. 
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Hoy dla los contribuyentes por si mismos determinan sus situación contable y fiscal, es decir, 

corre a cargo de los particulares determinar qué impuestos tienen que pagar, asl como 

determinar sus respectivos montos; no obstante, la autoridad fiscal se ha reservado la 

facultad de verificar que la determinación de impuestos formulada por cada contribuyente, se 

haya realizado conforme a las disposiciones fiscales y principios de contabilidad 

generalmente aceptados, estando inclusive facultada para determinar los impuestos omitidos 

y la liquidación de éstos, cuando el contribuyente es omiso, situación que se conoce como 

"determinación presuntiva", asl como para la imposición de las sanciones que sean 

procedentes conforme a derecho. Cuando la autoridad fiscal hace uso de esta determinación, 

es decir, cuando a una persona le determina un crédito fiscal, puede suceder que el revisado 

(contribuyente a quien la autoridad le determinó un crédito fiscal, con motivo de la 

determinación presuntiva), pueda inconformarse con esta resolución a través del recurso de 

revocación, al que se refiere el Código Fiscal de la Federación. 

Asimismo, dentro de estas resoluciones quedan comprendidas las que nieguen las solicitudes 

de devoluciones de cantidades pagadas indebidamente al Fisco Federal, o cuando 

legalmente proceda; o al resolver la improcedencia de la compensación operada por el 

contribuyente. 

2.· Nieguen la devolución de cantidades que procedan conforme a la ley 

El Articulo 22 del Código Fiscal de la Federación establece los casos en los cuales el 

particular puede solicitar la devolución de las cantidades que tenga a favor, sin embargo al 

ser la solicitud una petición del particular dirigida a la autoridad administrativa, pudiera darse 

el caso de que ésta, en completo desacuerdo con la ley, negase la devolución de dichas 

cantidades; si no existiera una posibilidad para que el particular defendiera el derecho que el 

propio ordenamiento legal citado prevé, la autoridad estarla en completa libertad para actuar 

y no devolver cantidad alguna; por esta razón, en los casos en que el contribuyente considere 

que es ilegal la resolución que te negó la devolución de cantidades pagadas indebidamente o 

en cantidad superior a la debida, puede controvertirta a través de este medio de defensa. 
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3.· Dicten las autoridades aduaneras. 

Al respecto cabe precisar que el articulo 117, inciso D, del Código Fiscal de la Federación, se 

refiere a las resoluciones que dicten tas autoridades aduaneras en su sentido mas amplio. 

Por tal se debe entender, acorde con lo dispuesto en el articulo 2 de la Ley Aduanera, a 

aquella autoridad que de acuerdo con et Reglamento Interior de la Secretaria de Hacienda y 

Crédito Público y demás disposiciones aplicables, tiene competencia para ejercer las 

facultades que la misma Ley establece. 

4.· Cualquier resolución de carácter definitivo que cause agravio al particular en materia 

fiscal. 

Dentro de este punto se ubican todas las demás resoluciones que no encuadran dentro de los 

supuestos expuestos con anterioridad, con la limilante de que sean definitivas. 

La Ley de Comercio Exterior, en su articulo 94, señala que el Recurso de Revocación podrá 

ser promovido en contra de las siguientes resoluciones: 

1.· En materia de marcado de pals de origen o que nieguen penmisos previos o la 

participación en cupos de exportación o importación. 

2.· En materia de certificación de origen. 

3.· Que declaren abandonada o desechada la solicitud de inicio de los procedimientos de 

investigación, en lo referente a prácticas desleales de comercio internacional. 

4.· Que declaren concluida la investigación sin imponer cuota compensatoria. 

5.· Que delenminen cuotas compensatorias definitivas o los actos que las apliquen. 

6.· Que se responda a las solicitudes de los interesados a que se refiere el articulo 60 de la 

Ley de Comercio Exterior. 

7.· Que declaren concluida la investigación sobre prácticas desleales de comercio 

internacional. 
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8.· Que desechen o concluyan la solicitud de revisión de las cuolas compensatorias 

definitivas, asl como las que confinmen, modifiquen o revoquen las cuotas compensatorias 

definitivas. 

9.· Que impongan las sanciones contempladas en la Ley de Comercio Exterior. 

2.4.1. Plazo de Interposición. 

Cada recurso en particular presenta sus propias peculiaridades, por ende se encuentran 

regulados de diversa manera como ocurre con los plazos para su interposición, que no 

escapan a las divergencias que caracterizan a unos y a otros. As! tenemos los diferentes 

plazos a que están sujetos Jos Recursos Administrativos promovidos con mayor frecuencia 

{de lnconfonnidad, de Revisión y de Revocación) previstos en la ley del Seguro Social, el 

Código Fiscal de la Federación y en la Ley de Comercio Exterior. 

El Reglamento del articulo 294 de la Ley del Seguro Social, en su articulo 6, detennina que el 

Recurso de Inconformidad debe interponerse dentro de los quince dias hábiles siguientes a la 

fecha en que surta efectos la notificación del acle definitivo que se impugne. 

El Recurso de Revisión a que alude la Ley Federal de Protección al Consumidor, debe 

promoverse dentro del plazo de quince dlas hábiles, por disposición expresa del articulo 135 

del citado Ordenamiento. 

El Recurso de Revocación que prevé el Código Fiscal de la Federación, asl como al que hace 

alusión la Ley de Comercio Exterior, deben promoverse dentro del plazo de cuarenta y cinco 

dlas hábiles, siguientes a la fecha en que surta efectos la notificación de la resolución que se 

pretende impugnar. 

2.4.2. Fonnalldades. 

El Recurso Administrativo que se promueva {sea cual fuera) debe constar por escrito, as! 

como todas las actuaciones que se lleven con motivo de su trámite y resolución, a fin de que 
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quede constancia por escrito de todo el procedimiento administrativo. Si no existieran 

constancias de las actuaciones que se siguen con motivo de un procedimiento administrativo, 

se originaria un estado de inseguridad jurldica para tas partes que intervienen en el propio 

procedimiento, ya que no tendrlan la certeza de lo actuado y obviamente no podrlan formular 

sus respectivas promociones con base en las constancias de autos. 

Es conveniente que se mencionen, aunque sea someramente, los requisitos de forma que 

revisten a los Recursos Administrativos que se han venido desarrollando. 

Con relación con el de Inconformidad, el articulo 4 del Reglamento de la Ley del Seguro 

Social, señala los requisitos de forma, que son a saber. 

1.· El nombre y la firma del recurrente; el domicilio para olr y recibir notificaciones, asl como 

el número de su registro patronal o de seguridad social como asegurado, según sea el caso. 

2.· El acto que se Impugna, lecha de su notificación y la autoridad emisora del acto recurrido. 

J .• Los hechos que originan la impugnación. 

4.· Los agravios que le causen el acto impugnado. 

5.· Las pruebas que se ofrezcan. 

Por otra parte, la interposición del Recurso de Revisión a que se contrae la Ley Federal de 

Protección al Consumidor no requiere de alguna formalidad en particular, salvo que se 

presente por escrito y que las pruebas se acompañen al recurso. Los articulas de la Ley 

Federal de Protección al Consumidor, relacionados con este aspecto, establecen: 
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"ARTICULO 135.· En con~a de /as resoluciones de la PrOQJraduria (Federal del 
Consumidor) dictadas con fundamento en las disposiciones de esta Ley y demás 
derivadas de ellas, se podrá interponer por escrito recurso de revisión, dentro de los 
quince dlas Mbiles siguientes a la fecha en que surta efecto la notificación de la 
resolución recurrida. 



ARTICULO 136.· El recurso de revisión se inlerpondrá anle la auloíldad que emilió la 
resolución y será resuello por el órgano superior jerárquico que delennine el 
Procurador, medianle acuerdo publicado en el Diana Oficial de la Federación. 

ARTICULO 137.· Podrán ofrecerse leda clase de pruebas, exceplo la confesiooal, 
siempre que lengan relación con la resolución recurrida. AJ interponerse el rea.irse de 
revisión deberán ofrecerse las pruebas correspondientes y acompanarse los 
documentos respectivos.·. 

Por otra parte se tiene que por disposición expresa del los articulas 18 y 122 del Código 

Fiscal de la Federación, el escrito con el que se promueva el Recurso de Revocación, deberá 

contener los siguientes requisitos: 

f •• Debe constar por escrito. 

lf •• Indicar el nombre, denominación o razón social y el domicilio fiscal, este último para el 

efecto de fijar la compelencia del órgano resolutor. 

111.· Precisar la autoridad a la que se dirige y el propósito de la promoción. 

IV.· Señalar el domicilio para o/r y recibir notificaciones y el nombre de la persona autorizada 

para recibirlas. 

V.· Mencionar la resolución o el acto que se impugna. 

VI.· Los agravios que le cause al promovenle el acto impugnado. 

Vlf •• Las pruebas y los hechos controvertidos de que se trate. 

VIII.· Debe estar finmado por el promovente o por quien esté legalmente autorizado para ese 

efecto. 

No obstante lo anterior, la práctica enseña que el escrito con el que se promueve el Recurso 

Administrativo en general se conforma con los siguientes apartados: 

1.· Un proemio. Donde se señala la autoridad anle la cual se promueve, el nombre del 

promovente, la calidad con la que comparece al juicio (por su propio derecho o bien en 

representación legal de una persona flsica o moral), en caso de que promueva a nombre de 

otra persona debe señalarse el documento con el que acredite la representación legal que 

dice lener, el domicilio para olr y recibir notificaciones y por úllimo, se indican las peraonas 

autorizadas para tal fin. 
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2.· Un preámbulo. Es la parte introductoria del recurso y en donde además, se le expresa a 

la autoridad administrativa el motivo de la comparecencia. 

3.· Un apartado de hechos. El cual consiste en una slntesis de tos antecedentes que guardan 

relación directa con la emisión del la resolución administrativa, cuyo fin es dar una referencia 

de tiempo y espacio a la autoridad resolulora. 

4.· Un apartado de conceptos de impugnación. Este apartado constituye la parte medular del 

recurso, donde el promovenle vierte tos razonamientos lógicos y jurldicos tendientes a 

demostrar la ilegalidad de la resolución administrativa que combate. Estos razonamientos se 

redactan haciendo un silogismo jur/dico, compuesto por una premisa mayor (se refiere a lo 

que señala la ley), una premisa menor (en donde se describe la actuación de la autoridad) y 

por último una conclusión (en la que se demuestra que el acto de autoridad es ilegal). 

5.· Un capitulo de pruebas. Se conforma por una relación de las pruebas que ofrece el 

promovenle, las cuales deben acompañarse al recurso. 

6.· Un capitulo de puntos petitorios. Es la parte del escrito en la que el promovente manifiesta 

a la autoridad que conoce del recurso, lo que le solicita con motivo de la presentación del 

recurso; como su nombre lo indica son peticiones que se le formulan a la autoridad. 

7.· Por último, Ja fecha del escrito y la firma del promovente. En relación a la firma del esenio 

se ha discutido acerca del hecho de que, si con motivo de esta omisión (falla de firma), la 

autoridad debe requerir al promovente para que lo firme o bien tener el escrito por no 

presentado. A consideración nuestra, la autoridad debe tener por no presentado el recurso, 

puesto que la firma es el medio por el que se manifiesta Ja voluntad de las personas, la que 

queda plasmada en un documento; por tanto, si no existe la manifestación de voluntad de 

alguien para iniciar un medio de defensa, es indudable que debe tenerse por no interpuesto. 
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En el conlexlo del presenle lrabajo es pertinente hacer referencia a los documenlos que se 

deben acompañar al recurso en general y que las leyes les denomina anexos. Los 

documentos que se deben acompañar al recurso adminislralivo son: 

1.· El documento que acredile la represenlación legal del promovenle, cuando aclúe en 

nombre de personas morales o a nombre de olra u airas personas flsicas. 

2.· El documento en donde conste el aclo recurrido. 

3.· La constancia de notificación del aclo, exceplo cuando se declare bajo protesta de decir 

verdad que no se recibió conslancia de nolificación, cuando la notificación se realizó por 

correo certificado o bien que la resolución combatida sea una negaliva ficla. 

4.· Las pruebas documentales que el promovenle ofrezca. Siluación que se exliende a la 

prueba pericial, en que debe señalar Ja maleria de Ja prueba, designar a su perilo y anexar el 

cueslionario sobre el cual se desahogará esla prueba. 

En caso de que el promovenle no adjunle a su recurso los documenlos anlerionnenle 

señalados, la autoridad administraliva requerirá al ocursanle para que los exhiba denlro del 

plazo de cinco dlas, apercibiéndole que, en el caso de que no cumpla con lo requerido y se 

lrale de pruebas, las mismas se lendrán por no ofrecidas y para el caso de que lo requerido 

sean los restantes documenlos y no se cumpla con el requerimiento, la consecuencia será 

lener por no presentado el medio impugnalivo. 

Es menesler señalar que en tralándose del Recurso de Revisión a que alude la Ley Federal 

de Prolección al Consumidor, lo expuesto con anlerioridad no aplica puesto que serán las 

reglas del Código Federal de Procedimienlos Civiles, las que se aplican de fonna supletoria a 

este recurso. El anterior criterio es sustentado por el Tribunal Fiscal de la Federación, en la 

sentencia emilida en el expedienle número 2297/99-11-10-6, en donde se establece: 
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"la parte actora en su primer agravio sostiene que la resolución impugnada le causa 
un agravio, en alención a que el articulo 123, fracción 111, del Código Fiscal de la 
Federación, numeral en que se apoya la autoridad para tener por no interpuesto el 
reairso de revisión, no le faculta para tal efecto por la falla de exhibición de la 
constancia de notificación de la resolución impugnada. 

las autoridades que son parte al efecto aducen que las manifestaciones vertidas por 
la demandante son inoperantes, toda vez que no señala los motivos por los cuales 
considera que Ja resolución impugnada le causa un agravio, asr como tampoco indica 
ruáles son los preceptos que no se aplicaron o se aplicaron indebidamente. 

Una vez analizados y estudiados los argumentos de ambas partes, asl como 
valoradas /as pruebas ofrecidas y exhibidas por las mismas, a juicio de los suscritos 
Magistrados el concepto de nulidad a estudio resulla fundado para declarar la nulidad 
de la resolución Impugnada, para el efecto de que en caso de no e~stir alguna de tas 
causales de improcedencia previslas por el articulo 140 de la Ley Federal de 
Prolacción al Consumidor, se admila el recurso de revisión inlerpueslo por el hoy 
actor y sea resuelto confonne a derecho. lo anlerior en alención al siguiente 
razonamlenlo: 

El ar11culo 140 de la Ley Federal de Protección al Consumidor texiualmente cita: 

'El recuo;o de revisión seré Improcedente en los siguientes casos: 

l.· Cuando se presenle fuera de tiempo; 

11.· Cuando no se acredite fehacienlemente la personalidad con que se actúa; y 

UJ •• Cuando no este suscrito, a menos que se finne antes del vencimiento del término 
para lmpone~o.'. 

De la lectura de la trasaipción precedente se infiere que no es causal de 
improcedencia, el hecho de que el promovenle no se acompañe con su recurso la 
constancia de nolificación de la resolución combalida, por tanto, si de la resolución 
Impugnada la cual obra a fojas 12 y 13 de los presentes aulos. se desprende que la 
auloridad resuelve tener por no interpuesto el recurso de revisión utilizando como 
fundamenlo legal el articulo 123, fracción 111, del Código Fiscal de la Federación, es 
indudable que existen vicios de procedimiento que afectan las defensas del particular 
y trascienden al sentido del fallo; a mayor abundamiento, es necesario precisar que 
el Código Fiscal de la Federación es inaplicable al caso que nos ocupa, puesto que 
en ninguno de los articulas de la ley Federal de Prolección al Consumidor que 
regulan el recurso de revisión, se prevé que se aplique de manera supletoria el 
Código Tribulario Federal. En tal virtud, resulta evidenle que la nonna adjeliva 
supleloria del procedimiento administrativo establecido por la ley Federal de 
Prolección al Consumidor, lo es el Código Federal de Procedimientos Civiles. Sirven 
de apoyo a lo anterior las Tesis de los Tribunales Colegiados de Circuito que a 
conUnuación se transcriben: 

Novena Época 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuilo 
Fuenle: Semanario Judicial de la Federación y su Gacela 
Tomo: VI, Agosto de 1997 
Tesis: Vi.Jo.52 C 
Pégina: 820 



SUPLETORIEDAD DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES A LA 
LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. PROCEDE EN MATERIA 
DE NOTIFICACIONES. En /a Ley Federal de Prolección al Consumidor >igente, no 
existe una regla general que autorice a aplicar, en caso de lagunas u omisiones 
conlenidas en dicho ordenamiento, a/gün otro cuerpo de leyes; sin embargo, en su 
articulo 138 se establece una regla especial, consislenle en que, en lo no previsto en 
dicha codificación en ma/eria do pruebas, se aplicará supleloriamenle el Código 
Federal de Procedimientos Civiles. Ahora bien, ni en los artlculos 103 y 104 de aquel 
ordenamiento legal, que se refieren a las notificaciones que debe realizar la 
Procuradurla Federal de Protección al Consumidor, ni en alguna o~a disposición del 
mismo, se prevé el momento en que deben surtir efectos tales notificaciones. En este 
sentido, si confonne al citado articulo 138 de la Ley federal de Protección al 
Consumidor, en materia de pruebas se autoriza la aplicación supletorla del Código 
federal da Procedimientos Civiles, por analog/a y mayor/a da razón, tratándose de 
una laguna en materia de notificaciones, también debe aplicarse sup~lorlamente 
este ultimo cuerpo de leyes. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

Amparo directo 130/97. Productores de Maquinaria de Córdoba, S.A. de C.V. 2 de 
mayo de 1997. Unanlmlclad do votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquln Za~ta. 

Octava Epoca 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuenle: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XV·ll Febrero 
Tesis: Vt.1o.185 C 
Página: 563 

SUPLETDRIEDAD DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 
SALVO DISPOSICION DE LA LEY, TIENE APLICACION EN PROCEDIMIENTOS 
ADMINISTRATIVOS FEDERALES. El Código Federal de Procedimien/os Civiles 
debe estimarse suple/oriamenle aplicable (salvo disposición expresa de la ley 
respectiva), a todos Jos procedimientos administrativos que se tramilen anle 
autoOOades federales, len'1endo como fundamento este aserto, el hecho de que si en 
derecho sustantivo es et Código Civil el que contiene Jos principios generales que 
rigen en las diversas ramas del Derecho, en materia procesal, dentro de cada 
jurisdicción, es el cócf1go respectivo el que senala las normas que deben regir los 
procedimientos que se sigan ante las autoridades administrativas, salvo disposición 
expresa en contrario. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

Amparo en re>isión 82189. Margan/a Bemardina Hemández de los San/os. 27 de 
junio de 1989. Unanimidad de votos. Ponen/e: Carlos Gerardo Ramos Córdova. 
Secrelario: Diógenes Cruz Figueroa. 
Octava Epoca. 

lns/ancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuen/e: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: 91 ·96 Sexta Parte 
Página: 170 
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PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS. PRUEBAS. SUPLETORIEDAD DEL 
CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. Cuando la ley que rige el 
acto es administrativa y de carácicr federal, si no contiene capltulo sobre pruebas, en 
esle aspee/o liene aplicación supleloria el Código Federal de Pro<edimienlos Civiles, 
conlorme al crilerio de la H. Suprema Corte de Juslicia de la Nación que dice: 
"PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS. SUPLETORIEDAD DEL CODIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES". El Código Federal de Procedimienlo 
Ci~les debe eslimarse supleloriamenle aplicable (salvo disposición expresa de la ley 
respectiva), a todos los procedimientos administrativos que se tramiten ante 
autoridades federales, teniendo COOIO fundamenta este aserto, el hecho de que si en 
derecho sustantivo es el Código Civil el que contiene /os principios generales que 
rigen en las diversas ramas del Derecho, en materia procesal, dentro de cada 
jurisdicción, es el Código respectiw el que sena/a las normas que debe regi los 
procedimienlos que se sigan ante las autoridades administrativas, salvo disposición 
expresa en con~ano; consecuenlemenle, la aplicación del Código Federal de 
Procedimien/os Cl~les por el sentenciador, en ausencia de alguna disposición de la 
ley del aclo, no puede agra~ar ~ sentenciado". (Amparo en re~sión 7538163. 
Vidriera Mé~co. S. A. marzo 9 de 1967. Unanimidad de 5 volos. Ponen/e: Miro. 
Felipe Tena Ramlrez. 2a. Sala, Sexta Epoca. Volumen CXVll, Tercera Parte, pág. 
87). 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 

Amparo en re~sión 443176. American Cyanamid Company. 11 de no~embre de 
1976. Unanimidad de volos. Ponente: Gilberto Lié vana P~ma. 
Séplima Epoca 
lnslancia: Tribunales Colegiados de Circuilo 
Fuenle: Semanario Judicial de la Federación 
Torno: 89 Sexla Parte 
Pilgina: 19 

CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, SUPLETORIEDAD DEL 
Aunque todas las mullas se calalogan denko de los cobros fisraes, en razón de que, 
para hacerlas efectivas, se sigue el procedimiento económiarcoactivo, tanto la 
naturaleza del crédito como los tramites para inlerponer recursos contra las 
sanciones, varlan según la materia del ordenamiento legal que las establece. 
Entonces, si un rOOJrso se enaientra previsto en un ordenamiento de caracter 
netamente administrativo y la sanción tampoco es de naturaleza fiscal, no pertenece 
al campo de lo lribulario la substanciación del recurso que con~a la mulla se 
interponga, y no exisle razón válida alguna para aplicar el Código Fiscal al kámile del 
recurso, ya que, salvo disposición expresa en contrario de la ley especial de la 
maleria, es aplicable, suplelonamenle, el Código Federal de Procedimientos Civiles, 
en lodos los procedimientos administrativos ante autoridades federales. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo direclo 120/76. Super Gas de Juárez. S. A 6 de mayo de 1976. 
Unanlmidads de volos. Ponen/e: Juan Gómez Dlaz. 
SeX1a Epoca 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanano Judicial de la Federación 
Tomo: CXVll, Tercera Parte 
Pilgina: 87 



PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS. SUPLETORIEDAD DEL COOIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. El Código Federal de Procedimienlos 
Civiles debe estimarse supleloriamenle aplicable (salvo disposición expresa de la ley 
respectiva), a todos los procedimientos administrativos que se tramiten anle 
autoridades federales, teniendo como fundamento este aserto, el hecho de que si en 
derecho sustantivo es el Código Civil el que contiene los principios generales que 
rigen en las diversas ramas del derecho, en materia procesal, dentro de cada 
jurisdicción, es el código respectivo el que señala la normas que deben regir los 
procedimientos que se sigan ante las auloOOades administra6vas, salvo disposición 
expresa en coo~ario; coosecuenlemenle, la aplicación del Código Federal de 
Procedimienlos Civiles por el senlenciador, en ausencia de alguna disposición de la 
ley del aclo, no puede agraviar al senlenciador. 

Amparo en revisión 7538/63. '"driera Mé~co. S. A 9 de mlllZO de 1967. 5 volos. 
Ponenle: Felipe Tena Ramlrez. 

Volumen XLI, Tercera Parte, pág. 90. Amparo en revisión 1260/60. La Madrileña, S. 
A. 23 de noviembre de 1960. 5 volos. Ponenle: Rafael Malos Escobedo.' 

2.4.3. Autoridad ante la que se presenta. 

El Recurso Adminislrativo debe presenlarse ante la autoridad que al efecto establezca cada 

ley en particular. En las Leyes que contemplan la existencia de recursos administralivos es 

frecuente que se determine la autoridad ante la que se debe presentar el medio de defensa. 

En el caso del Recurso de Inconformidad, por interpretación de los articulas 2 y 3 de la Ley 

del Seguro Social, debe presentarse ante el Consejo Consultivo de la Delegación que emitió 

la resolución que se prelende combatir. 

En el de Revisión, previslo en la Ley Federal de Protección al Consumidor, la autoridad 

encargada de su recepción es aquella que emitió la resolución recurrida, conforme a lo 

dispuesto en el articulo 136 de la citada Ley. 

En cuanlo hace al de Revocación previsto en el Código Fiscal de la Federación, por 

disposición expresa del articulo 121 del referido Código, debe preseñtarse ante la autoridad 

competente en razón del domicilio del contribuyente o ante quien emitió o ejecutó el acto 

impugnado. 
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Por último, el Recurso de Revisión al que hace referencia la Ley de Comercio Exterior, debe 

interponerse ante la autoridad que haya emitido o ejecutado la resolución. 

2.5. Recepción de Pruebas. 

En principio cabe referir fo que debe entenderse por prueba; la doctrina de manera general ha 

coincidido que prueba es el medio o el acto por medio del cual fas partes en un procedimiento 

o proceso sustenta sus afirmaciones o sus excepciones. El autor del libro "La Prueba en el 

Juicio Fiscal Federal" considera que: 

• ... el vocablo prueba en la tenninologla jurldica tiene cualquiera de los s~uienles 
significados: 1.· Medios Probatorios, 2.· Procedimiento ProbalOlia, J .. Activ~ad 
Probatona, 4.- Grado de Convicción, y 5.· Motivos de Prueba. • 

Por otra parte el maestro Manuel Rivera Silva considera que: 

'El medio de prueba es la prueba misma: es el medo o acto por medio del cual se 
lleva el conocimiento verdadero de un objeto.'.• 

Para nuestros fines consideramos que la prueba es sinónimo de medio probatorio, el cual 

puede manifestarse a través de diversos medios o, dicho de otra manera, las formas en fas 

que se aportan a un proceso o procedimiento son muy variadas, asl se ofrecen a través de 

testimoniales, inspecciones judiciales, confesionales, periciales, presuncionales, o simple y 

sencillamente constan en documentos. 

El camino lógico de las pruebas o la vida de ellas se desarrolla como se ha venido señalando, 

dentro de un procedimiento o proceso, según sea et caso, a través de las siguientes etapas: 

se anuncian, se ofrecen, se preparan y se desahogan. 

En tratandose de la recepción de las pruebas en los recursos administrativos, que es el tópico 

que en este momento nos interesa, cabe decir que antes de que exista una recepción de 

pruebas o admisión de éstas, deben anunciarse en el escrito con el que se promueva el 

8 ESQUtVEL VAZOUEZ, Gustavo, Ed. Porrúa, 1998, México, pág. 183. 

9 El Procedimiento Penal, Ed. Porrúa, 1997, México, pég. 384. 
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recurao, además de que debe hacerae la mención expresa de que lal documenlo, 

confesional, pericial, presunción o inspección, se ofrece como prueba. 

El paso que sigue a la recepción o admisión de las pruebas es la preparación de la prueba, 

que sólo se da en aquellos medios probatorios que no se desahogan por su propia y especial 

naturaleza, asl por ejemplo tenemos a la prueba confesional, pericial, de inspección y 

testimonial, en las que indefectiblemente se deben desarrollar diveraas actuaciones a fin de 

que tenga verificativo su desahogo. 

Una vez desahogadas las pruebas, producen o son fuente de un conocimiento que provoca 

convicción, que la autoridad resolutora del recurao administrativo podrá valorar, segun las 

reglas que la propia ley determina. La ley, en unos casos determina qué valor tiene cada 

prueba, este sistema se conoce como valor tasado; en otros casos la ley le concede al 

Juzgador o a la peraona que las valora, libre arbitrio para determinar el alcance o valor de una 

prueba en particular y es lo que se conoce como sistema de libre apreciación; existe un 

sistema mixto de valoración, el cual como su nombre lo indica constituye una combinación de 

los sistemas a los que se ha aludido. 

La recepción de pruebas radica en la aceptación o admisión que hace el juzgador o la 

autoridad, segun se trate de un juicio o no, de las pruebas ofrecidas por las partes. La 

recepción debe darae siempre y cuado el oferente cumpla con los requisitos que prevé la ley 

o reglamento que resulte aplicable, como son entre otros los siguientes: que sean pruebas 

que guarden estrecha relación con los hechos o excepciones aducidos por las parte, que se 

hayan ofrecido en tiempo y forma, y que no atenten en contra de la moral u orden publico. 

En el juicio de nulidad se acepta cualquier medio probatorio a excepción de aquellos que 

atenten en contra de la moral o el orden publico, y que no constituyan confesionales mediante 

la absolución de posiciones formuladas a la autoridad, pero si se acepta la confesión expresa 

o tacita que llegaran a formular las autoridades en sus respectivos escritos. En materia de 

recuraos administrativos, algunas leyes han seguido la práctica del contencioso administrativo 

federal y otros han optando por aplicar lo dispuesto en el Código Federal de Procedimientos 
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Civiles. En este tenor entremos pues a la recepción de la pruebas en los recursos 

administrativos. 

Siguiendo el método de estudio empleado con antelación, se procederá al análisis del 

Recurso de Inconformidad. Al efecto, el Reglamento del articulo 294 de la Ley del Seguro 

Social dispone que en el escrito con el que se promueva el recurso, se deben señalar las 

pruebas que se ofrecen y que deben acompañarse con el citado escrito. El articulo 5 del 

Reglamento de dicha Ley prevé lo siguiente: 

' ... Cuando las pruebas documentales no obren en poder del reourrenle, ~ legalmenle 
se encuentran a su disposición, deberá senalar el lugar o archivo en que se ubiquen, 
ldenlificando con precisión dichos doaJmenlos. Baslará que el promovenle 
acompane la copla de la solicilud de expedición, sellada de recibida por la autoridad 
que lenga en su poder los documenlos, para que se lengan por ofrecidas las 
mismas. De no cumplirse con esle supuesto, se desecl1ará la prueba. 

Se entiende que el recurrente tiene a su disposición los documentos, cuando 
legalmente pueda oblener copia autorizada de los originales o de las constancias de 
éslos. 

En el caso de que el recurrenle ofrezca pruebas que obren en poder de 
dependencias del propio lnstilulo, el Seal>lario del Consejo Consumvo Delegacional, 
a pelición del promovenle, ordenará a dichas dependencias su remisión para ser 
inlegradas al expedienle respeclivo. Para !al efecio, el reairrenle deberá ldenlificar 
con !oda precisión dichas pruebas; en caso de no identifica~as. se enlenderá que el 
recurrente por si aportará las mismas. 

Por cuanto hace a las pruebas ofrecidas que no sean exhibidas, se tendrán por no 
presentadas.". 

De la lectura del articulo trascrito con antelación, se observa que no se prevé requerimiento 

alguno para el caso de que el promovente no exhiba con su escrito las pruebas ofrecidas, 

incumpliendo con ello con el debido procedimiento al que obligan los articulas 14 y 16 

Constitucionales, puesto que debe mediar un requerimiento y en caso de que el promovente 

no cumpla con Ja exhibición de las pruebas requeridas, entonces si, que la consecuencia sea 

que se tengan por no presentadas. 

En el recurso de Revisión que regula la Ley Federal de Protección al Consumidor, se estipula 

que podrá ofrecerse toda clase de pruebas, excepto la confesional, siempre que tengan 
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relación con la resolución recurrida. Al interponerse es/e medio impugnativo deberán 

ofrecerse las pruebas correspondientes y acompañarse los documen/os respectivos. 

El Código Fiscal de la Federación en su articulo 130 establece que en los Recursos 

Administrativos se admitirá lodo tipo de pruebas, excepto la testimonial y la de confesión de 

las autoridades median/e la absolución de posiciones. Esta prohibición no exime a las 

auloridades de, en su caso, rendir informes acenca de los actos impugnados por el 

contribuyente y que consten en sus expedientes. 

2.6. Improcedencia y Sobreseimiento. 

El Reglamen/o del articulo 294 de la Ley del Seguro Social determina las causales de 

improcedencia del Recurso de Inconformidad, las cuales a saber son: 

l.· Cuando se haga valer en contra de actos que no afecten el interés jurldico del promoven/e. 

Es lógico que si con motivo del primer estudio que se realice al recurso o bien durante el 

desarrollo del procedimiento, la autoridad encargada de tramitar y de resolver el recurso, 

encuentra que la resolución combatida no afecta de manera alguna al interés jurldico del 

promovente, no hay necesidad de resolver el medio de defensa intentado puesto que ese 

pronunciamiento no beneficiaria o afectarla al promovente. 

11.· Se trate de resoluciones dictadas en recursos administrativos o en cumplimiento de 

sentencias o laudos. 

A nuestro parecer, la anterior causal de improcedencia no debe interpretarse de manera 

estricta, puesto que de una interpretación armónica se infiere que el verdadero sen/ido de 

esta causal es en el sentido de que no deben volverse a resolver cuestiones ya planteadas y 

resueltas en un recurso previo o bien en cumplimiento de laudos y sentencias. Siguiendo el 

principio de cosa juzgada, hablarlamos de que una mismo concepto de impugnación no 

puede ser estudiado y resuelto dos o más veces. 
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El anterior criterio es compatible con el razonamiento proveniente del Segundo Tribunal 

Colegiado en Maleria Administrativa, plasmado en el juicio de amparo D.A. 5952/98, el cual 

textualmente cita: 

"Este órgano colegiado considera que el alcance de la improcedencia del reairso en 
contra de rnsoluciones dictadas en ejecución de las delermilladones emitidas en los 
recursos o juicios administrativos, no es la que se pudiera deducir de una primera 
lnlerprelación de sus lénninos gramaticales, que llevarlan a la actualización de esa 
hipótesis normativa en lodos los casos en que el acto administrativo impugnado se 
emitiera teniendo como base la resolución dictada en otro reairso o en un juicio de 
nuíldad, sin importar el alcance de éstas últimas ni la medida en que vina.ilo a la 
autoridad administrativa; sino que este motivo de improcedencia se da sólo CtJando 
las ruesfiones que se plantean en el nuevo recurso administrativo fueron objeto de 
una decisión directa y definitiva en la resolución del recurso anterior, poes es 
evidente que lo que se quiere evitar con el establecimiento do la improcedencia en 
estudio, es que en una misma etiestión concrela pudiera ser otJte!o de controversia y 
decisión en das o más ocasiones, con el peligro de que se produzca una cadena 
Indefinida de recursos o juicios sabre la misma materia. 

De lo anterior se concluye que la improcedencia del recurso administrativo no se 
aclualiza si la resolución impugnada, que se dició en aimp!mienlo de una 
delennlnación en un recurso o juicio anlerior, fue diclada con plenilud de jurisdicción, 
es decir, que para la etimplimenlación de la resolución al recurso o juicio anterior la 
auloridad administrativa no se vio constrenida a emitir la nueva resolución 
sujetandase a las términos precisos que se le hubieran dado en la resolución que 
pretende cumplimenlar, ya que en tal casa si se estaría en presencia de una 
re~lución dictada en etimplimlento de una resolución a un recurso o juicio anterior, 
siendo este el único caso en que se actualizarla la mencionada causa de 
improcedencia.· 

111.· Que hayan sido impugnados ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 

Sin lugar a dudas debe sobreseerse por improcedenle el recurso que se promueva en contra 

de una resolución que a su vez se haya impugnado ante el Tribunal Fiscal de la Federación, 

en atención a que la legalidad de la resolución ya fue o es objeto de estudio. 

IV.· Que sean maleria de otro recurso o juicio pendiente de resolución ante una autoridad 

administrativa u órgano jurisdiccional. 

Por las condiciones reseñadas con anterioridad no pueden promoverse diversos Recursos de 

Inconformidad respecto de una misma resolución; debe tomarse en cuenta que el hecho de 

que no proceda el recurso, obedece a que se pretende prevenir que existan resoluciones 
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contradictorias respecto de un mismo acto administrativo. La misma consideración puede 

hacerse tratándose de planteamientos ante órganos del Poder Judicial Federal. 

V.· Que se hayan consentido, entendiéndose por tales aquellas resoluciones administrativas 

contra las que no se promovió el recurso en el plazo de quince dlas. 

Para una mejor comprensión de la causal de improcedencia me permito transcribir el 

siguiente precedente del Tribunal Fiscal de Ja Federación : 

lll·TASS-1657 

SOBRESEIMIENTO DEL RECURSO DE INCONFORMIDAD POR SU 
PRESENTACION EXTEMPORANEA.· El articulo 4o. del Reglamento del 
Articulo 274 de la Ley del Seguro Social, dispone que el recurso de 
Inconformidad se lnlerpondra dentro de los 15 dlas hábiles, siguientes e la 
fecha en que surta efeclos la notificación del acto definitivo que se Impugne; 
en consecuencia, si la aclara manifiesta en su demanda de nulidad una fecha 
determinada de la notificación de la cédula Impugnada y la autoridad al 
resolver la inconformidad interpuesta, senara que la fecha de presentación 
del mismo excedió del término legal del precepto cilado para lnlerponerto, el 
sobreseimiento decretado resolla valido al no haber ejercitado la acción en 
tiempo.(5) 

Re~slón No. 1227/87.· Resuella en sesión de 3 de mayo de 1990, por 
unanimidad de 7 votos.· Magistrado Ponente: Manso Nava Negrete.· 
Secrelana: L~. Esperanza M. PérezDlaz. 

PRECEDENTE: 

Re~sión No. 584/85.- Resuella en sesión de 26 de enero de 1987, por 
unanimidad de 8 votos.· Magistrado Ponente: Alfonso Nava Negrete.· 
Secretana: Lic. Ana Rosa Rice Pena." 

VI.· Que sea conexo a otro que haya sido impugnado a través de algún recurso o medio de 

defensa. 

La que se presenta cuando: 

Las partes sean las mismas y se invoquen idénticos agravios. 

"Revista del Tribunal Fiscal de la Federación. Tercera Época. Mo 111. No. 29. Mayo 1990. p. 
23 
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Siendo diferentes las partes e invocándose distintos agravios, el acto combatido sea uno 

mismo o se impugnen varias partes del mismo aclo. 

lndependientemenle de que las partes y los agravios sean o no diversos, se impugnen 

actos que sean unos anlecedenles o consecuencia de los olros. 

VII.· Que hayan sido revocados administrativamente por la autoridad emisora. 

Resulta lógico que si se revoca la resolución que se combate, debe declararse improcedente 

el recurso de inconformidad intenlado, puesto que como ya se señaló, la finalidad que se 

busca con la promoción es que la resolución se revoque; por tanto, no tiene razón de ser que 

se admita, tramite y resuelva ese recurso, puesto que ha dejado de tener vigencia la 

resolución que se recunre. 

La Ley Federal de Protección al Consumidor, en su articulo 140, señala las causales de 

improcedencia del recurso de revisión, las cuales son: 

l.· Cuando se presente fuera de tiempo. 

JI •• Cuando no se acredite fehacientemente la personalidad con la que se promueve. 

ltl.· Cuando no esté suscrito, a menos que se firme anles del vencimiento del término para 

interponerte. 

El Código Fiscal de la Federación establece como causales de improcedencia para el recurso 

revocación, las siguientes: 
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11.· Que sean resoluciones dictadas en recurso administrativo o en cumplimiento de 
éslas o de senlencias. 

111.· <lile hayan sido impugnadas anle el Tnbunal Fiscal de la Federación. 

IV.· <lile se hayan consenlido, enlendiéndose por consenlimienlo el de aqueUos 
contra los que no se promovió el recurso en el plazo senalado al efeclo. 

V.· Que sean conexos a otro que haya sido Impugnado por medio de algím recurso o 
medio de defensa diferenle. 

VI.· En caso de que no se amplie el recurso administrativo o si en la ampiación no se 
expresa agravio alguno, traléndose de lo previslo por la ~acción 11 del artlrulo 129 de 
esle Código. 

VII.· Si son revoca<los los aclos por la auloridad. 

VIII.· <lile hayan sido dicledas por la auloridad administraliva en un procedimienlo de 
resolución de conlroverslas previslo en un tralado para elilar la doble tribulación, ~ 
dicho procedimienlo se Inició con posleriondad a la resdución que resuelve un 
recurso de revocación o después de la conclusión de un juicio anle el Tribunal Fiscal 
de la Federación •. 

Las causales referidas con antelación, son igualmente aplicables para el recurso 

administrativo que prevé la le Ley de Comercio Exterior, según Jo dispuesto en su articulo 95. 

2.7. Resoluc/ón. 

Todo Recurso Administrativo que ha sido admitido y tramitado, debe concluir de manera 

lógica y necesaria, con una resolución en la que la autoridad, con base en la legalidad 

eslablecida para el caso concrelo, haya llevado a cabo un minucioso estudio de cada uno de 

los conceptos de impugnación hechos valer. No les es permitido a tas autoridades que tienen 

a su cargo resolver Jos recursos que ante ellas se plantean, dejar de estudiar los argumentos 

vertidos por el inconforme, ya que de lo contrario no demostrarlan que su resolución se 

encuentra apegada a Ja legalidad establecida, dejando con ello al recurrente en un estado de 

incertidumbre juridica. 

Anteriormente se encontraba vigente la obligación de la autoridad administrativa de analizar 

todos los agravios planteados en Jos Recursos Administrativos, hoy dla basta con examinar 

un solo concepto de impugnación, si con motivo de ese estudio resulta fundado y por ende 

procedente que se revoque la resolución combatida. 
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Al respecto, la Décima Sala Regional Metropolitana del Tribunal Fiscal de la Federación, en la 

sentencia dictada con motivo del juicio de nulidad numero 12960/98 estableció lo siguiente: 

'Por otra parte, a juicio de esle Cuerpo Colegiado el argumenlo de la aclora 
en el senüdo de que la auloridad demandada omitió el estudio, análisis y 
valoración de los argumenlos, pruebas y defensas de la recurrcnle, hechas 
valer en los puntos cuar1o, quinto, selCfo, séptimo, octavo y noveno del escrito 
de inconformidad, es suficienle, eficaz y fundado para declarar la nuíidad de 
la resolución impugnada. En efecto de la lectura integral que se realice a la 
resolución impugnada asi como a la que se realice del escrito de 
Inconformidad, se desprende que en la especie la autoridad recurrente omite 
realizar un estudio de los conceptos de inconformidad marcados con los 
puntos cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno del recurso 
correspoodienle, sino que se limita a formular razonamientos genéricos, que 
de ninguna manera combaten y desvirtúan lo efectivamente planteado por el 
recurrente. PJ respecto el articulo 25 del Reglamento del Recurso de 
Inconformidad cita: 

ARTICULO 25.· La resolución que se dicte en el recurso no se sujelará a 
regla especial alguna. La misma se ocupará de todos los motivos de 
Impugnación aducidos por el lnconfonne y decidirá sobre las prelensiones de 
éste, analizando las pruebas recabadas, en los términos del párrafo último 
del articulo 23 de este Reglamento y expresará los fundamenlos jurldicos en 
que se apoyen los puntos decisorios de la resolución. 

Cuando uno de los agravios sea suficienle para desvirtuar la validez del acto 
Impugnado, bastará con. el examen de dicho punto.'. 

Oe la transcripción procedente se concluye que la auloridad que resuelva el 
recurso debe estudiar todos los moUvos de inconformidad del esgrimidos por 
la recurrente, excepto cuando exista alguno que pueda desvirtuar la legalidad 
del acto combatido; ahora bien y toda vez que en la especie la resolución 
impugnada en el presente juicio declara infundado el recurso de 
antecedentes, la autoridad demandada en ténninos del numeral trascrito se 
encuentra obligada a resolver cada uno de los conceptos de inconformidad 
hechos valer por la recurrente. Por lo anterior, esta Juzgadora considera 
eficaz y fundado el agravio a estudio, para declarar la nulidad de la 
resolución impugnada para los efectos de que se emita una nueva resolución 
en donde se estudien y resuelvan confonne a derecho los conceptos de 
impugnación, marcados con los puntos cuarto, quinto, sexto, sépUmo, octavo 
y noveno del recurso de inconformidad promovido por la hoy aciora, 
apegándose además, a las consideraciones vertidas en el Considerando 
Quinto de esta sentencia". 

En el mismo sentido y por disposición expresa del Código Fiscal de la Federación, en 

particular de su articulo 132, se establece que la resolución que pone fin al recurso debe 

basarse en derecho, examinando todos los agravios hechos valer por la recurrente, pero 

cuando uno de los agravios sea suficiente para desvirtuar la validez del acto combatido, 

bastará con el examen de dicho punto. 
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Como se observa, en la generalidad de los Recursos Administrativos se exige que se 

estudien todos los agravios expuestos por la recurrente, sin embargo basta con el estudio de 

uno sólo de ellos, cuando a juicio de la resolutora resulte suficiente y fundado para declarar 

procedente la revocación de la resolución recurrida. Consideramos que las autoridades deben 

en todo momento apegarse al principio de legalidad, es decir deben hacer lo que 

expresamente les está permitido por la ley y además deben actuar de buena fe; si la 

autoridad actúa acorde a lo manifestado, resulta claro que lo benéfico por economla procesal 

es que se estudie solo un agravio, en caso de que éste sea fundado para revocar la 

resolución recurrida; pero en muchos casos la autoridad actúa de manera diversa a la 

obligada, siluación que sin duda crea un estado de desconfianza para el promovente a quien 

en este caso le interesa y conviene que se analicen todos los agravios que hizo valer con su 

recurso, previendo de esta manera que se vuelva a emitir esa resolución con nuevos vicios 

de forma o de procedimiento. 

De manera general es posible eslablecer que las resoluciones que ponen fin a los Recursos 

Administrativos pueden estar revestidos de diversas formas, de acuerdo a lo que se fallará en 

tomo al recurso: 

l.· Desecharlo por Improcedente, tenerlo por no interpuesto o sobreseerlo. 

11.· Confirmar el acto recurrido. 

111.· Mandar reponer el procedimiento administrativo o que se emita una nueva resolución. 

IV.· Dejar sin efectos el acto combatido. 

V.· Modificar el acto impugnado o dictar uno nuevo que lo susfüuya, cuando el recurso 
interpuesto sea total o parcialmente resuelto a favor del recurrente. 
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2.8. Aspectos que resallan de los Recursos Administrativos. 

Conforme a las ideas que se han venido desarrollando, es pertinente resallar que los 

Recursos Administrativos son medios de defensa, que por su trascendencia y finalidad deben 

ser eficaces, amén de que para su admisión las autoridades no deben exigir excesivos 

requisitos, máxime si éstos no están contemplados en la ley. 

De manera general, es válido sostener que la regulación jurldica que norma a los Recursos 

Administrativos a los que se ha venido haciendo referencia, es adecuada, ya que permite que 

los particulares combatan las decisiones de los órganos de la Administración Pública Federal 

con las que no están de acuerdo y que a su juicio les ocasiona un agravio; por ello, podemos 

decir que en la actualidad eslos medios de impugnación tienen un marco jurldico que les 

permite cumplir con la finalidad para la que fueron creados; sin embargo, el problema que se 

encontró al realizarse este estudio y que impide que los Recursos Administrativos sean 

resuellos de manera rápida y eficaz, es el hecho de que las personas a quienes se les 

encarga la tarea de proyectar las resoluciones que ponen fin a estos medios de defensa, en 

ocasiones no tienen el conocimiento de la técnica jurldica que debe emplearse para llevar a 

cabo esta labor y, en otras, se limitan a emplear formatos previamente establecidos, con los 

cuales realizan su trabajo; situación que lejos de ayudar a que se resuelvan de manera ágil y 

eficaz, como pudiera pensarse, provoca que la autoridad cometa errores al tratar de 

encuadrar un asunlo a otro que se falló con anterioridad, como puede ser el no esludiar 

correctamenle las ilegalidades que se hacen valer en el recurso que intentan resolver. 

Esta circunstancia es causa de un sinnúmero de resoluciones con las que el particular 

discierne e impugna vla juicio de nulidad, resoluciones que en muchas ocasiones son 

declaradas nulas por el Tribunal Fiscal de la Federación, lo que conlleva necesariamenle a 

que la autoridad tenga que emitir un nuevo acto respecto del mismo asunlo o bien 

modificarla, caso que se evitarla si la autoridad realizará un estudio realmente exhaustivo con 

la primera oportunidad de estudio que tiene, esto es, desde la presentación del recurso. 

46 



También observamos que debe exigirse a los representantes de Ja autoridad, que se ven de 

una u otra manera vinculados con los recursos adminis~ativos, que cumplan con ciertos 

principios que, si bien no están expresamente contemplados en la ley, de alguna manera 

forman parte de ella y al aplicarlos trae como consecuencia que la función pública sea acorde 

con la norma jurldica y en pro de los gobernados, estos principios, de acuerdo con el 

Maestro Alberto del Castillo del Valle, son: 

Principio de lmparc/alldad.· El cual exige que las autoridades, en este caso las persona que 

resuelven el recurso, estén consientes de que el gobernado y el ente del Estado al que 

pertenecen son iguales, y que, por ello, se encuentran en un plano de igualdad, por lo que no 

pueden resolver con el criterio de que la autoridad es un ente superior al cual deben 

supeditarse todos los gobernados. Este principio también se extiende al hecho de que la 

autoridad debe dar el mismo tratamiento a todos los contribuyentes que ante ella 

comparezcan, omitiendo dar un trato preferente a alguno de ellos, independientemente de 

cuál sea la causa. 

Principio de legalidad.· Exige que las autoridades resuelvan los recursos administrativos de 

conformidad con la normatividad aplicable al caso concreto, sin que les sea permitido aplicar 

'su propia ley'. Cumpliendo con este sencillo principio, pero que en la vida práctica es poco 

observado, se evita que los actos de la autoridad sean arbitrarios, despóticos e ilegales. 

Principio de eficiencia.· Este principio alude a que todo servidor público debe realizar su 

trabajo de manera puntual y cabal. Refleja lo que se les exige a los luncionarios públicos, que 

no es otra cosa, que en el tiempo mlnimo indispensable ejecuten la larea que les fue 

encomendada. 

Principio de honradez .• Esencialmente se reduce al hecho de que los servidores púbflCOS 

obtengan beneficios que son consecuencia única y directa de su trabajo, Jos cuales 

indefectiblemente están asignados en el presupuesto estatal. La finalidad de este principio se 

reduce en el hecho de que los servidores públicos, apnovechándose de su cargo, omitan 

obtener beneficios económicos en perjuicio de los gobernados. 
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Actualmente existe una discusión con relación a si los recursos administrativos deben 

agotarse de fonna obligatoria u optativa antes de acudir al Tribunal Fiscal de la Federación. 

En épocas recientes diversos doctrinarios e inclusive el Poder Judicial de la Federación, 

sostienen que si un recurso administrativo es de caracter obligatorio se conculca Ja garantla 

de seguridad jurldica, prevista en el articulo 16 de Ja Constitución, en virtud de que no pennite 

al gobernado un acceso a Ja justicia pronta y expedita. 

Este criterio se ve perfectamente plasmado en la tesis que ha continuación se transcribe: 
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SEGURO SOCIAL, INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS ARTlCULOS 294 Y 295 DE 
LA LEY DEL. El Mlculo 295 de la Ley del Seguro Social, vigente a partir del primero 
de julio de mil novecientos noventa y siete, dispone que las conlroverslas entre los 
asegurados o sus beneficiarios y el instituto, sobre las prestaciones que esa ley 
olorga, podran tramitarse anle la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, 
debiéndose agolar previamente el recurso de inconfo""idad que establece el articulo 
294 del mismo ordenamienlo legal. Ahora bien, resulta lnconstHuclon1I la 
obligatoriedad que tales preceptos Imponen a 101 sujetos de ogotllr 
necesariamente el recurso de Inconformidad ante el Consejo ConauttJvo 
Delegaclonal, el cual es un órgano de naturaleza administrativa, antes de acudir 
anle la Junla Federal de Conciliación y Arbilraje, pues tal recurso debe considerarse 
como una instancia previa al ejercicio de la acción ante la autoridad judicial, toda vez 
que las partes se someten a la decisión de un tercero, quien tiene la facultad de 
dirimir la controversia existente, que condiciona Indebidamente el ejercicio de la 
garantla de acceso a la justlcl1 prontll y expedltll, provocando el 
entorpecimiento y retardo en la lmp1rtlclón de Justicia, pues en caso de que la 
resolución que dicte dicho órgano ldmlnlstratlvo resutte contr1rl1 1 los 
intereses de una de las partes, tendrán que acudir posteriormente ante la Junla 
Federal de Conciliación y ArbHraJe, con el fln de que ésta dirima el conflicto, lo 
cual contraviene el contenido del articulo 17 constitucional, toda vez que 
subordina la actividad o funcionamiento de los tribunales jurisdiccionales, a que 
previamente el interesado necesariamente tenga que agolar el citado recurso de 
inconlo""idad ante el Consejo Consultivo Delegacional, para tener derecho a acudir 
con posterioridad ante el tribunal jurisdiccional competente, para que éste resuelva la 
controversia, es decir, no es una opción que se le otorgue al interesado para que a 
su elección determine ante quién reclamar su derecho, si ante el Consejo Consultivo 
Delegacional o direclamente ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, sino 
que 11 te está Imponiendo como obligación Ineludible agotar el multlcHldo 
recurso de Inconformidad, antes de acudir a la Junta Federal de Conclli1elón y 
Arbitraje, lo cual vulnera de manera evidente la garantia consagrada en el 
articulo 17 de la Constitución Polltlca de los Estados Unidos Mexicanos. 

(énfasis anadldo) 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 



Amparo directo 219612000. Gustavo Munoz Cruz. 24 de marzo de 2000. Unanimidad 
de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretaria: Claudia Gabriela Solo 
Calleja. 

Nota: Sobre el lema tratado existe denuncia de contradicción de tesis nümero 60!99, 
pendiente de resolver en la Segunda Sala. Novena tpoca Instancia: SEXTO 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUIT0. 11 

Estamos convencidos de que la principal causa o razón que originó el inicio de la corriente 

que considera que los recursos administrativos deben ser optativos, es el hecho de que las 

autoridades -no todas pero si un gran número de ellas- se encargan de complicar el trilmite 

del recurso administrativo, de exigir mayores requisitos de los que la ley exige, de valorar 

indebidamente las pruebas o simple y sencillamente de no hacerlo, ademils de que se 

aprecia que las autoridades tienen el ilnimo de defender a toda casia, aún sin tener razón, 

sus resoluciones y de confinmar los recursos administrativos que se les presentan. 

En el Tribunal Fiscal de la Federación es común que se declare la nulidad de resoluciones 

administrativas recaldas a los recurso interpuestos ante la propia autoridad, ya que en ellas 

suele apreciarse una ignorancia juridica que deja con muy mala imagen a algunas de las 

autoridades administrativas. 

Creemos que no son cuestiones jurldicas las que originaron la deficiencia de los recursos 

administrativos, sino son las personas que en él intervienen las que se han encargado de 

restarle utilidad y eficacia a este medio de control administrativo, por lo que estamos 

convencidos que debe cambiar la actitud de las personas y entender el esplritu y fin de estos 

medios de defensa, amén de pugnar por su profesionalismo. 

11 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XI, Abril de 2000. Tesis: 
l.6o.T.71 L. Página: 999. 
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CAPITULO 111.· Estudio Teórico Practico al Recurso de Oposición al Procedimiento 

Administrativo de Ejecución. 

3. Comentarlos Previos. 

Como en capllulos precedenles se precisó, el Recurso de Oposición al Procedimienlo 

Adminislralivo de Ejecución estuvo vigenle hasla el año de 1995 y se regulaba en los 

articules 116, 118 y del 120 al 133 del Código Fiscal de la Federación. 

En el articulo 116 se conlemplaba la existencia jurtdica del recurso a estudio, mienlras que el 

118 disponla: 

'El recurso de oposición al procedimiento administrativo de ejecución prooedera 
con~a tos actos que: 

l.· Exijan el pago de créditos fiscales, cuando se alegue que éstos se han extinguido 
o que su monto real es Inferior al exigido, siempre que el cobro en exceso sea 
Imputable a la oficina ejecutora o se refiera a recargos, gastos de ejecución o a la 
Indemnización a que se refiere el articulo 21 de este Código. 

11.· Sa dicten en el procedimiento adminis~alivo de ejecución, cuando se alegue que 
éste no se ha ajustado a la ley. 

111.• Afecten el Interés jurldico de terceros, en los casos a que se refiere el articulo 
128 de este Código. 

IV.· Delenninen el valor de los bienes embargados a que se refiere el articulo 175 de 
este Código.'. 

El articulo 120 delenminaba que el Recurso de Oposición al Procedimienlo Adminislrativo de 

Ejecución, debla agotarse anles de acudir al juicio de nulidad, mientras que el 121 estipulaba 

el plazo para su inlerposición, el cual era de cuarenla y cinco dlas; por último, el numeral 122 

señalaba los requisilos que deberla cubrir el documenlo en donde conslara el recurso. Lo 

anterior se esludia a delalle en los siguienles apartados: 
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3.1. Su concepto. 

Los artlculos que regulaban al Recurso de Oposición al Procedimienlo Administrativo de 

Ejecución no proporcionaban un concepto del mismo, sólo se limitaban a establecer su 

procedencia, el plazo para su interposición, los requisitos para su admisión y su tramitación. 

Por tanto, debe exponerse de manera clara y sencilla, un concepto de este medio de defensa. 

Consideramos que el Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución es 

el medio de Impugnación, al alcance de los gobernados o administrados, para hacer saber a 

la autoridad fiscal competente los vicios del procedimiento en que han incurrido a fin de que 

se modifique o revoque el acto senalado como impugnado, el cual necesariamente debe 

surgir en el procedimiento económico coactivo. 

De igual manera es pertinente resaltar que por procedimiento administrativo de ejecución, 

también conocido como procedimiento económico coactivo, debe entenderse al conjunto de 

actos que realiza la autoridad fiscal, cuya finalidad es la obtención del pago, por vla coactiva, 

del crédito fiscal debido por el deudor. La generalidad de los autores han coincidido en que 

este procedimienlo implica los siguientes actos administrativos: la liquidación del adeudo, el 

requerimiento de pago del crédito fiscal, el embargo de bienes, el remate de bienes y la 

aplicación de las cantidades resultantes del remate al pago del crédito y que se trata de un 

procedimiento administrativo. A nuestra apreciación, el procedimiento administrativo de 

ejecución comienza a partir de que se realiza el requerimiento de pago; consideramos dejar al 

acto de liquidación y su notificación se encuentran fuera de este procedimiento administrativo, 

ya que la falta de pago del monto de la liquidación da origen o fundamenta el procedimiento 

económico coactivo. 

A manera de conclusión es válido sostener que el Recurso de Oposición al Procedimiento 

Administrativo de Ejecución, es un medio de defensa cuya finalidad fue lograr la suspensión 

del procedimiento de ejecución iniciado por la autoridad, respecto de un adeudo de carácter 

fiscal. 
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3.2. Plazo para su lnterposici6n. 

En el Código Fiscal de la Federación, vigente para el año de 1995, en su articulo 121 

señalaba que el plazo para la interposición de este Recurso, era de cuarenta y cinco dlas 

habiles, computados a partir del siguiente al dla en que hubiese surtido efectos la notificación 

del acto impugnado. 

Se estipulaba que si el particular afectado por un acto o resolución administrativa falleciera 

durante el plazo de presentación del recurso, el plazo se suspenderla hasta por un año, 

siempre que no se hubiere aceptado el cargo de representante de la sucesión. Si el recurso 

se interponia después del año, habiendo vencido el plazo previsto para su presentación, se 

perderla el derecho a la interposición del mismo, es decir, existiria extemporaneidad en la 

interposición y se consideraba que se consentla la resolución combatida. 

El recurso a estudio debla promoverse dentro de los cuarenta y cinco dlas habiles siguientes 

al dia en que surtiera efectos la notificación de cualquiera de los siguientes hechos: 

A.· La que exija el pago del crédito fiscal, cuando se alegue que se ha extinguido o que su 

monto real es inferior al exigido, cuando el cobro en exceso sea imputable a la oficina 

ejecutora, o se refiera al cobro de recargos, gastos de ejecución o a la indemnización 

señalada en el articulo 21 del Código Fiscal de la Federación. 

B.· La que se dicte en el procedimiento administrativo de ejecución, cuando se alegue que no 

se ajustó a la ley. 

C.· La que afecte los intereses juridicos de terceros. 

Para computar el plazo para la interposición del Recurso de Oposición al Procedimiento 

Administrativo de Ejecución, era necesario que se tomara en cuenta lo señalado en el articulo 

12 del Código Fiscal de la Federación, que hace referencia a los dlas inhabiles y a los dlas 

que corresponden a vacaciones generales de la autoridades fiscales federales, as! como a lo 
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estipulado en el numeral 135 del mismo dispositivo legal, que refiere la fecha en que surten 

efectos las notificaciones. 

3.3. Supuestos de Procedencia. 

Como se anotó, el articulo 118 del Código Fiscal de la Federación vigente para 1995 disponla 

que este recurso procedla en contra de los actos administrativos que: 

1) Exijan el pago de créditos fiscales, cuando se alegue que se han extinguido por cualquiera 

de los medios legales o que su monto real es inferior al exigido, siempre que el cobro en 

exceso sea imputable a la oficina o dependencia recaudadora, o se refiera a recargos, gastos 

de ejecución o a la Indemnización a que se refiere el articulo 21 del propio ordenamiento 

legal. Al efecto es necesario precisar que los créditos fiscales se extinguen por: 

PAGO.· Es el medio más común que emplean los contribuyentes para la extinción de sus 

adeudos fiscales, el cual consiste en cubrir en dinero o en especie el monto de un crédito 

fiscal, que se encuentra detenminado en cantidad liquida. De manera general los pagos se 

realizan por efectivo, cheque o mediante transferencias electrónicas. Al respecto, el Maestro 

Hugo Carrasco lriarte señala: 

"Pago Se enliende por tal la enlrega de la cosa o cantidad debida, o la preslación 
del servicio que se hubiere prometido ... En materia fiscal se distinguen diversas 
clases de pago: 1 Pago liso y llano 2 Pago bajo prolesla 3 Pago a plazo, diferido o en 
parcialidades 4 Pago esponláneo 5 Pago provisional 6 Pago definitivo 7 Pago en 
garanlla 8 Pago en anticipos 9 Pago extemporáneo 10 Pago virtual 11 Pago en 
consignación 12 Pago por terceros, y 13 Pago de lo indebido.'" 

PRESCRIPCIÓN.· Es la extinción de la facultad de la autoridad hacendaria para exigir el 

pago de un crédito fiscal por el simple transcurso del tiempo (generalmente de cinco años). 

Figura sustantiva que se encuentra contemplada en los artlculos 22 y 146 del Código Fiscal 

de la Federación. Es de carácter liberatorio, ya que cuando se actualiza, por el simple 

" Diccionario de Derecho Fiscal, Ed. Oxford, 1998, México, pág.543. 
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transcurso del tiempo, libera al contribuyente de una obligación económica a favor del fisco. 

La prescripción se puede hacer valer por vla de acción o de excepción. La prescripción es 

sujeta de interrupción, la cual surge o tiene lugar con cualquier gestión de cobro que 

legalmente se notifique al contribuyente; en la reforma para el año dos mil se eslablece que la 

prescripción puede suspenderse cuando se suspenda el procedimiento administrativo de 

ejecución. En estas lineas es conveniente distinguir lo que es la interrupción y la suspensión. 

De manera general se puede concluir que la interrupción origina que se inicie de nueva 

cuenta o se tenga que volver a computar un determinado plazo. Por otra parte, la suspensión 

tiene un efecto diverso al de la interrupción, el cual consiste en que se debe reanudar el 

cómputo en el momento en que se dio alguna de las causas que la originaron. 

CONDONACIÓN.· Es la facullad que la ley fiscal otorga a la autoridad hacendaria a fin de 

renunciar a su derecho de cobro respecto de un crédito y demás obligaciones con él 

relacionadas; esencialmente opera cuando se trata de impedir que se afecte la situación 

jurldica de algún lugar o región del pals o rama de la actividad económica. 

CADUCIDAD.· Es una sanción que la ley impone a la hacienda pública que conlleva la 

pérdida o la extinción de la facultad para determinar, liquidar o fijar en cantidad liquida una 

determinada obligación fiscal. Como se observa no se extingue el crédito fiscal, más bien 

conlleva a la extinción de un derecho o facultad de la autoridad. El autor del libro 

Comentarlos y Anotaciones al Código Ftscat de la Federación, considera que: 

"La caducidad es la insütuc~n jurldica que priva de sus facullades a las autoridades 
fiscales cuando no las ejercen en el plazo que la ley delermina. la influencia que el 
paso del tiempo tiene en malaria fiscal se hace patente en esta figura y en la de 
presaipción; las dos instituciones son diferentes y no deben confundirse. En la 
caducidad se pierde el ejercicio de algunas facultades de las autoridades fiscales 
{detenninadón de contribuciones e imposición de mullas); en la prescripción, en 
cambio, lo que se extingue es el crédito fiscal; se libera al conlribuyenle de una 
deuda.". u 

13 
FERNANDEZ SAGARDI, Augusto, Comentarlos y Anotaciones al Código Fiscal de Ja 

Federación, Edil.Jsicco, 2000, México, pég.431. 
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Hay que diferenciar la prescripción de la caducidad, ya que ésta es una forma de extinguir la 

facultad de la hacienda pública para determinar obligaciones fiscales o créditos, no para 

cobrartos, como ocurre en la prescripción. Al respecto me permito transcribir la siguiente 

tesis: 

CADUCIDAD Y PRESCR/PC/ON. CUANDO OPERAN, CONFORME A LOS 
ARTICULOS 67 Y 146 DEL CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION. DIFERENCIA 
ENTRE ESTAS FIGURAS JURIDICAS. La caducidad es la sancióo que la ley 
impone al fisco por su Inactividad e implica necesariamente la pérdida o la extinción 
para el propio fisco, de una facultad o de un derecho para de/enninar, /~uidar o fijar 
en cantidad liquida una obligacióo fiscal. Es/a figura jurldica, que debemos aciarar 
pertenece al derecho adjetivo o procesal (a diferencia de la prescripción que 
pertenece al derecho sustantivo), se encuentra ronlemplada en el articulo 67 del 
Código Fiscal de la Federación, dicho numeral establece el plazo de cinco anos para 
que se extingan las facul/ades de las autoridades fiscales para comprobar el 
rumplimiento de las disposiciones fiscales, determinar las contribuciones omitidas y 
sus accesorios, asl como para imponer sanciones por infracción a dichas 
disposiciones. Para el cómputo del plazo de cinco anos, el articulo en comento 
senala tres supuestos que son: el primero, los cinco anos comenzarán a contarse a 
partir del dla siguiente a aquél en que se presentó la declaración del ejercicio, 
cuando se tenga obligación de hacerte (extinguiéndose por ejercicios completos); en 
el segundo supuesto, romenzarén a contarse a partir del dla s~uienle en que se 
presentó o debió presenlarse la declaración o aviso que corresponda a una 
ronlribución que no se calcule por ejercicios, o bien, a partir de que se causaron las 
contribuciones cuando no o~sla la obligación de pagartas mediante declaración; y el 
!ercer caso, se contarán los cinco anos a partir del dla siguiente a aquél en que se 
hubiera cometido la infracción a las disposiciones fiscales, o bien, en que hubiese 
cesado su consumación o realizado la última conducta o hecho. Este pazo de cinco 
anos para que opere la caducidad de las facullades de la autoridad fiscal, fue 
prolongado a diez anos en los siguientes casos: 1) Cuando el conbibuyente no haya 
presentado su solicitud ante el Registro Federal de Coolribuyentes. 2) Cuando el 
contribuyen/e no lleve contabilidad. 3) Cuando no presente alguna deciaración del 
ejercicio, estando obligado a presentarla, en este caso los diez anos romanzarán a 
correr a partir del dia siguienle a aquél en que se debió haber presentado la 
declaraoión del ejercicio. Ahora bien, dicho plazo para la extinción de las facul/ades 
de las autoridades fiscales queda suspendido cuando se interponga algún recurso 
administrativo o juicio, esto es, con la interposición de cualquier reaJrso 
administrativo o la promoción de un juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación, o 
bien juicio de amparo se suspenderá el plazo. Por otra parle, debemos recordar que 
la ley concede a las autoridades fiscales facultades investigadoras y verificadoras, 
como son el practicar visilas domiciliarias, solicitar informes a los contribuyentes, 
etcétera. Estas facultades lambién se extinguen en un plazo de cinco a~os PClf' 
caducidad, excepción hecha de las facul/ades para investigar he<:hos constitutivos de 
delitos en materia fiscal, las cuales no se extinguen conforme al numeral 67 del 
Código Fiscal, sino de acuerdo con los plazos de prescripción de ~s delitos de que 
se Ira/e, confonne al articulo 100 de dicho ordenamiento. Por úllimo, resta decir que 
el precepto a estudio concede a los contribuyentes la oportunidad para solicilar que 
se declare que se han extinguido las facultades de las autoridades para determinar 
las contribuciones omitidas y sus accesorios, asl como para imponer sanciones por 
infracciones a dichas disposiciones fiscales. Por lo que hace a la presaipción, ésle 
es el medio para adquirir bienes o librarse de obligaciones mediante el tranSaJrso de 
cierto tiempo y bajo las condiciones establecidas en la ley, asl a la adquisición de 
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bienes en virtud de la posesión, se le llama prescripción positiva y la liberación de 
obligaciones por no exigirse su cumplimienlo se llama prescripción negativa. Esta 
figura jurídica a diferencia de la caducidad pertenece al derecho sustantivo, y se 
refiere a la extinción de una obligación fiscal (impuestos, derechos, produdos o 
aprovechamientos) por el transcurso del tiempo. Se encuentra contemplada en los 
Mlculos 22 y 146 del Código Fiscal de la Federación; el primer numeral p<evé la 
extinción de la obligación del Eslado por el lranscurso del tiempo de devolver las 
cantidades pagadas de mas, cuando los contribuyentes son negligentes en exigir el 
reembolso de las cantidades pagadas de más o indebidamenle por conceptos 
tributarios, estableciendo que ésta opera en los mismos términos que tratandose de 
crédilos fiscales, y el segundo precep/o, insli/uye la p<escripción de los aédrtos 
fiscales, en el término de cinco anos. Este término de cinco anos, para que 
prescriban los créditos fiscales, se inicia a partir de la fecha en que el pago pudo ser 
legalmen/e exigido por la aulondad fiscal; esta aseveración del legislador implica 
necesariamente que el acreedor fiscal tenga conocimiento de la existencia de su 
derecho, asl, cuando el crédito fiscal sea fijado por el Es/ado, basiará con que se 
cumpla el plazo sel\alado para su cumplimiento, para que comience a correr la 
prescripción a favor del particular, pero cuando la determinación del crédito fiscal 
deba ser determinada por el contribuyenle, será éste quien debe presenlar la 
declaración de la existencia del hecho generador y del nacimiento del crédito fiscal, 
para que comience a correr el término de cinco anos para la presaipción def mismo, 
y en el supuesto de que no presenle su declaración, el término comenzara a correr a 
partir de la fecha en que debió presenlar su declaración. Ahora bien, el p<ecep/o en 
comento nos indica, que el término de cinco anos se interrumpe con cada gestión de 
cobro que el acreedor noüfique o haga saber al deudor o por el reconocimien/o 
expreso o tácilo de és/e, rcspecio a la exislencia del crédilo fiscal, y complela esta 
idea, diciendo que se considera gestión de cobro cualquier acluación de la autoridad 
dentro del procedimiento administrativo de ejecución, siempre que se haga del 
conocimienlo del deudor. También, /ralándose de prescripción, el legislador concede, 
al ~ua/ que en la caducidad, la oportunidad al con/ribuyenle de sof1cilar se deciare 
ésta, sin tener que esperar a que la autoridad fiscal pretenda cobrar el aédilo fiscal 
que ha prescrilo; del análisis de eslas dos figuras jurldicas, se advierten dos 
diferencias fundamentales, que mientras la caducidad se refiere a la extinci6n de las 
facullades de la autoridad para de!erminar, liquidar o fijar en cantidad liquida una 
obligación fiscal, por el simple transcurso del tiempo (en unos casos cinco anos y en 
otros diez al'tos), la prescripción se refiere a la extinción de una obligación fiscal a 
cargo del conlribuyenle, lambién por el lranscurso del tiempo (cinco anos); y la 
segunda que la caducidad se suspende con la interposición de algún recurso 
a:lminislrativo o juicio, y el lérmino para la prescripción se interrumpe con cada 
geslión de cobro que se le notifique al deudor o por el reconocimiento expreso o 
táci/o de éslo. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo directo 1803f.IO. Comomafizadora do Relacaooes y Partes Aulomolric:es, SA de C.V. 14 do 
febrero do 1991. Unanimktad de votos. Ponente: Genaro David Góf9ora Pinentel. Seaelaria: Guadalupe 
RoblesOenetro. it 

14 Semanario Judlclal de la Federación, Tomo: VII.Junio, Octava Epoca, Péglna: 222. 
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CANCELACIÓN.· Consiste en dar de baja un crédito fiscal debido a su incosteabilidad para 

cobrarlo o bien a que es incobrable. Como se observa, el crédito o la obligación fiscal no se 

extingue, simple y sencillamente no se cobra. 

COMPENSACIÓN.· Es una forma de extinción del crédito fiscal, la cual opera restando al 

monto del crédito fiscal, las cantidades que se tengan a favor del fisco; la extinción del crédito 

u obligación puede ser total o parcial, acorde a las cantidades que se deban al fisco y a las 

que se tengan a favor. 

2) Se dicten en el procedimiento administrativo de ejecución cuando se alegue que este no se 

ha ajustado a la ley. 

3) Afecten el Interés jurldico de terceros, en tos casos en que el tercero afirma ser propietario 

de los bienes o negociaciones o titular de los derechos embargados, o argumente tener 

derecho a que los créditos a su favor se cubran preferentemente a los fiscales federales. 

En el primero de los supueslos de procedencia acotados, el recurrente debla señalar que el 

recurso se interpon la en contra del acto ejecutivo de autoridad que exigla el pago del crédito, 

esto es, eri contra el cobro mismo y no en contra de la resolución que lo determinaba. De 

Igual forma podla objetarse el cobro en exceso cuando le era imputable a la autoridad fiscal. 

15 

El segundo de los supuestos cobraba vigencia cuando a juicio del contribuyente, la autoridad 

ejecutora, al llevar a cabo el procedimiento para obtener el cobro coactivo, emitía o realizaba 

actos en contravención a las disposiciones aplicables al caso concreto. Es de especial 

importancia considerar que si tas violaciones al procedimiento se configuraban antes del 

remate de bienes, las mismas podlan hacerse valer hasta el momento en que se realizara la 

convocatoria en primera almoneda, excepto cuando se tratara de la ejecución de bienes 

15 Vgr. Cuando la au1oridad liquidadora determina un créd~o riscal por una cierta cantidad y la ejecu1ora le exige el pago de 

una suma mayor, siempre que el cobro en exceso Je sea impulable a esta última. 
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legalmente inembargables, de actos de imposible reparación o cuando las notificaciones se 

hubieran realizado en contravención a la legislación aplicable. Si las violaciones se 

actualizaban con posterioridad a la citada convocatoria o se trataba de la venta de bienes 

fuera de subasta, el recurso a estudio se hacia valer en contra de la resolución que fincara el 

remate o conlra aquélla que autorizaba la venta fuera de remate. 

El tercero de los supuestos de procedencia establecidos en este trabajo, se encontraba 

previsto en la fracción ltl del articulo 118 del Código Fiscal de la Federación de 1995, numeral 

que previó lo que se conocla como Recurso de Oposición de Tercero y de Reclamación de 

Preferencia; actualmente, a partir del Código Fiscal de 1996, ambos supuestos quedaron 

incluidos en el de revocación {articulo 128). 

El Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución interpuesto por un 

tercero, era un medio de defensa en que el recurrente afirmaba ser propietario de los bienes 

o negociaciones embargadas o titular de los derechos embargados. El articulo 128 del 

Código Fiscal de la Federación, vigente para 1995, disponla que el tercero podla promover 

esle recurso en cualquier tiempo, siempre que fuera antes de que se aprobara el remate. 

En el supuesto de la tercerla excluyente de preferencia, donde el tercero que afirmaba tener 

derecho a que los créditos a su favor se cubrieran con antelación a los créditos fiscales 

federales, podla promover su recurso en cualquier tiempo, siempre que fuera antes de que se 

aplicara el producto del remate. 

3.4. Pruebas que podlan Aportarse. 

El articulo 130 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el año de 1995, disponía que 

en los Recursos Administrativos se podlan. ofrecer toda clase de pruebas, excepto la 

testimonial y fa de confesión de las autoridades mediante la absolución de posiciones. Como 

se observa, la confesión sólo era inadmisible para el caso de que el oferente solicitara que la 

misma se desahogara a través de posiciones, pero dicha restricción no se ampliaba a la 
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confesión de las autoridades, ya que era posible que el recurrente señalara alguna afirmación 

contenida en la resolución combatida como confesión expresa. 

También era posible que la parte aclara ofreciera como prueba el informe de una autoridad 

fiscal, para lo cual se estipulaba como única limitante que los datos sobre los cuales se 

solicitara el informe obraran en poder de la autoridad a la que se le requerla esa información. 

El cuarto párrafo del articulo al que se ha hecho referencia, disponla el valor y alcance de 

cada prueba, pero también permitla la libre valoración de las mismas, cuando las autoridades 

resolutoras contaran con elementos lógicos y jurldicos para darles un valor diverso; por tanto, 

el sistema que segula el citado dispositivo legal era el mixto, ya que por una parte 

determinaba el valor legal que debla darse a las pruebas y por otro, permitla que la autoridad 

valorara de acuerdo a su libre apreciación las pruebas ofrecidas y desahogadas en el 

recurso. 

3.5, Requisitos que deblan Satisfacerse para su Interposición. 

El Recurso Administrativo de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución se 

interponla por escrito, el cual debla cumplir con los requisitos establecidos en los articulas 18, 

122y123 del Código Fiscal de la Federación, vigente para 1995, que consistlan en: 

.,- Constar por escrito . 

.,- El esenio con el que se promovla el recurso debla estar firmado por el promovenle o por 

su representante legal, de no saber o no poder firmar debla imprimir su huella digital . 

.,- En el citado escrito debla constar el nombre o bien la denominación o razón social, el 

domicilio fiscal del contribuyente, la clave su Registro Federal de Contribuyentes, el 

domicilio para olr y recibir notificaciones y el nombre de la persona autorizada para 

recibirlas. 
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"' Debla la autoridad a la que se dirigla el escrilo, el propósito de la promoción y el acto que 

se Impugnaba. 

Debla lenerse especial cuidado de que el acto impugnado se identificara con toda precisión, 

ya que éste era el punto sobre el cual debla resolver la autoridad. 

V' Habrla los hechos que precedlan al acto recurrido. 

Desde luego que en el recurso deblan hacerse valer agravios, constitulan el objeto mismo del 

medio de defensa y sobre los cuales se debla resolver el recurso. Los agravios consisten en 

el perjuicio o daño que el recurrente consideraba le causaba el acto recurrido, ya sea por la 

violación a las disposiciones legales o derivadas de una indebida aplicación de leyes. 

V' Se deblan acompañar al escrito las pruebas ofrecidas. 

3.6. Anexos que se deblan adjuntar al escrito que contenla el Recurso. 

El articulo 123 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el año de 1995, disponla que 

los documentos que deblan acompañarse al recurso, eran: 

1.· Los que acreditaran la representación legal del promovente cuando actuara en nombre de 

una persona flsica o moral. Cabe precisar que, de conformidad con lo que disponia el 

articulo 19 del Código Fiscal de la Federación, vigente para el año de 1995, la representación 

de las personas flsicas o morales ante las autoridades fiscales, se hacia mediante escritura 

pública o en carta poder firmada ante dos testigos y ratificadas las firmas del otorgante y 

testigos ante las autoridades fiscales o notario; representación que deberla haber sido 

otorgada, a más tardar en la fecha en que se hubiese presentado la promoción. 

2.· El documento en donde constara el acto impugnado, ya que de esta manera se acreditaba 

la existencia del acto combatido. 
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3.· La constancia de notificación de la resolución combalida, a efecto de computar el plazo de 

cuarenta y cinco dlas, para su interposición, excepto cuando el recurrente declarara bajo 

protesta de decir que no recibió constancia de notificación alguna, cuando se habla notificado 

a través de correo certificado y cuando la resolución combatida fuera una negaliva fleta. En el 

caso de que ta nolificación hubiese sido por edictos, debla señalarse la fecha de fa úllima 

publicación y el órgano en que ésta se hizo. 

4.· Las pruebas documentales que ofreciera et recurrente con motivo del recurso. Es de 

resaltar que si se referla a alguna prueba pericial, el dictamen debla acompañarse al ocurso. 

Se encontraba previsto un requerimiento para el caso de que el recurrente no adjuntara a su 

promoción cualquiera de los documentos señalados con antelación y precisados bajo los 

números 1, 2 y 3; el requerimiento consistla en exhibir a la autoridad requirente, dentro del 

plazo de cinco dlas siguientes a la notificación del acuerdo en donde se formulaba el 

requerimiento, el documento que no se hubiere adjuntado al recurso; y se le apercibla que en 

caso de no cumplir con el requerimiento, el recurso intentado se tendrla por no presentado. 

Por otra parle, si el promovente no acompañaba alguna prueba de las que ofrecla en el 

recurso, se le requerla para que dentro del plazo de cinco dlas la exhibiera y se le apercibla 

que, en caso de no hacerlo, la prueba o pruebas no acompañadas se tendrlan por no 

ofrecidas. Conviene precisar la diferencia entre requerimiento y apercibimiento. El primero 

consiste en solicitar al ocursante que cumpla con determinados requisitos o informes; en 

otros casos, la solicitud consiste en que exhiba alguno o algunos documentos o pruebas. 

Generalmenle el requerimiento va acompañado de un apercibimiento, el cual consiste en la 

advertencia de que se aplicará una sanción en caso de que no se cumpla con lo requerido; 

para la Real Academia esta palabra, se refiere a hacer saber a la persona requerida, las 

consecuencias que tendrla no cumplir con la exhibición de lo que se le solicitó. 

3.7. Garanlfa del interés fiscal y fonrnas de garantizarlo. 

Para que fuera posible que se concediera la suspensión del Procedimiento Administrativo de 

Ejecución, cuando se intentaba el Recurso a estudio, era necesario que se garantizara el 

interés fiscal, lo cual se traducla en el deber de garantizar el crédito principal, las multas y 
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recargos que se hubieran determinado o requerido, incluyendo además los gastos de 

ejecución, cuando éstos se hubiesen causado. 

El articulo 141 del Código Fiscal de Ja Federación, vigente para el año de 1995, establee/a las 

formas o medios por los cuales se podla garantizar el interés fiscal, Jos cuales eran: depósito 

de dinero en las instituciones de crédito autorizadas para ese efecto, prenda o hipoteca, 

fianza otorgada por institución autorizada, obligación solidaria asumida por un tercero con 

acreditada solvencia y por último, el embargo en Ja vla administrativa. La garanl/a que al 

efecto se eligiera debla otorgarse en favor de Ja tesorerla de la Federación o en su defecto, 

en favor de la autoridad requirente. Era posible otorgar o conslituir la garanl/a del interés 

fiscal, mediante Ja combinación de diversas formas o medios de los establecidos en el citado 

articulo 141, pudiendo operar en su caso ta figura de la sustilución de Ja garantla original por 

otra otorgada con posterioridad. 

La garanlla que se hubiese constituido respecto de uno o varios créditos fiscales debla 

ampliarse dentro del mes siguiente al de haberse cumplido un año, debiendo cubrir Ja 

cantidad equivalen/e a los recargos que se pudieran generar en los doce meses siguientes. 

La primera de las formas de garantizar el interés fiscal Jo constitula el depósito de dinero en 

las inslituciones de crédito autorizadas para tal efecto. 

Debla otorgarse por el importe del crédito principal a garantizar, asl como por el monto de los 

accesorios legales que en su caso se hubieren causado, como lo eran las mullas y recargos. 

Este medio de garanlla generaba intereses en favor del particular, cuando con motivo del 

recurso intentado se le concedla la razón, o de recargos favorables a Ja auloridad si se 

confirmaba Ja resolución comba/ida por recurrente. 

El segundo de tos medios para garantizar el interés fiscal era Ja prenda o hipoteca, ambas 

garanl/as de tipo real. Se determinaba que Ja prenda operaba sobre bienes muebles y se 

constitula sobre el 75% de su valor, siempre y cuando se encontraran libres de gravámenes. 

La valuación de los bienes corrla a cargo de un perito designado por la Secretarla de 
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Hacienda y Crédito Público, y debla hacerse la inscripción respectiva en el Registro Púbíico 

de la Propiedad, corriendo los gastos de avalúo y de inscripción a cargo del particular en 

concepto de gastos de ejecución. 

Tralándose de la hipoteca, era también admisible hasta por el 75% del avalúo o valor 

catastral; el particular debla acompañar a su escrito de ofrecimiento de la garantla, el 

certificado de libertad de gravámenes expedido por el Registro Público de la Propiedad, en 

donde conslara que el bien inmueble dado en garantla se encontraba libre de todo 

gravamen. Este medio de garanlla debla otorgarse en escritura pública, debiéndose inscribir 

en el mismo Registro y contener los datos relacionados con el crédito fiscal. Podla en este 

caso el otorgante garantizar con la misma hipoteca los recargos futuros o ampliar la garantla 

cada año en términos de lo establecido por el articulo 141 del Código Fiscal de la Federación, 

vigente para 1995. 

Otro medio de garantizar el interés fiscal era la fianza otorgada por institución autorizada, la 

que no gozaba de los beneficios de orden y excusión. La póliza de fianza expedida por la 

compañia afianzadora quedaba en poder y guarda de la autoridad recaudadora. 

Con relación a la obligación solidaria asumida por un tercero que comprobará su idoneidad y 

solvencia, como medio de garantizar el interés fiscal, es pertinente apuntar que se otorgaba 

mediante un escrito firmado ante Notario Público o ante la oficina recaudadora que tuviera 

encomendado el cobro del crédilo fiscal, requiriéndose en este último caso la presencia de 

dos lestigos; de esla diligencia debla levantarse un acta circunstanciada y el responsable de 

la oficina ejecutora debla entregar una copia del acta a los interesados. 

La última forma de garantizar el interés fiscal que establecía el Código Fiscal vigente para 

1995, era el embargo en la vla adminislrativa, el cual se constitula mediante un acto de 

ejecución que realizaba la persona que para tal efecto designara la autoridad recaudadora. 

El embargo en la vla administrativa, de conformidad con lo que establecía el Reglamento del 

Código al que se ha hecho referencia, debla sujetarse a las reglas siguientes: 
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1.· Se practicaba a solicitud del contribuyente. 

2.· El contribuyente señalaba los bienes que constitulan el embargo. 

3.· En caso de que el contribuyente fuera una persona fisica, el depositario era el propio 

contribuyente y en el supuesto de una persona moral, lo serla su representante legal. 

4.· El embargo debla inscribirse en el Registro Público de la Propiedad. 

5.· Deblan cubrirse de manera anticipada a la práctica de la diligencia de embargo en ta vla 

administrativa, los gastos de ejecución. 

3.8. Extinción de la Garantía. 

La garantla se extingula cuando era cancelada por la autoridad administrativa, en virtud del 

pago del crédito fiscal garantizado, o bien cuando de manera definitiva se hubiera dejado sin 

efectos la resolución que dio origen al recurso administrativo, o en el supuesto de que se 

otorgara una nueva garantla, la cual sustitula a la primera. por lo que se extingufa ésta. La 

garantla podla disminuirse o sustituirse por una menor, debiendo en estos casos ser 

suficiente la garantla suslituyente para cubrir el remanente del interés fiscal. 

La cancelación de la garantla no operaba de oficio, razón por la cual el particular tenla que 

dirigir un escrito a la autoridad competente, en el que solicitara la cancelación de la garantla 

por haberse actualizado alguna de las causas señaladas con anterioridad. 

3.8.1. Solicitud de Suspensión al Procedimiento Administrativo de Ejecución. 

Además de otorgar la garantla del interés fiscal en cualquiera de las formas que ya se 

analizaron, para obtener la suspensión del procedimiento de ejecución se requerla que el 

contribuyente la solicitara. La solicitud debla constar por escrito y podla fonmularse en 

cualquier tiempo directamente ante la oficina que tuviera a cargo la ejecución del crédito; 

deblan acompañarse a la instancia de suspensión los documentos que acreditaran haber 

garantizado el interés fiscal, dado que la garantla del interés fiscal generalmente es un hecho 

previo a la presentación de la instancia de suspensión del procedimiento. 
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La autoridad fiscal al recibir la solicitud del contribuyente, en la que acreditara haber 

impugnado y además haber garantizado el interés fiscal, debla de dictar un acuerdo 

provisional de suspensión, que tenia efectos hasta en tanto no se resofvfa el recurso que se 

promoviera. 

De lo expuesto con anterioridad se concluye que Jos requisitos para que procediera la 

suspensión del procedimiento administrativo de ejecución eran: 

1.· Que fuera solicitada por el particular afectado o por quien sus derechos representara. 

2.· Que se acreditara haber garantizado el interés fiscal, y 

3.· Que se demostrara haber impugnado la resolución o el acto de autoridad. 

Debla ampliarse la garanlfa cada doce meses, abarcando el importe de los recargos 

correspondiente a ese periodo, tal y como lo señalaba el articulo 141 del Código Fiscal de la 

Federación, vigente para 1995. La suspensión se limitaba exclusivamente a la cantidad que 

se hubiera garantizado y que se pretendla ejecutar. 

3.9. Autoridad ante Ja cual debla Presentarse. 

El escrito en el que se promovla el Recurso a estudio debla presentarse ante la autoridad 

ejecutora del crédito que se hubiera combatido, pudiendo ser de forma personal o por correo 

certificado con acuse de recibo. Cuando fuera de manera personal se tenla como fecha de 

presentación del escrito, la del dla en que se recibfa por la autoridad ejecutora y cuando se 

hubiera enviado por correo, aquella en que se hubiera hecho el depósito; en este último 

supuesto era indispensable que el domicilio en que residiera el contribuyente se encontrara 

en una población distinta a aquélla en que radicara la autoridad que emitió o ejecutó el acto 

impugnado y que el envio se efectuara desde el Jugar en que residiera el recurrente; en el 

caso de que no se cumpliera con alguno de estos supuestos, ya no se tenia como fecha de 

presentación Ja del dla en que se depositara el escrito en la Oficina de Correos, sino la del dfa 

en que fuera recibida por la autoridad que hubiera emitido o ejecutado el acto impugnado. 
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3.10. Autoridad Competente para resolverlo. 

Las autoridades compelenles para resolver el Recursos de Oposición al procedimienlo 

Administralivo de Ejecución, eran las Administraciones Locales Jurldicas de Ingresos de la 

circunscripción territorial en donde se encontrara localizado el domicilio fiscal del 

contribuyenle, de conformidad con lo dispuesto por los artlculos 111, apartado C, fracción V, 

del Reglamento lnleriorde la Secrelarla de Hacienda y Crédito Público, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el dla 25 de enero de 1993, en vigor a partir del 1º de febrero del 

mismo año, reformado por el Decreto publicado en el mismo Órgano Oficial el dla 20 de 

agoslo de 1993 y en vigor al dla siguiente de su publicación; Articulo Único, Fracción VI 

Apartado 9, del Acuerdo que señala el Número, Nombre, Sede y la Circunscripción Territorial 

en donde se ejercen las facultades de las Adminislraciones Regionales, de las 

Administraciones Locales y de las Aduanas, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

dla 29 de enero de 1993 y en vigor a partir del 1º de febrero del mismo año, reformado por el 

Articulo Primero, Fracción VI, Apartado 9, del Acuerdo que Reforma, Adiciona y Deroga al 

diverso por el que se señala el Número, Nombre, Sede y Circunscripción Territorial de las 

Unidades Administralivas, publicado en el mismo Organo Oficial el dla 13 de octubre de 1993 

y en vigor al dla siguiente de su publicación; en relación con el articulo tercero, fracción XVI, 

del Acuerdo mediante el cual se da a conocer la fecha de inicio de las actividades de las 

Adminislraciones Locales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el dla 15 de marzo 

de 1993 y en vigor al dla siguiente de su publicación. 

3.11. Plazo para resolverlo. 

De conformidad con lo establecido por el articulo 131 del Código Fiscal de la Federación, 

vigenle hasla 1995, la autoridad administraliva se encontraba obligada a dictar resolución y 

nolificarla en un plazo que no debla exceder de cuatro meses, el cual comenzaba a 

computarse a partir de la fecha en que el contribuyente hubiera promovido el recurso; 

además que el articulo 37 del mismo Ordenamiento legal establecla que, si a partir de que el 

contribuyente presentara su recurso transcurrla un plazo de cuatro meses, se entendla que la 

autoridad resolvla negativamente, pudiendo el particular interponer entonces los medios de 
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defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, en tanto ta autoridad no dictara la 

resolución. A la figura descrtta con anlelación es a lo que la Doctrina Administraliva te 

denomina NEGATIVA FICTA. Ante dicha negativa el contribuyente podla ocurrir en Juicio de 

Nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación o bien podla optar por esperar ta resolución 

expresa de la autoridad. 

3.12. Finalidad y Medios de Defensa en contra de ta Resolución que pone fin al 

Recurso. 

Este medio de defensa pennilió que los contribuyentes que no estuvieran de acuerdo con la 

actuación de la autoridad fiscal en alguna de las etapas del procedimiento administrativo de 

ejecución, la combatiera ante el superior jerárquico de la oficina ejecutora. Puede sostenerse 

que el objeto del medio impugnativo a estudio, radicó en que con él los contribuyentes tenlan 

la posibilidad de controvertir actos llevados a cabo dentro del procedimiento administrativo de 

ejecución, con los que no estuvieran de acuerdo por considerar que se violó el ordenamiento 

aplicado o se aplicó de manera indebida un dispositivo legal. 

En contra de la resolución que ponla fin al Recurso de Oposición al Procedimiento 

Administrativo de Ejecución, el contribuyente afectado se encontraba en aptitud de promover 

juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 

3.13. Consideraciones que resaltan del Recurso. 

De confonnidad con lo que se ha venido estudiando, se observa que este medio impugnativo 

tenla como principal objetivo combatir cualquiera de los aclos de la autoridad hacendaría que 

se suscitaban con motivo del procedimienlo económico coactivo. 

Con el Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, sólo se 

combatlan actos del procedimiento económico coactivo. Si se quena impugnar propiamente 

la liquidación del crédito debla promoverse el Recurso de Revocación. 
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La regulación que normaba al Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de 

Ejecución determinaba que, para promover juicio de nulidad era indispensable haber agotado 

este recurso, con lo que se pretendla que las autoridades resolutoras conocieran sus 

irregularidades y con ello, ir depurando sus actos, de tal manera que cada vez fueran más 

apegadas a la legalidad. 

Este recurso como medio de defensa tenla diversos inconvenientes, los cuales se originaban, 

según nuestra manera de ver, porque los supuestos de procedencia se encontraban muy 

vinculados a los del recurso de revocación. 

Ante esta situación, muchos contribuyentes sufrieron las consecuencias de no conocer la ley, 

o de no tener una persona que los asesorara en las cuestiones de procedencia de estos 

recursos, ya que equivocadamente promovlan el recurso de Oposición al Procedimiento 

Administrativo de Ejecución, cuando lo procedente era el de revocación, y a su vez cuando lo 

procedente era que se promoviera éste, intentaban aquél. Esto originó que la autoridad se 

aprovechara de esta circunstancia y desechará un sinnúmero de recursos y otros los tuvo por 

no interpuestos, fundándose en que el promovente eligió la vla equivocada y ,en otros casos, 

cayendo en el exceso de que, sólo por el hecho de que el contribuyente se equivocara de 

nombre, es decir, por no haber indicado la denominación correcta del recurso, era causa 

suficiente para no admitir a trámite el medio de defensa intentado. 

Ante estas circunstancias, surgieron una diversidad de criterios del Tribunal Fiscal de la 

Federación y del Poder Judicial de la Federación, en el sentido de que, independientemente 

del nombre que el contribuyente le diera al recurso, éste debla estudiarse en su conjunto por 

la autoridad para determinar cuál era el correcto, situación que de ninguna manera era causa 

por si misma para no admitir el recurso. Como ejemplos el siguiente precedente: 
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RECURSOS ADMINISTRATIVOS, PROCEDENCIA DE, NO OBSTANTE LA CITA 
ERRONEA DE PRECEPTOS LEGALES, ORDENAMIENTOS O INCORRECTA 
CENOMINACION. Cuando un recurso administrativo es inlerpuesto por la parte 
legllima y la/ interposición se realiza dentro del !énmino legal, saUslaciendo 
plenamente los requisitos exigidos por la norma que regula dicho recurso, no es 
jurldicamenle aceptable que se decrete el desechamlenlo o la improcedencia del 
mismo, por la sola circunslancia de que el inconforme designe el recurso con un 
nombre equivocado, pues estando manifiesta la voluntad del gobernado de 



lnconfonnarse con el acto administrativo recurrido, no resulta admisible el 
desechamienlo o declaración de improcedencia del recurso por razones de fonna o 
exigencias de expresión, cuando es posible suplir la oscundad por medio de la 
lnlerprelación. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO. 

A~ro en revisiOO 19Ml6. Maria del Camlf!O lozano Gubémiz, en su caracte< de pces.idena del aimejO 
direc:tlvo de la eflllle53 denomilada Valdez Lozano Hermaoos, S. de R.L. de C.V. 7 de l10'lienilfe de 
1996. Unaninid.1d de vom. Ponente: Juana Maria Meza LOpez. Secretario: José Luis GOmez Ramlrez.. 
Véase: Semi1nario Judicial de la Federación, Sép!rna t~. Vol. 63, Ten::era Parte, P*J. 37. NoYena 
Epoca lns\antia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUIT0.16 

Pensamos que en buena medida, para evitarse la confusión, entre otros motivos, se refOfllló 

el Código Fiscal de la Federación para 1996, fusionándose el Recursos de Oposición al 

Procedimiento Administrativo de Ejecución y el de Revocación, con lo que a partir de ese 

momento la legislación, en materia de recursos administrativos en el Código Fiscal de la 

Federación, es si no del todo idónea y congruente, si permite que los contribuyentes se 

defiendan acorde a sus posibilidades; empero, es cuestionable que supuestos de 

procedencia que se estableclan para el Recurso de Oposición al Procedimiento 

Adminlslrativo de Ejecución, que era de interposición obligatoria, quedaran inmersos en el de 

Revocación, donde su interposición es oplativa, como más adelante se verá, lo que evidencia 

una falla de lógica por parte del legislador, ya que permitió que actos administrativos no 

definitivos, fuesen combatidos ante el Tribunal Fiscal de la Federación, ya que de acuerdo 

con su ley Orgánica, éste es competente para conocer de impugnaciones de actos 

definitivos. 

16 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: IV, Diciembre de 1996. 
~esls: IX.2o.4 A. Página: 447 
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CAPITULO IV.· Recurso Administrativo de Revocación. 

4. Introducción y Concepto. 

A eleclo de delenninar si la reforma de 1995 al Código Fiscal de la Federación, con relación a 

los recursos administrativos que se prevelan hasta ese año, logró cumplir con las 

expectalivas para las que fue realizada, es menester analizar la forma y alcance que tiene el 

recurso de revocación en la actualidad. Este medio de defensa quedó como único recurso 

administrativo a partir del año de 1996, por lo que es fundamental estudiar, si en efecto, tal y 

como se propuso, es una vla eficaz para lograr la defensa de los intereses de los 

contribuyentes cuando se ven afectados por un acto administrativo que consideran ilegal. 

Sin duda en la Doctrina se pueden encontrar diversos conceptos de lo que debe entenderse 

por Recurso de revocación; los autores parten de que es un medio de defensa y de esta 

afinnación desarrollan su concepto. 

Sergio Francisco de la Garza señala que el Recurso Administrativo de Revocación es: 

• ... un Medio de Defensa que tiene el contribuyenle en a>ntra de las resoluciones de 
la autoridad que no sean legales o que carezcan de la motivación debida; de caracter 
optalivo, este Medio de Defensa, resuelto por la misma autoridad emisora del acto 
tiene oomo finalidad el obtener la revocación del acto Impugnado, medante el estudio 
que de este debe hacer la autoridad al amparo de las disposiciones legales 
aplicables al caso concreto.·u 

Otra definición que encontramos en la Doctrina, la que a nuestro juicio es clara, es la que 

ofrece Luis Martlnez López, en su libro de Derecho Fiscal Mexicano, la cual textualmenle 

señala: 

'El Recurso Administrativo de Revocación es uno de los Medios de Defensa ante et 
Fisco, con que cuentan los particulares para oponerse a los Actos de la Autoridad 
Adminlstraüva, cuando consideren que estos se encuentren desapegados de las 
normas legales aplicables al caso de que se trale, con la finalidad de obtener de la 
autoridad facultada para Ja resolución de estos recursos una resolución favorable a 
sus inlereses.·1s. 

17 Derecho Financiero Mexicano, Ed. Porrúa, México 1993, p. 508. 
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Nosotros consideramos que el Recurso de Revocación es un medio de defensa a disposición 

de los particulares, en su caracter de contribuyentes, que pueden hacer valer en contra de 

actos de la autoridad fiscal, que consideran violan el principio de legalidad, siendo la propia 

autoridad administrativa la que los revisa con el fin de determinar si fueron emitidos conforme 

lo establecen las disposiciones legales o, en caso contrario, dejarlos sin efectos o 

modificarlos. 

4.1. Plazo para su Interposición. 

El plazo para la interposición del Recurso de Revocación es de cuarenta y cinco dlas hábiles, 

computados a partir del dla siguiente a aquél en que surtió efectos la notificación del acto que 

se va a recurrir, de conformidad con lo que establece el articulo 121, primer párrafo, del 

Código Fiscal de la Federación. Si dentro del plazo legal para ta interposición del returso se 

llega a presentar nueva promoción relacionada con la materia del recurso, la autoridad está 

obligada a incorporarla o a adicionarla al escrito inicial del recurrente. Respecto a este Cliterio 

es pertinente acotar que el citado Código no limita al ocursante a presentar sólo un escrito 

que contenga el recurso, por lo que desde nuestro punto de vista se pueden exhibir esClitos 

complementarios, siempre y cuando esto ocurra dentro del plazo que se tiene para promover 

el recurso. Llegar a una conclusión distinta seria tanto como limitar las defensas de los 

contribuyentes recurrentes, ya que sólo tendrlan una oportunidad para integrar su recurso, 

utilizando los elementos que tuvieran en ese momento, impidiéndose asl que con 

posterioridad a que se presentara el recurso se exhiban documentos y se formulen otros 

conceptos de impugnación derivados del conocimiento de un hecho futuro o de una prueba 

superveniente; en cambio, si se permite que se presenten cuantos escritos y pruebas sean 

necesarios para demostrar la ilegalidad de la resolución que se combate, cuando se 

presenten dentro del plazo de cuarenta y cinco dlas, la autoridad administrativa cumple con la 

obligación constitucional de conceder el derecho de audiencia al gobernado, y sobre todo no 

impide que los afectados hagan valer Jos medios de defensa como mejor convenga a sus 

intereses. 

"Ed.Clasa, México 1989, p. 220. 
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Por otra parte, la norma que regula el Recurso de Revocación precisa que, si el particular 

afectado por un acto o resolución administrativa fallece durante el plazo que corre para la 

presentación de este medio de defensa, el referido plazo se suspenderá hasta un año, si 

antes no se hubiere aceptado el cargo de representante de la sucesión. Si el Recurso se 

interpone después de que transcurrió el año, existirá extemporaneidad en su interposición. 

4.2. Supuestos de Procedencia y Materia. 

El articulo 116 del Código Fiscal de la federación dispone que el Recurso Administrativo de 

Revocación procede en contra de resoluciones definitivas dictadas por autoridades fiscales 

federales que: 

~ Determinen Contribuciones, accesorios o aprovechamientos. 

En la mayorla de los casos los contribuyentes determinan su propia situación fiscal, hecho 

que se conoce como autodeterminación; inclusive existen oficinas del Servicio de 

Administración Tributaria que auxilian a los contribuyentes a realizarla, o que se ve plasmado 

en formatos que para diversos efectos autoriza la Secretaria de Hacienda y Crédito Público. 

Por su parte, la autoridad hacendaria puede determinar la situación fiscal de los 

contribuyentes a través de sus facultades de fiscalización, que en ocasiones se traducen en 

la liquidación de contribuciones, accesorios y aprovechamientos. Cuando la autoridad decide 

emplear esas facullades, lo hace con la finalidad de comprobar que la autodeterminación que 

realizó el particular fue conforme a las disposiciones fiscales y a los principios de contabilidad 

generalmente aceptados, asl como verificar el cabal cumplimiento de las obligaciones fiscales 

que corren a cargo de los contribuyentes. 

Cuando con motivo de sus facullades de comprobación, la autoridad hacendaria se da cuenta 

que existe alguna irregularidad, puede determinar la contribución omitida o mal calculada, asl 

como establecer la liquidación de las mismas e imponer las sanciones que sean procedentes 

conforme a derecho. Por tanto, por determinación debemos entender aquella resolución en la 

que la autoridad le hace saber al contribuyente las razones jurldicas y contables bajo los 
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cuales llegó a Ja conclusión de que existe una omisión en le pago de contribuciones o bien 

una diferencia a favor del Fisco Federal, en que además, se Je requiere et pago del monto de 

las contribuciones de que se trate. 

Cuando existe una determinación con ta cual el contribuyente no esté de acuerdo, ya sea 

porque considere que Ja autoridad violó las normas jurldicas aplicables al procedimiento o 

porque la autoridad aplicó una legislación diversa a la debida al caso concreto, se encuentra 

en posibilidad de promover, dentro del plazo de cuarenta y cinco dlas hilbiles, siguientes a la 

fecha en que surta la notificación del oficio que contenga la determinación, el Recurso de 

Revocación . 

./ Nieguen la devolución de cantidades que procedan conforme a la ley. 

El Articulo 22 del Código Fiscal de la Federación establece la posibilidad de que el 

contribuyente pueda solicitar Ja devolución de las cantidades que tenga a su favor ante el 

fisco federal, ya sea por un pago en exceso o por haber realizado un pago de lo indebido; sin 

embargo, puede darse el caso de que Ja autoridad niegue Ja devolución de las cantidades que 

le son solicitadas por el contribuyente, supuesto en el que tendril Ja posibilidad de promover 

el medio de defensa a estudio . 

./ Dicten las autoridades aduaneras 

A este respecto cabe señalar que el articulo 117, fracción/, inciso c, del Código Fiscal de la 

Federación, se refiere a las Autoridades Aduaneras en su sentido mas amplio, dado que 

dispone Ja Ley Aduanera en su articulo 2, fracción JI, que son aquellas que de acuerdo con el 

Reglamento Interior de Ja Secretaria de Hacienda y Crédito Público y demils disposiciones 

aplicables, tienen competencia para ejercer las facultades que la Ley de Ja materia establece. 

Por otra parte, el articulo 203 de la Ley Aduanera dispone que en contra de las resoluciones 

definitivas dictadas en materia aduanera, procederil el Recurso de Revocación a que alude el 

Código Fiscal de Ja Federación. 
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" Contra cualquier resolución de carácter definitivo que cause un agravio al 
particular en materia fiscal, excluyendo los supuestos prevlslos en los articules 33· 
A, 36 y 74 del Código Fiscal de la Federación. 

Sin duda esla hipólesis de procedencia es sumarnenle amplia, pues penrnile que se 

inlerponga esle medio impugnalivo cuando se cause un perjuicio o afeclación de naluraleza 

fiscal al promovenle, con las reslricciones siguienles: que se trale de una resolución 

adminislrativa de carácler definilivo; que cause un perjuicio al contribuyenle en maleria fiscal 

y que no se refiera a: 1).- aclaraciones que haya solicilado el conlribuyenle, en lénrninos del 

articulo 33-A del Código Fiscal de la Federación, ya que por delenrninación de esle numeral 

las resoluciones que diclen las auloridades hacendarias con molivo de eslas aclaraciones no 

son susceplibles de ser impugnadas por los particulares; 2).· que dicten las auloridades 

cuando modifiquen o revoquen en beneficio del contribuyenle alguna resolución fiscal; y 3).· 

las emilidas por la auloridad hacendaria que resuelvan sobre la solicilud de condonación de 

crédilos fiscales. 

En esla elapa conveniente dar nueslro punto de vista con relación a lo que debe entenderse 

por perjuicio o agravio en materia fiscal, asl establecemos que es la afectación jurldica que 

sufre una persona flsica o moral, en su carácter de conlribuyente, misma que se encuentra 

lnlimamente vinculada ya sea con la detenrninación, liquidación o cobro de contribuciones 

federales o locales. 

Asimismo, el articulo 116 del Código Fiscal de la Federación establece que el Recurso 

Administralivo de Revocación procede: 

" Contra aquellas resoluciones definitivas que exijan el pago de créditos fiscales, y 
se alegue que éstos: 
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a) se han extinguido, 

b) que su monto real es Inferior al exigido, siempre que el cobro en exceso sea 
Imputable a la autoridad ejecutora; 

c) se refiera a recargos, 



d) se refiera a gastos de ejecución; 

e) a la Indemnización a que se conlrae el articulo 21 de esle Código . 

./ Se dicten en el procedlmienlo admlnlslrativo de ejecución, cuando se alegue que 
ésle no se ha ajustado a la ley . 

./ Afecten el Interés jurldlco de terceros, en los casos a que se refiere el articulo 128 
del Código al que se ha venido aludiendo . 

./ Delermlnen el valor de los bienes embargados a que se refiere el articulo 175 del 
citado Código. 

Como se observa, eslas hipótesis de procedencia se retomaron lnlegramente de lo que fue el 

Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, hipótesis que se 

encontraban previstas en el articulo 118, fracciones i, 11 y fil, del Código Fiscal de la 

Federación, vigente hasta 1995, las cuales ya han sido objeto de estudio en el presente 

trabajo, por lo que resuliarla redundante analizarlos nuevamente. 

De conformidad con lo dispuesto por el articulo 129 del Código Fiscal de la Federación, las 

notificaciones de los actos administrativos son susceptibles de controvertirse a través del 

Recurso Administrativo de Revocación, siempre y cuando el acto impugnado, al cual se 

refiera la notificación, sea susceptible de combatirse a través de este medio de deiensa y el 

particular alegue que dicho acto administrativo no le fue notificado o lo fue ilegalmente. En 

este supuesto, en el mismo escrito en el que se interponga el recurso que se ha venido 

estudiando, deben hacerse valer agravios en contra del propio acto administrativo, ademas 

de aquellos tendientes a combatir la notificación. 

4.3. Improcedencia y Sobreseimiento. 

Una vez que se precisaron los casos de procedencia del Recurso Administrativo de 

Revocación, se debe aludir a sus supuestos de improcedencia. De conformidad con el 

articulo 124 del Código Fiscal de la Federación, se da cuando: 

.t' No se aiecte el interés jurldico del recurrente. 
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Si con motivo del primer estudio que se realice al recurso o bien durante el desarrollo del 

procedimiento, la autoridad encargada de tramitar y de resolver el recurso encuentra que la 

resolución combatida no afecta de manera alguna el inlerés jurldico del promovente, es 

innecesario resolver el medio de defensa intentado, puesto que su resolución no beneficiaria 

o afectarla al promovente. 

En es las U neas es del todo procedente que se aluda a lo que debe entenderse por Interés 

jurldico y distinguirte del interés simple. El interés jurldico es el que tiene la persona, fisica o 

moral, que recibe o ve directamente afectada su esfera jurldica, sea en su persona, 

propiedades o posesiones, y a quien la nonma jurldica le concede la facullad o le reconoce el 

derecho de defenderse, por si misma o a través de representante legal, supuesto que se 

actualiza indefectiblemente cuando se trata de personas morales que se vean afectadas en si 

mismos o en sus bienes, por un acto que puede provenir de un particular o de una autoridad. 

Al respeclo, el Poder Judicial de la Federación, en precedentes como el que a continuación 

se transcribe, sostiene que: 
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INTERES JURIDICO. SUS ACEPCIONES TRATANOOSE DE RECURSOS E 
INSTANCIAS ADMINISTRATIVAS. Para examinar la procedencia de los medios de 
impugnación previslos en las leyes administrativas, debe examinarse el concepto de 
'interesado' ~enle a una !ripie distinción: el Interés aJmo derecho subjetivo, el interés 
legitimo o de grupo y el interés simple. la pnmera de lales calegorlas ha sido 
frecuentemente delineada por los tribunales de amparo, para quienes resulta de la 
unión de las siguientes condiciones: un Interés exdusivo, aclual y directo; el 
r6"'nocimiento y lulela de ese interés por la ley, y que la protección legal se resuelva 
en la aptitud de su Ulular para exigir del obligado su satislacción mediante la 
presladón debida. la segunda calegorla, PD"' estudiada, ya no se ocupa del 
derecho subjelivo, sino simplemente del inlerés juridicamente protegido 
(generalmenle grupal, no exdusivo, llamado legitimo en otras latitudes) propio de las 
personas que por gozar de una posición calificada, diferenciable, se ven 
indirectamente beneficiadas o perjudicadas con el incumplimiento de ciertas reglas 
de derecho objetivo, bien porque con ello vean obstaculizado el camino para alcanzar 
ciertas posiciones provechosas, bien porque sean privadas de las ventajas ya 
logradas; diversas normas administrativas conceden a estos sujetos instancias, 
acciones o recursos, por ejemplo, los articulos 79 de la Ley Federal de Derechos de 
Aulor (previene la participación de sociedades y agrupaciones aulorales en la fijación 
de lanlas), 19 de la Ley Federal de Radio y Televisión (establece la obligación de 
conceder audiencia a quienes consideren inconveniente el otorgamiento de una 
concesión en favor de un solicilante), 124 de la Ley de Vias Generales de 
Comunicación (dispone Ja audiencia en favor de las agrupaciones de trabajadores 
interesados en pennisos para ejerular maniobras de servicio particular), 46 de la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios Relacionados con Bienes Muebles 
(consagra la lnconlonnidad de quienes estimen violado un procedimiento de licitación 



publica) y 151 de la ley de Invenciones y Marcas (da la acción de nulidad para 
remediar induso la infracción de normas objetivas del sistema marcarlo). Por Ultimo, 
en la lercera calegorla se hallan los lnleresados sim~es o de hecho que, como 
aJalquier miembro de la sociedad, desean que las leyes se cumplan y para quienes 
el ordenamiento sólo previene la denuncia o acción popular. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

Revisión adminis~aUva 2463/89. Fabricas de Papel Lorelo y Pena Pobre, S.A. de 
C.V. 30 de enero de 1990. Unanimidad da votos. Ponente: Genaro David Góngora 
Pimentel. Secretaria: Adriana leUcia Campuzano Gallegos. Ociava ~poca. Instancia: 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO." 

Ahora bien, el interés simple lo tienen las personas que por principio de cuentas no ven 

afectadas de manera directa su persona, propiedades o posesiones, sin embargo, tienen el 

animo o están interesadas en que la norma jurldica se cumpla. 

" Que sean resoluciones dictadas en recurso administrativo o en cumplimento de éstas o 

de sentencias. 

A nuestro parecer, y como lo apuntamos al tratar este supuesto vigente hasta 1995, la 

anterior causal de improcedencia no debe interpretarse de manera estricta, puesto que de 

una interpretación jurldica y sistemática se desprende que el verdadero esplritu de esta 

causal es en el sentido de que no deben volverse a resolver cuestiones ya planteadas y 

resueltas en un recurso previo o bien en cumplimiento de sentencias. Esto es, de acuerdo al 

principio de cosa juzgada, se hablarla de que un mismo concepto de impugnación no puede 

ser estudiado y resuelto dos o más veces. 

A mayor claridad, es pertinente transcribir el precedente del Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Primer Circuito, en donde se establece lo que es la cosa juzgada y sus 

e(ectos. 

19 
Semanario Judicial de la Federación. Tomo: V, Segunda Parte-1, Enero a Junio de 1990. 

Pagina: 264. 
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COSA JUZGADA. SENTENCIAS DE FONDO Y SENTENCIAS QUE DEJAN A 
SALVO DERECHOS. Cuando en una sentencia emitida en un juicio no se resuelve 
el fondo de la litis planteada, sino que expresamente se dejan a salvo los deredlos 
del actor para que los haga valer en la forma que estime pertinente, no existe cosa 
juzgada. Sin embargo, puede suceder que en los puntos resolutivos de /a sentencia 
no se haga pronunciamiento expreso en cuanto a esa salvedad, y aún más, que se 
deciare improcedente la acción, por lo que aparenlemente habrla oosa juzgada. En 
esas circunstancias, para saber si existe o no esa figura jurldica, es necesario 
analizar las consideraciones de esa resolución. Si el Juez de origen, al analizar Jos 
presupuestos procesales de ese litigio, encontró que alguno no estaba satisfecho, 
eslaba impedido para esludiar la cuesüón someüda a su consideración, ya que lales 
presupuestos oonstituyen requisitos necesarios para que se inicie un procedimiento, 
o si ya se inició, para que pueda emiü"8 decisión respeclo a la cootroversia 
planleada. Tales presupueslos son, entre o~os, la compelencia del Jue~ la 
capacidad jurldica y procesal de las partes y su adeaiada represenlación, ruoodo 
actúan por conducto de otra pe!S()na, la procedencia de la vla, presupueslos 
considerados en el articulo 35, ~acciones I, IV y VII del Código de Procedimioolos 
Civiles para el Distrilo Federal. También son presupuestos procesa~s el debido 
emplazamienlo a juicio del demandado, y la oorrecla inlegración de la relación 
jurldica procesal, cuando e~sle pluralidad de partes y en~e ~las se da el 
lilisconsorcio necesario. Hay acciones en que se exigen requisitos de procedibUidad 
especiales. como son, en las cambiarias, el Ululo de crédilo; en las ejecutivas, el 
documenlo ejecutivo; en un sucesorio, el acta de delunción, elcélera. Por tanlo, la 
ausencia de cualquiera de estos presupuestos y requisitos impide que el Juez de 
origen se pronuncie respecto al londo del asunlo, pues si es incompelenle, o si el 
actor o el demandado carecen de capacidad o son representados indebidamenle, o 
la vla inlentada no es la correcla, etcélera, ello hará Imposible un juzgamienlo de 
londo o del mérilo de la cuestión, y la resolución que se dicle puede ser absoluloria, y 
aun precluir en cuanto al punto que motivó la absolución; pero no aea la cosa 
juzgada, pues ya sea que lo exprese o no, está dejando a salvo los derechos de las 
partes. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Allllilro directo 39141'39. Claudia fkgda\ena Ftant0 de Colas. 27 de enero de 2000 UnaninWd de 
YOlos. Ponente: Gikfa Ricón Orta Seaelarkl:FemandoOmarGarridoEspinoz.a. NovenaEpoc:a. /nstax:ia: 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERlA CML DEL PRIMER CIRCUITO. 10 

Como se obseiva, la cosa juzgada es una figura jurídica que surge cuando un determinado 

agravio ya ha sido objeto de estudio por los Tlibunales, sean que pertenezcan al Poder 

Ejecutivo o al Judicial, que impide que vuelvan a ser estudiados. 

Lo anterior se traduce en que un mismo agravio no puede hacerse valer en dos o más 

ocasiones, salvo que, como lo explica el precedente trascrito, éste no haya sido estudiado en 

el fondo por algún motivo. Pude suceder que en un mismo recurso se planteen diversos 

agravios, y que sólo uno de ellos sea estudiado, por ser suficiente para revocar el acto 

"Semanario Judicial de la Federación y su G1ceta. Tomo: XI, Marzo de 2000. Tesis: l.4o.C.33 
C. Página: 977. 
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recurrido, hecho que no debe dar lugar a considerar que existe cosa juzgada respecto de los 

demás argumentos que se hicieron valer, ya que éstos no han sido objeto de estudio alguno . 

.,, Que hayan sido impugnadas ante el Tribunal Fiscal de Ja Federación. 

Sin lugar a dudas debe desecharse por improcedente el recurso que se promueva en contra 

de una resolución que a su vez se haya impugnado ante el Tribunal Fiscal de la Federación, 

en atención a que la legalidad de la resolución ya fue objeto de estudio. 

Este aspecto encuentra Intima vinculación con el punto que antecede, habida cuenta que un 

concepto de nulidad ya analizado y resuelto por el Tribunal Fiscal de la Federación, no puede 

ser objeto de un nuevo estudio por parte de ese Tribunal, ya que precisamente ese concepto 

de nulidad o agravio se ha convertido en cosa juzgada. 

Es necesario comentar que si en una demanda de nulidad no existen conceptos de 

impugnación que lleven a la Sala Fiscal a declarar una nulidad lisa y llana, y sólo existen 

agravios para declarar una nulidad para efectos, puede suceder que una vez que se ha 

declarado ésta, en cumplimiento a tal sentencia la autoridad demandada vuelva a emifir una 

resolución en la que aparezca subsanada la irregularidad que quedó de manifiesta ante el 

Tribunal Fiscal de la Federación, pero en la que además se reiteren los vicios de forma que 

se hicieron valer con la presentación de la demanda que originó la sentencia de nulidad para 

efectos. En este caso, el particular o contribuyente afectado, se encuentra facultado para 

promover otra vez demanda de nulidad en la que de nueva cuenta impugne las 

irregularidades de forma que aprecie o que se sigan manifestando en el acto que ha venido 

combatiendo, caso que desde Juego no debe confundirse con los supuestos de Ja cosa 

juzgada . 

.,, Que se hayan consentido, entendiéndose por consentimiento el de aquellas resoluciones 

contra las que no se promovió el recurso en el plazo señalado al efecto. 

ESTA TESIS NO SALE 
;y;~: LA UIBI..COTECA 
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La fracción anterior se explica por si sola y se refiere a que el recurso no se haya presentado 

dentro de los cuarenta y cinco dlas que se tenlan para tal efecto, por lo que su presentación 

se considera extemporánea y como consecuencia de ello debe desecharse. 

~ Que sean conexos a otro que haya sido impugnado por medio de algún recurso o medio 

de defensa diferente. 

Como ya se estableció en el anterior Capitulo, existe conexidad cuando: 

Las partes sean las mismas y se invoquen idénlicos agravios. Siendo dnerentes las partes e 

invocándose distintos agravios, el acto combatido sea uno mismo o se impugnen varias 

partes del mismo acto. Independientemente de que las partes y los agravios sean o no 

diversos, se controviertan actos que sean unos antecedentes o consecuencia de los otros. 

~ En caso de que no se amplie el recurso administrativo o si en la ampliación no se 

expresa agravio alguno, tratándose de Jo previsto por la fracción 11 del articulo 129 del 

Código Fiscal de la Federación. 

Este último supuesto se refiere a que, si el recurrente manifiesta no conocer el acto 

administrativo que pretende impugnar, la autoridad a quien se le atribuye el acto deberá 

exhibirlo, as! como su respectiva notificación, a efecto de que el contnbuyente esté en 

posibilidad de ampliar el recurso; si el recurrente no amplia el recurso o si en su caso en su 

escrito de ampliación no formula agravio alguno, deberá sobreseerse este medio 

impugnativo, ya que no existen agravios contra Jos cuales se pueda estudiar la legalidad del 

acto recurrido. 

~ Si son revocados los actos por la autoridad. 

Si se revoca la resolución que se combate, debe sobreseerse el Recurso Administrativo 

intentado, puesto que como ya ha quedado precisado, la finalidad que se busca con la 
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promoción del mismo es que la resolución se revoque. Lo anlerior debe ser asl ya que no 

tiene razón de ser que se admita, Jramite y resuelva un recurso que ha quedado sin maleria. 

v' Que no eslén comprendidos en el articulo 117 del Código Fiscal de la Federación. 

El cilado Código, no señala textualmenle que el recurso de revocación se deba sobreseer por 

improcedenle debido a que se impugna un acle diverso a los que señala el articulo 117 del 

mismo Ordenamienlo, pero de manera lógica se puede arribar a la conclusión de que, si se 

promueve un recurso en contra de una resolución dislinta a las señaladas como supueslos de 

procedencia, el mismo debe desecharse por improcedente, dado que olra manera no tendría 

razón la exislencia de la nonna referente a los casos de procedencia del recurso 

administralivo de revocación. 

v' Que hayan sido dictados por la auloridad administrativa en un procedimiento de 

resolución de controversias previsto en un tralado para evitar la doble lribulación, si 

dicho procedimienJo se inició con posterioridad a la resolución que resuelve un 

Recurso de Revocación o después de la conclusión de un juicio ante el Tribunal 

Fiscal de ta Federación. 

Esta causal de improcedencia se encuentra vinculada a la lógica y razones que dieron origen 

a las fracciones ti y 111 del articulo 124 del Código Fiscal de la Federación. Se aprecia con 

meridiana claridad que con la causal de improcedencia que se estudia, se pretende evitar que 

una misma resolución sea estudiada en más de una ocasión e inclusive por diversas 

autoridades administrativas. 

Antes de entrar al tópico de las causales de sobreseimiento es necesario estudiar, aunque 

sea muy someramente, lo que es el sobreseimiento y sus efectos. De manera general 

podemos afinnar que es el acto que da por concluido al recurso administralivo sin resolver el 

fondo del mismo, es decir, sin estudiar los agravios que se hubiesen planteado con este 

medio impugnativo. 

81 



En el juicio de amparo se ha estudiado de manera abundante esta figura jurldica, por ello, es 

imprescindible remitimos a las conclusiones a las que se han llegado en esta materia. 

Se ha dicho que el sobreseimiento pone fin al juicio de amparo, pero sin hacer declaración 

alguna respecto de que si la Justicia de la Unión ampara o no al quejoso, y por ello, los 

efectos del sobreseimiento no son otros que dejar las cosas en el estado en que se 

encontraban hasta antes de que se presentara la demanda constitucional. También se ha 

sostenido que el sobreseimiento es de naturaleza adjetiva y , por lo tanto, ajeno a cuestiones 

sustantivas, ya que no tiene relación alguna con el fondo del asunto. 

Aplicando las enseñanzas que nos da el juicio de amparo en la materia que nos ocupa, 

podemos afirmar que cuando se actualiza una causal de sobreseimiento produce como efecto 

inmediato o esencial que se de por terminado el recurso, pero sin que se pronuncie sobre la 

legalidad de la resolución recurrida e inclusive sin que se estudien los conceptos de 

impugnación que se hubieren hecho valer, en atención a que existe un impedimento legal 

para que se emita una resolución respecto del fondo del asunto de que se trate. Como 

causales de sobreseimiento se precisan las siguientes: 

1.· Cuando el promovente se desista expresamente del necurso. 

Cabe señalar que la consecuencia jurldica inmediata del desistimiento, es sin dudad que el 

asunto respectivo se sobresea, ya que cuando el necunrente decide desistirse de que la 

autoridad modifique o revoque el acto recurrido, debe considerarse que no tiene interés por 

seguir tramitando su recurso, y, por tanto, al no haber animo por parte del interesado es 

inconcuso que la autoridad no se encuentra obligada a resolver el fondo del planteamiento. 

2.· Cuando durante el procedimiento en que se substancie el recurso administrativo 

sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el articulo 124 del 

Código Fiscal de la Federación. 
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Sin lugar a dudas debe sobreseerse el Recurso de Revocación cuando en su lramilación se 

actualice alguna de las causales de improcedencia, hecho que al surgir impide, dada la 

improcedencia, que se emita una resolución en cuanto al fondo de la cuestión planteada. 

3.- Cuando de las constancias que obran en el expediente administrativo quede demostrado 

que no existe el acto o resolución impugnada. 

En este momento hay que distinguir dos cuestiones, una que no exista el acto o resolución 

impugnada y otra que durante el procedimiento o tramitación del recurso deje de existir. 

Puede suceder que el contribuyente impugne un acto o haya señalado uno que en realidad 

no existe, por lo que sin lugar a dudas habrla no sólo impedimento material, sino también 

jurldico, para que la autoridad encargada de resolverlo se manifieste en relación con el acto 

señalado por el contribuyente como recurrido. También puede suceder que las resoluciones 

recurridas dejen de existir durante el procedimiento en el que se desarrolla el recurso, 

generalmente este hecho surge por la revocación que de ellas hace la autoridad, caso que de 

actualizarse produce el efecto inmediato de que el recurso quede sin materia, y ,por ende, se 

loma innecesario que se resuelva sobre la legalidad de un acto administrativo que ha dejado 

de tener vigencia. 

4.· Cuando hayan cesado los efectos del acto o resolución impugnada. 

En este supuesto es de señalar que el acto existe pero no produce ningún efecto perjudicial 

para el promovente, por lo que debe, ante la falla de alguna lesión jurldica, sobreseerse el 

medio de defensa intentado. 

4.4. Elementos. 

De manera general se ha dicho que existen elementos esenciales de validez y elementos 

secundarios de validez. Dentro de los primeros se encuentran los siguientes: 

./ Que se encuentre contemplado en una ley. 
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Para que un recurso administrativo exista y pueda producir todas sus consecuencias legales, 

debe estar contemplado, como se dijo, en una ley, ordenamiento que es fonnat y 

materialmente legislativo. 

En esta tesitura, es claro que los recursos previstos en reglamentos de ejecución, como el 

Reglamento del articulo 294 de la Ley del Seguro Social, no son obligatorios. 21 

En el recurso que se estudia esle requisito se satisface plenamente, ya que el Código Fiscal 

de la Federación, que es el dispositivo legal que lo contempla, es un ordenamiento material y 

formalmente legislativo . 

./ La existencia de una resolución administrativa. 

Además de que el recurso de revocación esté previsto en una ley, necesita o requiere para su 

existencia y validez que halle una resolución administrativa que sea la materia de este medio 

impugnativo. No basta que el recurso revocación esté contemplado en una ley, sino que 

además requiere de un acto administrativo que le de motivo y razón de surgir a la vida jurldica 

y material. De nada seivirla que el Código Fiscal de la Federación estableciera el recurso de 

revocación, si no existiera una resolución administrativa que se controvirtiera; por ello, se 

considera que la resolución es un elemento que le da existencia al recurso administrativo de 

revocación. Si bien es cierto que en un sentido técnico jurldico, podemos afirmar que por el 

sólo hecho de que el recurso de revocación esté contemplado en una ley debe ser causa 

suficiente para que exista, también lo es que no debe perderse de vista que la materia misma 

de este medio impugnativo lo constituyen las resoluciones administrativas con las que el 

gobernado o contribuyente no está de acuerdo, razón que ha sido causa de que se les 

considere como elemento de validez del recurso. 

Es de precisar que la resolución administrativa a la que nos venimos refiriendo debe 

satisfacer los siguientes requisitos: 
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a.· Que sea definitiva. Una resolución ooministrativa adquiere este carácter cuando no existe 

otro medio de defensa, además del de revocación, con el que pueda impugnarse, al mismo 

tiempo de que la autoridad por si misma se encuentra Impedida para revocarta o modificarla. 

h.· Que sea personal y concreto. Este requisito se satisface plenamente cuando la resolución 

administrativa está dirigida a una persona flsica o a una persona moral en especifico, en la 

que se les determina su situación fiscal en particular. 

c.· Que cause un agravio. La resolución que sea materia del recurso que se estudia, debe, o 

por lo menos asl lo cree el promovente, causar un perjuicio a su esfera jurldica. Debe partirse 

de la postura subjetiva del gobernado que estima que la resolución que combate lesiona sus 

intereses, ya que de otro modo no se justificarla la promoción misma del recurso, inclusive la 

normatividad que rige al medio de defensa que nos ocupa establece que cuando la resolución 

recurrida no afecte los intereses del recurrente, o sea, cuando no le cause ningún agravio 

debe decretarse la improcedencia del recurso, asimismo, se dispone que cuando la 

resolución que se combate se deja sin efectos y, por ello, ya no lesiona la esfera jurfdica del 

gobernado, el recurso promovido debe sobreseerse. 

d.· Que conste por escrito, a excepción de la negativa ficta. A fin de tener certeza sobre la 

existencia del acto que se combate es requisito que el acto de autoridad se plasme en un 

escrito, ya sea que conste en original, en copia certificada o por lo menos en copia simple. 

Amen de lo anterior, el hecho de que la resolución recurrida conste por escrito ofrece 

diversidad de ventajas como las siguientes: se tiene la certeza jurldica de los términos en los 

que se emitió la decisión administrativa; tanto para la autoridad como para el contribuyente 

sirve como un medio probatorio eficaz; al realizarse su lectura se puede establecer si este 

documento cumplió con los requisitos que exige el articulo 38 del Código Fiscal de la 

Federación, entre otras ventajas. 

21 Vgr. El Instituto Mexicano del Seguro Social ha pretendido hacer obligatorio el recurso de revocnción 
previsto en el Reglamento del anlculo 294 de la Ley del Seguro Social, no obstante que este recurso está 
previsto en un reglamento de ejecución. 
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En esle punlo conviene precisar que una resolución negaliva ficla es una resolución dada en 

senlido negalivo, en estriclo derecho es resolución que surge debido a una inactividad de la 

autoridad para resolver una delerminada inslancia, es decir, Ja ley, en el articulo 37 del 

Código Fiscal de la Federación, considera que si en un plazo de !res meses no se resuelve 

una inslancia o promoción de un particular, se entenderá que la auloridad resolvió en sentido 

negalivo y el afectado podrá promover los medios de defensa que estime perlinentes, como 

el juicio de nulidad o el recurso de revocación. 

Como se observa, la negaliva fleta implica una inactividad, que obviamenle se traduce en que 

no exisle propiamenle una resolución y si una presunción de que la autoridad resolvió en 

contra de los intereses del gobernado; en este senlido, y dada la naturaleza de Ja negativa 

ficla, es claro que no exisle conslancia por esenio de esla resolución, ni de su nolificación, ya 

que se reitera nunca ha habido resolución alguna, más para el efeclo de que no se deje en un 

eslado de Indefensión a los particulares, que corren el riesgo de que sus instancias o 

peticiones nunca sean resueltas, exisle la presunción de que, cuando no se les resuelva en 

un plazo de !res meses, debe enlenderse que la autoridad le negó lo solicilado, y el 

conlribuyenle afeclado se enconlrará en posibilidad de promover los medios de defensa que 

estime convenienles. 

e .• Que sea nueva. Significa • ... que lo que ella resuelva no haya sido objeto de otra 

resolución anterior dirigida a la misma persona o aluda a hechos que no han sido 

consentidos, expresa o lácitamente, o que no han sido materia de recurso administrativo, o 

que no han sido materia de juicio, o que no lo han sido de un recurso especial. '22 

Por olra parte, Ja doc/rina lambién ha eslablecido que exislen los llamados e/emenlos 

secundarios de validez, los cuales a saber son: 
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a) Término dentro del cual se presenta. 

El articulo 121 del Código Tribulario Federal, dispone que esle medio impugnativo debe 

presenlarse ante la autoridad competente, dentro de los cuarenta y cinco dlas siguientes a la 

notificación de la resolución administrativa que se pretende impugnar. 

Cuando el contribuyente además de impugnar la resolución respectiva impugne su 

notificación, deberá señalar la fecha en la que tuvo conocimiento del acto que recurre. En 

este ultimo supuesto, si resulta que la notificación se practicó de manera ilegal se tendrá 

como fecha de notificación del acto combatido, la que señaló el propio contribuyente; si por el 

contrario, se concluye que la notificación se practicó de manera ilegal, debe considerase, no 

obstante la manifestación del contribuyente en el sentido de que la resolución administrativa 

fue de su conocimiento en una fecha diversa a la que aparece en la constancia de 

notificación, el dla en que se realizó la notificación. 

SI ocurre que la notificación se practicó legalmente y que con motivo de ello, la presentación 

del recurso ocurrió fuera del plazo de cuarenta y cinco dlas, deberá sobreseerse el recurso 

por extemporáneo. 

El Maestro Emilio Margáin Manautou, al abordar este punto refiere que al necurso debe 

acompañarse Ja constancia de la resolución administrativa que se combate, y que ello debe 

ser asf excepto cuando el promovente declare bajo protesta de decir verdad que no recibió 

constancia, o cuando ésta se haya efectuado por correo certificado con acuse de recibo o 

bien se trate de una resolución negativa ficta, la cual ya fue estudiada en lineas anteriores de 

este trabajo. En el caso de que la notificación haya sido por edictos, deberá señalarse la 

fecha de la ultima publicación y el órgano en que se hizo. 

Consideramos que este requisito se estableció a efecto de que la autoridad se encuentre en 

posibilidad de realizar el cómputo de los dlas que transcurrieron entre la fecha de notificación 

de la resolución administrativa que se combate y la presentación del correspondiente recurso 

"EMILIO MARGÁIN MANAUTOU, ob. cit. P. 61. 
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de revocación. Es lógico que en aquellas notificaciones en las que no exista constancia de 

notificación, se exima al contribuyente de presentar este requisito, para lo cual bastará que 

manifieste bajo protesta de decir verdad que no se le dejó constancia de notificación alguna. 

En los casos en que se controvierta una resolución negativa ficla no existe constancia de 

notificación, pues precisamente la resolución que se combate es la falla de resolución a una 

instancia, es decir, propiamente no hay una resolución y, por ende, la nada no puede 

notificarse. 

b) Autoridad ante la que se debe presentar. 

De confonmidad con el articulo 121 del Código Fiscal de la Federación, el Recurso 

Administrativo de Revocación, puede presentarse ante la autoridad competente en razón del 

domicilio del contribuyente o ante la que emitió o ejecutó el acto impugnado. 

Si el particular tiene su domicilio fuera de la población en que radica la autoridad que emitió o 

ejecutó el acto impugnado, puede enviar el recurso por correo certificado con acuse de 

recibo, teniéndose como fecha de presentación del medio de defensa, aquélla en que fue 

recibido en la oficina de correos, siempre y cuando el envio se efectúe desde el Jugar en que 

resida el recurrente. 

Por disposición expresa del articulo 120 del Código Fiscal de la Federación, cuando se 

interponga un recurso ante una autoridad fiscal incompetente, ésta lo deberá turnar a aquella 

que sea compelen te para su trámite y resolución. Es pertinente precisar que si bien el recurso 

se pude presentar indistintamente ante la autoridad que emitió el acto o ante Ja que sea 

competente para resolverlo, esto no implica que ambas autoridades tengan competencia para 

resolverte. De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento Interior del Servicio de 

Administración Tributaria vigente para el año 2000, las autoridades competentes para 

resolver el recurso administrativo que se estudia son: 

v' La Administración General de Grandes Contribuyentes. 
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Esta unidad administrativa conoce respecto de los recursos administrativos cuando se trate 

de resoluciones emitidas por ella misma o respecto de resoluciones que sea competente en 

términos del apartado A del articulo 13 del Reglamento Interior del Servicio de Administración 

Tributaria, y en donde intervengan como partes la Federación, los Estados de la Republica, el 

Distrito Federal, los Municipios, los organismos descentralizados, la empresas de 

participación estatal, los partidos y asociaciones pollticas legalmente reconocidos, las 

instituciones de crédilo y las organizaciones auxiliares del crédito, las casas de cambio, las 

instituciones para el depósito de valores, de seguros y fianzas, asl como las sociedades de 

inversión, las bolsas de valores y las casas de bolsa , los fideicomisos, asl como cualquier 

otra entidad del sislema financiero diversos de los que ya se precisaron, las sociedades 

mutualistas, tas sociedades mercantiles que cuenten con autorización para operar como 

controladoras y controladas, las sociedades mercantiles que cuenten con autorización para 

consolidar sus resullados fiscales con las instituciones de crédito o casas de bolsa, las 

operadoras de sociedades de inversión, las personas morales a que se refieren los Tltulos 11 y 

JI A de la Ley de Impuesto sobre la Renta y que se encuentren en cualquiera de los siguientes 

supuestos; 

a) Diferencia entre el impuesto al valor agregado del ejercicio e impuesto al valor 

agregado acreditable: 10.5 millones de pesos. 

b) Impuesto sobre la renta del ejercicio: 7 millones de pesos. 

c) Diferencia enlre el impuesto sobre la renta y el impuesto al activo a cargo: 2.5 

millones de pesos. 

d) Relenciones de impuesto sobre la renta. 8 millones de pesos 

e) Tolal de ingresos acumulables; 1, 700 millones de pesos. 

Q Valor total de los actos o actividades para el efecto de impuesto al valor agregado. 1, 

600 millones de pesos. 
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g) Deducciones por compras netas de importación: 231 millones de pesos, y 

h) Deducciones por sueldos, salarios y mano de obra: 116 millones de pesos. 

Asimismo, conoce del recurso cuando se trate de residentes en el extranjero con 

establecimiento permanente o base fija en el pals y sus responsables solidarios, las lineas 

aéreas y navieras extranjeras con establecimiento permanente o representante en el pals; 

cuando intervengan Estados Extranjeros, organismos internacionales, miembros del servicio 

exterior mexicano, miembros del personal diplomático y consular extranjero, asl como los 

servidores públicos cuando por el carácter de sus funciones permanezcan en el extranjero, en 

el año de calendario por mas de ciento ochenta y tres dlas naturales, ya sean consecutivos o 

no, y cualquier contribuyente, en materia de verificación de la determinación de deducciones 

autorizadas e ingresos acumulables en operaciones celebradas con partes relacionadas, 

verificaciones de origen llevadas al amparo de los diversos tratados comerciales de los que 

México sea parte, acreditamiento de impuestos pagados en el extranjero. 

"' La Administración General Jurldica de Ingresos. 

De conformidad con lo dispuesto en el articulo 16, fracción XIX, del Reglamento del Servicio 

de Administración Tributaria, esta unidad administrativa es competente para resolver el 

recurso, cuando el acto combatido fue emitido por ella misma, por cualquier unidad 

administrativa del Servicio de Administración Tributaria o por autoridades fiscales de las 

entidades federativas en cumplimiento de convenios y acuerdos de coordinación fiscal 

previstos en la Ley de Coordinación fiscal. 

"' Las Administraciones Locales de Grandes Contribuyentes. 

Según lo dispuesto en el articulo 21, inciso A. fracción XLIV, del Reglamento que se viene 

estudiando, estas Administraciones son competentes para tramitar y resolver los recursos de 
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revocación, cuando se trate de resoluciones emitidas por ellas mismas y se vean inmiscuidos 

algunos de los siguientes sujetos: 

La Federación, los Estados de la Republica y el Distrito Federal, los Municipios, Organismos 

descentralizados, Empresas de Participación Estatal, los Partidos y Asociaciones Pollticos 

legalmente reconocidos, las Instituciones de Crédito y las Organizaciones Auxiliares del 

Crédito, las casas de cambio, las Instituciones para el Deposito de Valores, de Seguros y 

Fianzas, asl como las Sociedades de Inversión, las bolsas de valores y las casas de bolsa, 

los fideicomisos, asl como cualquier otra entidad del sistema financiero diversos de los que ya 

se precisaron, las sociedades mutualistas, las sociedades mercantiles que cuenten con 

autorización para operar como controladoras y controladas, las sociedades mercantiles que 

cuenten con autorización para consolidar sus resultados fiscales con las instituciones de 

crédito o casas de bolsa, las operadoras de sociedades de Inversión, las personas morales a 

que se refieren los Tllulos 11 y 11 A de la Ley de Impuesto sobre la Renta y que se encuentren 

en cualquiera de los siguientes supuestos: 

a) Diferencia entre el impuesto al valor agregado del ejercicio e impuesto al valor 

agregado acredilable: 10.5 millones de pesos. 

b) Impuesto sobre la renta del ejercicio: 7 millones de pesos. 

c) Diferencia entre el impuesto sobre la renta y el impuesto al activo a cargo: 2.5 

millones de pesos. 

d) Retenciones de impuesto sobre la renta. 8 millones de pesos. 

e) Total de ingresos acumulables: 1. 700 millones de pesos. 

Q Valor total de los actos o actividades para el efecto de impuesto al valor agregado. 1, 

600 millones de pesos. 

g) Deducciones por compras netas de importación: 231 millones de pesos, y 

h) Deducciones por sueldos, salarios, y mano de obra: 116 millones de pesos. 

Además de que el domicilio del contribuyente afectado, que puede ser cualquiera de los 

mencionados, debe encontrarse dentro de la circunscripción territorial de la Administración 
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Local de Grandes Contribuyentes. En et Distrito Federal sólo existen dos Administraciones de 

este tipo, las cuales son: la del Norte del Distrito Federal y la del Oriente. 

Con relación a estas administraciones cabe precisar que el pasado 05 de septiembre del 

2000, se público en el Diario Oficial de la Federación el 'Acuerdo por el que se suspende el 

inicio de actividades de las Administraciones Locales de Grandes Contribuyentes', con lo que 

se suspendieron sus actividades estas administraciones, las que a través de diverso Acuerdo 

publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 31 de agosto del 2000, ya hablan 

dado inicio a sus actividades. 

El Acuerdo de suspensión de actividades dispuso que los asuntos que se estaban tramitando 

las Administraciones Locales de Grandes Contribuyentes, serian concluidos por la 

Administración General de Grandes Contribuyentes . 

.,, Las Administraciones Locales Jurldicas de Ingresos. 

Estas administraciones son competentes para resolver los recursos administrativos hechos 

valer por los particulares afectados, cuyo domicilio fiscal se encuentre dentro de su 

respectiva circunscripción territorial. En el Distrito Federal existen cuatro Administraciones 

Locales Jurldicas de Ingresos, a saber. la del Centro, la del Norte, la del Sur y la del Oriente. 

No obstante lo anterior, el Código Fiscal de la Federación, en su articulo 121, detennina que 

el recurso deberá presentarse ante la autoridad competente en razón del domicilio del 

contribuyente o ante la autoridad que emitió o ejecutó el acto que se combate. 

El dispositivo legal que se comenta, penmite saber cual la autoridad ante la cual debe 

presentarse el recurso, ya que sólo habrá que atender a las caracterlsticas del contribuyente, 

como lo son su domicilio fiscal, y si es una ente público o una persona que no fonna parte de 

la estructura administrativa, para saber si es un sujeto fiscalizado por una Administración 

Centralizada, como lo son la Administración General de Grandes Contribuyentes y la 
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Administración General Jurldica de Ingresos, o es sujeto a una Administración Regional, 

como lo son las propias Administraciones Locales Jurldicas de Ingresos. De igual manera 

debe atenderse a la auloridad que emitió o ejecutó el acto que se impugna, ya que en última 

instancia ante ésta se deberá presentar el recurso. 

c) Periodo de admisión de pruebas. 

Propiamente no existe un periodo de admisión de pruebas en el recurso de revocación ante la 

autoridad hacendaría federal, como ocurre en los juicios. El promovente debe ofrecer y exhibir 

con el recurso las pruebas de su parte, por lo que en todo caso, al admitir las autoridades 

este medio impugnativo, deben asimismo admitirse las pruebas. 

Cuando el contribuyente omita presentar las pruebas que ofreció, la autoridad deberá 

requerirlo para que las exhiba en un plazo de cinco dlas hábiles; ante la falta de cumplimiento 

se tendrán por no ofrecidas. 

Cuando el contribuyente ofrezca pruebas que no obran en su poder y se trate de documentos 

que legalmente pudo obtener, deberá acreditar haberlas solicitado a la autoridad 

correspondiente, precisando con toda claridad el archivo en que se encuentran y la 

dependencia que las tenga en su poder, para que de esta manera la autoridad que va a 

resolver el recurso requiera su remisión, cuando esto sea posible. 

Se entiende que un documento está a la legal disposición del contribuyente cuando éste 

pueda obtener copia certificada de los documentos correspondientes. 

Por último, es de señalar que el Código Fiscal de la Federación en su articulo 130 establece 

que en los Recursos Administrativos se admitirá todo tipo de pruebas, excepto la testimonial y 

la confesión de las autoridades mediante la absolución de posiciones. Sin embargo, esta 

prohibición no exime a las autoridades de que rindan inlonmes acerca de los actos 

impugnados por el contribuyente que consten en sus expedientes. 

4.5. Requisitos de admisión. 
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Por la trascendencia e importancia que adquiere este punto, decidimos darte un espacio 

especifico en el presente trabajo, y asl explicar que la doctrina administrativa ha establecido 

que existen requisitos esenciales y fonmales que se deben cumplir para que la autoridad 

administrativa admita el recurso que se estudia. Los requisitos esenciales son aquellos que 

necesariamente deben cubrirse para que se admita el recurso, mientras que los requisitos de 

forma son las formalidades que debe cubrir el promovenle para que se admita el recurso; 

ante su ausencia dan origen a un requerimiento por parte de la autoridad resolutora a fin de 

que el recurrente cumpla con la fonmalidad exigida. 

Los requisitos esenciales son: 

.r Que el recurso conste por escrito y que se presente dentro del plazo de cuarenta y 

cinco dlas que se tienen para tal efecto. 

La ley no exige que debe ser en algún tipo especial de escritura, por lo que tal recurso puede 

ser hecho en maquina de escribir mecénica, eléctrica, en computadora o inclusive a puño y 

letra del promovente. Lo cierto es que tal requisito se exige a fin de que exista constancia por 

esenio de todo lo actuado. 

Como ya se ha venido comentando, el recurso de revocación debe presentarse dentro de los 

cuarenta y cinco dlas siguientes a la fecha en la que se notifico el acto que se recurre. Este 

requisito se establece a fin de que no exista un plazo indetenminado dentro del cual el 

contribuyente pueda promover su medio impugnativo . 

.f El nombre, la denominación o razón social y el domicilio fiscal manifestado al 

Registro Federal de Contribuyentes. 

Resulla obvio que en el recurso se deba señalar el nombre de la persona flsica o moral que 

ve afectado su intelés jurfdico y que por tal motivo promueve el recurso de revocación. La 

nonmalividad que regula a este medio impugnativo no establece la consecuencia de no 
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señalar el nombre del promovente; a nues/ro parecer, cuando esto suceda deberá 

sobreseerse por improcedente el recurso presentado, debido a que no habrla ta posibilidad 

de emitir requerimiento alguno, al no conocer et nombre del promovente. Por otra parte, es 

importante que el recurrente señale su domicilio fiscal, ya que es Ja base detenrninar la 

autoridad competente por territorio para resolver el recurso. 

Si el recurso lo promueve alguna persona o empresa a través de su representante legal, es 

indispensable que éste señale su nombre, a efecto de que la autoridad a la que corresponde 

tramitar y resolver el recurso se cerciore de que la persona que se asienta como 

representante legal del promovente, se encuentra investido de Ja representación que dice 

tener, para Jo cual, además de indicar su nombre, deberá demostrar a ta autoridad la 

representación legal que dice tener . 

../ Debe señalarse la autoridad a Ja que se dirige. 

Con este requisito se facilita que la Oficialla de Partes Identifique Ja autoridad a la que debe 

turnar el escrito. Si no se precisa Ja autoridad a Ja que vaya dirigido el escrito, la oficina que lo 

haya recibido deberá analizarte lntegramente para que pueda determinar de qué se trata el 

ocurso y asl remitirte a la autoridad a quien corresponda conocer de su trámite y resolución. 

v' Debe señalarse el propósito de Ja promoción. 

Este requisito se cumple con el hecho de que el promovente señale cuál es el motivo por el 

cual comparece. Generalmente este requisito se satisface en el preámbulo del escrito en et 

cual se promueve el recurso de revocación; inclusive la materia o fin del preámbulo es 

señalar el motivo de la promoción. 

v' La resolución o acto que se impugna. 

El recurrente debe indicar con toda precisión el acto o actos que combate, a efecto de que la 

autoridad que admita el recurso, se encuentre en posibilidad de saber si to que se impugna es 
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susceplible de combatirse a través del recurso de revocación, dado que sobre el acto 

señalado como impugnado Ja autoridad resolverá el recurso. 

v' El o los agravios que le cause el acto impugnado, as! como las pruebas y los hechos 

controvertidos de que se trate. 

El recurrente debe exponer la ilegalidad de la resolución que combate a través de la 

fonnulación de conceptos de impugnación, para ello debe reseñar los antecedentes del acto 

combatido, as! como sostener los razonamientos lógicos y jurldicos tendientes a destruir la 

presunción de legalidad de que goza lodo acto de autoridad; hechos y razonamientos que 

deben basarse en las pruebas que tenga a su alcance y que sean susceptibles de admitir.;e. 

"' La finna del interesado o de la per.;ona que lo represente legalmente, a menos que 

no sepan o no puedan finmar, caso en el que deberán imprimir su huella digital. 

Con relación con este punto se ha discutido acerca de que, si con motivo de la falla de finna, 

la autoridad debe requerir al promovenle para que lo finme o bien tener el escrito por no 

presentado. En nuestra opinión, la autoridad debe tener por no presentado el recurao, ya que 

la firma es el medio por el que se manifiesta la voluntad de las per.;onas, la cual queda 

plasmada en un documento, por tanto, si no existe la manifestación de voluntad de alguien 

para iniciar un medio de defensa, es indudable que el mismo debe tener.;e por no interpuesto, 

pues no es posible fonnular requerimiento alguno, dado que si bien es cierto, se puede 

conocer el nombre y domicilio de la per.;ona que supuestamente lo promueve, también lo es 

que no existe constancia de que en efecto, la voluntad de esa per.;ona haya sido la de 

promover el medio de delensa. 

Los requisitos esenciales ya explicados deben necesariamente estar previstos en la ley. En 

caso de que no se cumpla con alguno de los requisitos señalados (excepto el de la finna), la 

autoridad deberá requerir al recurrente para que dentro del plazo de cinco dlas complete o 

corrija Ja omisión o la irregularidad. 
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De confonnidad con lo dispuesto en el articulo 122 del Código Fiscal de la Federación, si el 

promovente no cumple con el requerimiento que previamente se le haya fonmulado y, en 

consecuencia, no expresa los agravios que le cause la resolución que impugna, la autoridad 

fiscal deberá desechar el recurso: si no se señala el acto que se impugna se tendrá por no 

presentado el recurso. 

El articulo 123 del ordenamiento legal que se viene comentando, prevé que si el promovente 

no exhibe los documentos que acrediten su representación, en el caso de que promueva a 

nombre de otra persona, el documento en el que conste el acto impugnado o la constancia de 

notificación de ésta, no obstante el requerimiento que se le hubiese fonmulado, se tendrá por 

no interpuesto el recurso; en cambio, si no se exhiben las pruebas se tendrán por no 

ofrecidas. 

Siguiendo el estudio que realiza el Maestro Emilio Margáin Manautou, los requisitos de fonma 

o fonmales son aquellos cuya omisión no trae como consecuencia que se tenga por no 

interpuesto el recurso, pero si producen perjuicios al contribuyente. Estos requisitos son: que 

sea claro, que se señale el nombre de la persona que promueve, el señalamiento de la 

autoridad que emitió el acto administrativo que se combate, asl como la cita de éste, que se 

expongan los hechos que dieron origen al acto administrativo que se debate, que se cite el 

derecho y que se mencionen las pruebas ofrecidas. 

4.6. Resolución y Efectos de la Resolución Administrativa. 

La resolución que ponga fin al Recurso Adminislrativo de Revocación debe estar 

debidamente fundada y motivada, debiendo examinar todos los agravios hechos valer por el 

recurrenle, excepto cuando exista alguno que de manera directa pueda ser suficiente para 

revocar el acto combatido. Cuando se impugne un aclo administrativo y su notificación, la 

autoridad se encuentra obligada a estudiar en principio aquellos agravios que se hagan valer 

en contra de la notificación, ya que si la auloridad administrativa detenmina que la notificación 

se encuentra ajustada a derecho puede suceder que la interposición del recurso resulte 

exlemporánea, y posterionmente se abocará al estudio de los reslantes agravios. 
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El articulo 133 del Código Fiscal de I~ Federación, establece que la resolución que ponga fin 

al Recurso podra: · 

./ Desecharlo por Improcedente.· 

Existira una resolución en la que se deseche el recurso cuando el. medio impugnativo sea 

improcedenle; es decir; cuan.do no se actualicen los supuestos de procedencia (las causales 

de Improcedencia, aslcomo los supuestos de procedencia del recurso de revocación, ya han 

sido analizadas e~ paginas anteriores, por lo que no se detallan en este momento) . 

. ;r Tenerto,por no presentado. 

El medio impugnativo que se estudia se tendra por no interpuesto o por no presentado, 

cuando no sil hubiese cumplido con algún. requerimiento; es la sanción contemplada en el 

Código Fiscal de la Federación, que faculta a la autoridad administrativa para no admitir el 

recurso debido a que no se cumplieron con los requisitos para admitir el recurso. La 

conclusión expuesta con anterioridad se obtiene de la lectura que se realice a los articulas 

122 y 123 del Ordenamiento legal que se viene citando . 

./ Sobreseerlo. 

Se sobreseera el recurso cuando exista algún impedimento jurldico para que la autoridad 

administrativa resuelva el fondo del asunto que se plantea en el recurao •. Los sup~eslo~ de 

improcedencia se encuentran previstos en íi articulo 124-A de(Código Flscál de la 

Federación, los cuales ya fueron objeto de estudio en este trabajo. 
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Resolución en la que la autoridad administrativa concluye que la resoluclónrei:urrida fue 

emitida acorde a la legalidad establecida para el caso c'a~c~tb, por fo que 'c'anfinna la 

resolución controvertida . 

./ Mandar reponer el procedimiento administrativo o que selJ~it~ una n~eva resoiJción. 
• • - -. _ • .:.- .- ·' - - .• --:~;; ,-: .•. )f ,_' • 

Se actualiza cuando a juicio de la resoiut~;a, fa aulori~~d>~6úmdfomitió los requisitos 

fonnales exigidos por las leyes, obi~n cuando consÍdera qÜe s~' cometieron violaciones de 
···, . ' .·_·. .··. : 

procedimiento en la emisión del acto combatido, en pe~ufclo del contribuyente, por lo que 

detenmlna reponer la parte del procedimiento en donde se suscitaron fas violaciones al 

mismo . 

./ Dejar sin efectos el acto impugnado. 

Cuando el recurrente logró, con los motivos de fnoonfonnldad y con las pruebas que ofreció, 

desvirtuar fa presunción de legafldad de fa resolución combatida, la autoridad deberá 

revocarta, ya que un acio no debe producir ningún efecto )urldioo alguno . 

./ Modificar el acto Impugnado o dictar uno· nuevo que lo sustituya, cuando el recurso 

Interpuesto sea total o parcialmente resuelto a favor del recurrente. 

Puede darse el caso de que con motivo del estudio del recuso promovido, la autoridad 

administrativa se percate que cometió alguna irregularidad, por lo que en estos casos fa 

autoridad deberá ordenar que quien emitió el acto primigenio subsane fa irregularidad o bien 

que emita uno nuevo sustituyendo al inicialmente combatido. 

Consideramos que cuando el recurso sea resuelto parcialmente a favor del recurrente, fa 

autoridad deberil ordenar que se subsane la irregularidad cometida, dejando subsistente la 

parte que resulte legal del acto recurrido; en cambio, cuando el recurso sea totalmente 

favorable al recurrente, la autoridad deberil revocar el acto controvertido y dictar una nueva 

resolución en fa que se subsanen las irregularidades cometidas. 

99 



4.7. Plazo para que la autoridad emita su ResoluclÍín. 

De conformidad con lo dispuesto. en el articulo 131. deÍ Código Fiscal dé la Federación, la 

auloridad a quien corresponde la resolución' del recurso 'cie revocación, debe hacerlo en un 

plazo que no exceda de ire's m~~~s, conl~dos a p~rtir de la fecha en qu~ fue admilido. En 

caso de que la autoridadO no iesu~lv~ e1Jecur50 clé~tílJ del termino aludido, se entenderá, 

fictamente, que la autoridad confi;m(J el aclo;~c~rrid~. caso en el cual el contribuyente podrá, 
. ' .. ,, '-,:,,'·'i:·,,-: _-.. - . ·, 

a su elección, esperar a que la autoridad emita la· resolución respectiva o bien impugnar la 

negativa ficla ·~~t.e ~Í Trlb~ri~IFl~.cal d~ Ía F~er~clón. . . - . - . ' 

El articulo 131 del CÓdÍgo TribÚlario Fli<leral, textualmente cita: 
. . . 

. : 'l~:a~torldOd.deberá amiür resolución y notificarla en un ténnino que no excederá de 
tres meses contados a partir de la fecha de Interposición del recurso. El ~lenclo de le 
autoridad significaré que se ha confinnado el aclo Impugnado .. .' 

De dicho precepto se desprende que la obligación de la autoridad para resolver el recurso en 

el plazo de tres meses es una facultad reglada, nosotros más bien dirlamos que es· una 

obligación reglada, por lo que si la autoridad resuelve .. fuera del plazo aludido y el particular 

controvierte la resolución, ésta debe ser declarada nula de manera lisa y llana. A nuestra 

consideración, y por analogla, funda el criterio que se viene exponiendo la tesis del Tribunal 

Fiscal que a continuación se trascribe: 

100 

PLAZO PARA CUMPLIMETAR LA RESOLUCIÓN RECURRIDA. CONSTITUYE 
UNA FACULTAD REGLADA.· El Código Fiscal de la Federación en su articulo 133, 
üllimo pérrafo, le senara a la autoridad un plazo de cuatro meses para cumplir con la 
resolución recalda al recurso de revocación. Esla disposición contiene una facultad 
reglada cuando usa en su tex1o el término "deberá", en lugar de 'podrá', eslablece un 
deber jurldico, en virtud del cual, las autoridades cuentan con un plazo perentorio de 
cuatro meses, para cumplir las resoluciones referidas. De lo anterior, se entiende que 
el propósito de la nonna es obligar a la auloridad a cumplir en un plazo máximo, 
bnndando asl, segundad jurldica al particular. En consecuencia, si la autoridad 
administrativa ejecuta lo dispuesto por la resolución recalda al recurso, fuera del 
plazo senalado por la ley, siempre que el particular impugne el acto administrativo 
respectivo por estimarlo lesivo a su interés jurldico, éste deberá ser anulado. 

Juicio de Nulidad No 100(2tl)1~7"30Sl96.· Resuello p:ir ta Seguoda Seaibn de ta Sala Supenor del 
Tribunal de la FederaciOO, en sesión de 22 de enero de 1998, por mayoria do 3 votos ron la ~ 



modificada 'f 1 en contra.- Ma¡¡istrado Ponente : Magistrado Luis Carballo Bafltanera .• Secretarlo: lle 
GustavoVlllogas Pana. Tesis aprobada en sesión da24do lebrefOde 1998.n 

4.8. Aspectos a Resaltar de este Medio Impugnativo. 

Podemos sostener que el Recurso de Revocación cumple en gran medida con la finalidad 

que se persigue con todo recurso administrativo: la defensa de los intereses del 

contribuyente, amén de que su regulación y trámite son claros, ya que se encuentran bien 

detallados sus supuestos de procedencia, causales de improcedencia, sobreseimiento, lo 

relativo a las pruebas que pueden ofrecerse y efectos de la sentencia, y por supuesto a partir 

de que se Instituyó como único recurso en el Código Fiscal de la Federación, ya no hay 

confusión en cuanto a su procedencia con relación al recurso de oposición al procedimiento 

administrativo de ejecución, circunstancia que era muy frecuente tal y como se ha venido 

explicando en el desarrollo del presente trabajo. 

Sin duda alguna, es a partir de la refonna que se suscitó en 1996, con la que este medio de 

defensa adquirió mayor fuerza. Nosotros opinamos que la nonnatividad que se aplica al 

··recurso de revocación que surgió con tal reforma es benéfica, ya que pennite que el particular 

combata detenninados actos administrativos que a su juicio son ilegales. 

Se afimia que es la nonnatividad es benéfica, en virtud de que no exige requisitos que 

pudieran llegarse a considerar excesivos, además de que los requisitos que se establecen 

para su tramitación son los indispensables para que la autoridad resolutora tenga los 

elementos mlnimos para resolver si el acto que se recurre es ilegal o no. 

Con la estructura actual que arropa al recurso de revocación, podemos decir que cumple en 

gran medida con los objetivos que se buscaron con ta refonna para 1996, salvo con la 

· eficacia y la agilidad pretendida; pero es de destacar que tales incumplimientos no son 

"Revista del Tribunal Fiscal de la Federación, 3' Epoca, julio de 1998, pagina 131. 
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propiciados por el recurso como tal, ni siquiera por las normas jurldicas que lo regulan, sino 

por las personas a quienes se les otorga la responsabilidad de admitirtos, tramitarlos y 

resolvertos. Es de considerar que muchas veces las personas sobre quienes recae la tarea 

de admitir, tramitar y resolver este medio de defensa, olvidan que deben a~icar los preceptos 

que establece con claridad el Código Fiscal de la Federación, en cuanto que deben valorar 

pruebas; dar oportunidad a que el recunrente cumpla con requisilos que en principio no 

cumplió, que deben. resolver conforme a derecho y no conforme a creencias o meras 

suposiciones, ¿A que liiigante' no le han sucedido alguna de estos contratiempos, que desde 

luego no es JÓ que estipula Ja ley?. Esta~ ilegalidades son solo algunas de una larga lista que 

pÓdemos mencionar/' ' 

Lo anteriór hace n~c:is;n·6 ~ue las personas a quienes se les encargue el lrámite, estudio y 

resolución del re¿ursci de re~oc;¡clón, tengan una preparación jurldica adecuada, completa e 

ldónéa que les pe;mlta re~v~r con' Ja técnica jurldlca debida, para lo cual es indispensable 

que ' ronoz~íi' Jo~ 'principl~s generales del derecho y garantlas individuales de los 

gbbemados: en es¡l;ic1~1 Jos derechos de petición y de audiencia, conocer las leyes aplicables 

al caso concreto, d~bi!n comprender Ja figura de la supletoriedad de leyes y en general todo 

lo conéerrÍi~nte a la regulación de ta pruebas, incluyendo su ofrecimiento y valoración' 

además de que estudien, comprendan y apliquen correctamente los conceptos de 

fundamentación y motivación. 

Somos de ta opinión de que estas personas, amén de aplicar los conocimientos ya referidos, 

deben conocer y manejar, como todo se1Vidor publico, los principios de legalidad, eficacia. 

honradez e imparciaíidad, en los términos apuntados en et Capitulo 11, del presente trabajo, lo 

que sin duda alguna beneficiaria a todo et sistema de impartición de justicia administrativa. 

Por lo que se ha venido comentando, consideramos que la poca eficacia y los errores que se 

le atribuyen a los recursos administrativos, como el que se estudia, son arbitrariedades de las 

personas y no de Ja ley, ya que el análisis que se ha realizado al recurso de revocación 

previsto en el Código Fiscal de al Federación, nos permite concluir que si no es perfecta la 

ley, permite que el contribuyente ejerza su defensa, y no notamos alguna etapa, requisito o 
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algún olio elemento que impida o suponga un impedimento al derecho de audiencia y de 
deferÍsa'de los contribuyentes. 
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CONCLUSIONES 

1.- Desde el punto de visla jurldico, por recurso ·se debe entender a la acción que otorga la 

ley a los gobiirriados pára combatir delerminadas reS<llu~iones de autoridad, a fin de que a 

éstas se les de un nue~~ sentido, camino ~~u~. ·. 

2.- Losrecursos. administralivos_.s~n medios de~deferisa• al.alcan:de.lo~' g~bem~do~·y s~ 
promueven en contra de decisiones admlnislralÍv~~que a ju1~1() ~elp~rti~~l~r s~n ileg~Íes, ~r· 
violación al ordenamiento apli~~do opor f~taii;'~pÍi~6ión'ctéla:dis~~Í~Íón'ct~bida: ~n la 

finalidad de que esa decisión deje de te~~/~ici-S1~~~1~ Jurl~Íc~/q~~ ~; ello n~ produzca 

efectosjurldicos. · · · . · >;-.:·._,·,,X;.:\(/\ .> ' ·· , 
··;;~. '·~<:·.: ';'< 

3,- Los recursos admiríislralivos soirnedlcis' de Cónírol de los· actos de. las auloridades, ya 
-<" .::·,,,-e:,.,·.,:., ,,;_, .. , .. ' 

que a lravés de ellos es posible qúe se modifiqué"o' revoque una delerminada resolución 
' ... .i: 

administrativa. 

4.- Los recursos admlnislralivos no debE!n ser_ trampas procesales que impidan la defensa de 

los administrados, por elcon.lrario deben ser accesibles, de tal manera que con un mlnimo de 

formalidades queden satisfecho~ l~s req~isilos de procedencia. 

. : . . 

5.- El recurso adminisÍrativ~ n~ limita las posibilidades de delensa de los particulares, dado 

que la resolución queal efecto se pronuncie puede ser impugnada vla juicio de nulidad, en 

donde es pó~ible que· ~e hagan v~ler conceptos de inconformidad diferentes a los que se 
-~. ' : '~ ... , . . . -

plantearon ante la autoridad acÍminlslrativa .. 
·.: .. .,;- _·>::..:-:. >1~':·--~·:· 

6.'. Los' recursos adinÍnl~Íralivospermiien que la autoridad recurrida conozca de las 

ilegalid~des ~~q~~;~n~m'~cha~ oc~si~~es i~c~rre, haciendo posible que lenga conocimiento 

.. de probable~ c¡;~iradi~io~~~. defectos y lagunas que puedan existir en las leyes. 
- -'-,·-_---'-"_,·,=-:· . -- ___ ·- - . - . - . -

i- :A través d~i iec~~º de oposición a1 procedilll1en10 administ;auvo de eJecució~, 1os 

conlribuyentes lentan la po~ibilidad de combatir acles llevados a cabo dentro del 
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procedimiento económico coactivo. Si se querla Impugnar propiamente la liquidáción del 

crédito ·debla promoverse el recurso de revocación. 

8.- Con la coexistencia del recurso de oposición al procedimiento administrativo de ejecución 

y del de revocación, exislfan confusiones entre los conlribuyenles, al no saber con precisión 

qué medio de defensa procedla en unos casos y cuál en otros. 

9.- La regulación que nonnaba al recurso de oposición al procedimiento administrativo de 

ejecución delenninaba que, para promover juicio de nulidad era indispensable haber agolado 

este recurso, con lo que se prelendla que las autoridades resoluloras conocieran sus 

irregularidades y con ello, ir depurando sus actos, de !al manera que cada vez fueran más 

apegadas a la legalidad. 

10.- Para el año de 1996 se unificó el recurso de oposición al procedimienlo administrativo de 

ejecución y el de revocación, a fin de evitar las confusiones de exisllan entre los 

contribuyentes con relación a la procedencia de estos medios impugnalivos. As! los actos 

administrativos que anlerionnenle se impugnaban con el recurso de oposición al 

procedimiento administrativo de ejecución, aclualmenle son susceptibles de combatirse a 

través del recurso de revocación. 

11.- La refonna de 1996 al Código Fiscal de la Federación, con relación a los recursos de 

revocación y de oposición al procedimiento administrativo de ejecución, otorgó mayor 

seguridad a los particulares debido a que estableció un sólo recurso adminislralivo, pero no 

logró la eficacia, agilidad y calidad pretendidas en el lrámile del recurso, ya que entre las 

personas a quienes se les encarga la resolución de estos medios de defensa existe una 

deficiencia en los conocimientos que se requieren para desempeñar esla tarea. 

12.- El recurso de revocación tiene una finalidad depuradora de actos administrativos 

preexislenles, los cuales se diclaron en contravención a las disposiciones jurldicas aplicables 

al caso concreto o bien se dejaron de aplicar las debidas. 
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ANEXOS 

Estimamos pertinente ~ue s~ aoompaÍle al presente trab~jo con ejemplos de algunos de Jos 
recursos administrativos, estos son:·· · · · · · 

,A., Recurso.de Revisión, previsto en Ja Ley Federal de Protección al Consumidor. 

C. DELEGADO FEDERAL DE LA PRDCURADURIA 
FEDERAL EN IZT APALAPA. 

ALBERTO MURGUIA MORENO, en mi candad de represenlanle legal de la empresa GAS MEXICANO, S.A. DE 
C.V., representación que acredilo en lénnlnos de la escrilura pública número 16,723 de 23 de noviembre de 
1998, pasado anle la fe del notario público número 153 del Distrito Federal, señalando como domicilio para olr y 
recibir todo üpo de notificaciones el sito en R/O EBRO 88·A, COLONIA CUAUHT~MOC, MÉXICO, DISTRITO 
FEDERAL, C.P. 06500, aulorizando para lal efcclo al CC. FRANCISCO JAVIER PERE2 ANDRADE, de la 
manera más atenla, comparezco y expongo: 

Que, por medio del presenle esenio, vengo a interponer RECURSO DE REVfSION en contra de la resolución 
emitida por el Jefe del Oepartamenlo de Servicios al Consumidor de la Delegación Metropolitana en fztapalapa, 
diclado er 20 de septiembre de 2000, en el que se lo Impone una sanción a mi represenlada por la canüdad de 
5,738.00 (CINCO MIL SETECIENTOS TREINTA Y OCHO PESOS 001100 M.N). 

Previo a los agravios, como sus antecedentes expreso los siguienles: 

1.· Con fecha 24 de agosto del 2000, la C. Maria del Resano Rosales González. inlerpuso una queja en contra 
de mr representada, a la que se te dio el número 543100. 

2.· El dla 17 de septiembre del 2000, se llevó a cabo la audiencia de conciliación en la que se rindió el inlonne 
de ley. En dicha audiencia el conciliador decidió no permiür la comparecencia de mi represenlade a pesar de fa 
voluntad de ésla de atender a fa quejosa y de encontrarse un representante de la proveedora en las instalaciones 
de la Procuraduría Federal del Consumidor. 

3.· El 20 de septiembre do 2000, esa Autoridad dictó un acuerdo en el que el Jefe del Departamento de 
Servicios al Consumidor de la Delegación Metropolitana en lztapalapa, emitió fa resolución combatida por fa cual 
se impone a mi representada una multa por la cantidad de 5,738.00 (CINCO MIL SETECIENTOS TREINTA Y 
OCHO PESOS 00/100 M.N). 

Inconforme con lo anterior el hoy recurrente expresa los siguientes: 
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CONCEPTOS DE INCONFORMIDAD. 

PRIMERO.· Causa agravio a mi representada la resolución qua en esle aclo se combale y qua ha quedado 
debidamenle Identificado en el capllulo de hechos del presenle escrilo, en ~rtud de que ~ola en perjuicio de mi 
representada las garanllas de seguridad y legalidad consag¡adas en los articules 14 y 16 de nuestra 
Conslilución, en relación con el diverso 131 de la Ley Federal de Prolección al Consumidor, loda vez que el 
aparenle Jefe del Departamenlo de Servicios al Consumidor de la Delegación Metropolitana en lz1apalapa, 
omitió fundar la compelencia que dice lener para imponer mullas como la que en el caso le delenninó a mi 
representada, advirtiéndose en la resolución en cuestión que los articules que se manejan en el contenido de 
éste, ninguno se refiere a las facullades del funcionario que dice emitir dicho acto de molestia. En efecto, el 
articulo 131 de la Ley Federal de Prol«:ción al Consumidor eslablece: 

•Las sanciones por infracciones a esta ley y disposiciones derivadas de ellas, serán 
impuestas indistintamente, con base en: 

Las resoluciones que emila la Procuradur/a deberán eslar fundadas y molivadas COl1 
aneglo a derecho, lomando en consideración los crilerios establecidos en el presenle 
ordenamienlo.· 

Del articulo enteriormenle trascrito se desprende que la autoridoo emisora de la resolución combalida no funda 
su competencia oonfonne a derecho, ya que en ninguna de las partes que oonfonnan el cuerpo de la resolución 
que se recurre se aprecia el fundamento de las facullades que dice lener el Jefe del Departamenlo de Servicios 
al Consumidor de la Delegación Metropolitana en Jz1apalapa, para imponer mullas romo la que nos ocupa; por lo 
que resulta ilegal que se ordene girar oficio a la autoridad ejeculora a fin de requerir la citada multa sin antes 
fundar y motivar el acuerdo que se recurre. 

En apoyo de lo anterior se transcriben las siguientes jurisprudencias: 
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FUNOAMENT ACION Y MOTIVACION. La debida lundamenlación y 
molivación legal, deben enlenderse, por lo primero, la cila del preceplo legal 
aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias 
especiales que llevaron a Ja autoridad a oonciuir que el caso particular 
encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como 
fundamento. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

Amparo direclo 194/66. Bulele Industrial Construcciones, S.A. de C. V. 26 de 
junio de 1966. Unanimidad de velos. Ponente: Guslavo Calvillo Range/. 
Secrelario: Jorge Alberto González Alvarez. 

Re~sión fiscal 103/86. Instituto Merjcano del Seguro Social. 18 de oclubre de 
1966. Unanimidad de velos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secretario: 
Alejandro Esponda Rincón. 

Amparo en revisión 333/66. Adina Romero. 26 de octubre de 1966. 
Unanimidad de volos. Ponenle: Amoldo Nájera Virgen. Secrelano: Enrique 
Crispln Campos Ramlrez. 



Amparo en revisión 597/95. Emilio Maurer Brelón. 15 de noviembre de 1995. 
Unanimidad de velos. Ponenle: Clementina Ramlrez Moguel Goyzuela. 
Secretario; Gonzalo Carrera Malina. 

Amparo direclo 7/9fi. Pedro Vícenle López Miro. 21 de febrero de 1996. 
Unanimidad de volos. Ponenle: Maria Eugenia Eslela Martlnez Cardiel. 
Secrelario: Enrique Baigls Munoz. Novena Época. lnslancia: Tribunales 
Colegiados de Ciraiilo. Fuenle: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gacela. Tomo: 111, Marzo de 1996. Tesis: Vl.2o. J/43. Página: 769. 

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, CONCEPTO DE. La garanlla de 
legalidad consagrada en el articulo 16 de nues~a Carta Magna, eslablece 
que lodo aolo de auloridad precisa encontrarse debidamenle fundado y 
motivado, enlen<léndose por lo primero la obligación de la auloridad que lo 
emile, para cilar los preceplos legales, suslanlivos y adjetivos, en que se 
apoye la delenninación adoplada; y por lo segundo, que exprese una serie 
de razonamientos lógico-jurldicos sobre el por qué consideró que el caso 
concreto se ajusta a la hipótesis normativa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo en revisión 220/93. Enrique Crisóslomo Rosado y o~. 7 de julio de 
1993. Unanimidad de velos. Ponenle: Alfonso Manuel Pelino Vallejo. 
Secrelario: Francisco Fong Hemández. Octava Época. lnslancia: Tribunales 
Colegiados de Circuilo. Fuente: Semanario Judicial de fa Federación. Tomo: 
XIV-Noviembre. Tesis: l. 4o. P. 56 P. Página: 450 

SEGUNDO.· Causa agravio a mi representada el acuerdo que en este acto se recurre, en virtud de que viola en 
perjuicio de mi representada lo iJecepluado por los artlailos 14 y 16 Consmucionales, en relación con los 
articulas 131y132 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, por su inexacta e indebida aplicación, ya que 
la autoridad al momento de emitir el acle combatido no funda ni motiva conforme a derecho la multa que impone 
a la empresa que represento, en virtud de que de la lectura del citado acuerdo solamente se aprecia que la multa 
se emite con fundamento en el arllculo 25, fracción 1, de la Ley Federal de Protección al Consumidor, sin que se 
advierta la aplicación de los numerales 131 y 132 de la misma Ley; por lo que se desprende que el acuerdo 
sancionalorio no contiene en ninguna de sus partes /a fundamentación y la motivación requerida por los artlculos 
citados al inicio del presente agravio, por tanto debe concluirse que la autoridad viola en perjuicio de la parte que 
represenlo la garanlla de legalidad. 

En este orden de ideas resulta procedente que se revoque y consecuencia de ello se deje sin efectos el acuerdo 
recurrido. 

De conformidad con el articulo 141, fracciones 1 y IV, de la Ley Federal de Protección al Consumidor, solicito se 
conceda la suspensión de la ejecución del acto recurrido a efeclo de mantener las cosas en el estado en el que 
se encuenlran, hasta en lanto se pronuncie resolución en el presente asunto, atento a que no se ocasionan 
daños o perjuicios al interés social y no se controvierten disposiciones de orden público, como tampoco se 
afectan derechos de terceros; por lo que se debe conceder dicha medida cautelar sin mayor trámile. 
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PRUEBAS 

1.· LA DOCUMENTAL PÚBLICÁ.' ¿,nsisl~~le en el a;..~o de :Ío de septiembre de 2000, emitido por el Jefe 
del Oepas1amenlo de Servicios al Consu111llfor de la DelegaciOO Melropolilana en lztapalapa. 

2.· LA INSTRUMENT Al . DE ACTUACIONES.: Cons~lenle. en lodo lo acluado en el pmsenle expediente 
admlnlslralivo en lo que beneficieaml.re~~nlátfa.·:, 

3.· LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.·' En su doble ~sp.;;,~ en .los mi;mos lénninos que la anlerior. 

Porloanlesexpueslo,aUsledC.Delegadolesolicllo: <: .. : .. < . .::·: .·:~:'·.· ., . . . . 

PRIMERO.· Tener por presentada y aa~i~~:~ ~n.~lkl.;.i cofí .la que me ~siento, 
promoviendo a nombre de mi mandanle el recur5o de revisión en cooha del acúerdo de 

ll2 

20 deseptlembre de2000. · ·• "·: ,'.:·:.< .. ·.· · · " 
• '.''- ·'.~:_; J' ~:·:-~~. ,:;:: ', • ' •• 

SEGUNDO.· Tener por admilidas las pruebas' qÚe ,. sé' 'ofniCen en el: capl!Ulo 
oorrespondienle, por estar relacionadas :.con loda,slasconslderaciones vertidas en el 
presenleescrilo. · .. .. ,,.,,. ¡•; ¡:·. • 

TERCERO.· Suspender el P,fOCGd;níleni~\.s~'~n ianto ~o so resuelva el presenle 
recurso. 

' :'_,', ·' : .. '. 

CUARTO.· Dejar sin efecto el acuerdo ya precisado. 

PROTESTO LO NECESARIO 
Mixlco, D. F. a 20 de octubre del 2000. 

ALBERTO MURGUIA MORENO 



. . 

B.· Recurso de Oposición al Procedl~lento Admlnlstrat!Vo de Ejecución, previsto hasta el ano de 1995 en 
ol Código Fiscal de fa Federación. 

NOTA.· El recurso que se presenta demuestra los términos e~ los que se podla presentar este medio de 
defensa mientras se encontró vigente, Inclusive se señalan las autoridades que exlsUan en esa época. 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 
OFICINA GENERAL DE HACIENDA. 

ALBERTO MURGUIA MORENO, en mi calidad de representante legal de la empresa GAS MEXICANO, S.A. DE 
C.V., representación que acredito en lénninos de la escritura pública número 16,723 de 23 de noviembre de 
1998, pasada ante la le del nolano público número 153 del Distrito Federal, senalando como domicilio para olr y 
recibir todo tipo de notificaciones el silo en RIO EBRO Be.A, COLONIA CUAUHTÉMOC, MÉXICO, DISTRITO 
FEDERAL, C.P. 065-00, autonzando para lal eleclo al C. FRANCISCO JAVIER PEREZ ANDRADE, de la marera 
més aten la, comparezco y expongo: 

Que, por medio del presente escrito, y con fundamento en los articulas 16, 116, fracción 11, 118 fracciones! y 
11, 120, 121, 126, 150, fracciones 1y11, del Código Fiscal de la Federación, Interpongo Recurso de Oposición al 
Recurso Administrativo de Ejecución, en con~a de las acias de requenmienlo, mandamiento de ejecución y 
embargo, las cuales constituyen los actos impugnados. 

A eleclo de cumplir con lo dispuesto en el articulo 122 del citado ordenamiento legal senalo: 

f •• ACTO IMPUGNADO. 

El aclo de mandamiento de ejecución de lecha ~ emilido por el C. -~ en su caracler 
de ___ , asl como las actas de requenmienlo de pago y embargo, las cuales se notificaron a mi · 
represen lada el dla __ a través de los cuales se requiere del pago de$ __ . 

Primero.· Con lecha ___ , se le notificó a mi representada, la resolución conlenida en el oficio No._, 
de lecha __ relativo al aédilo fiscal No. _emitido por __ donde se le delennina a mi mandante una 
diferencia del Impuesto sobre la Renta, como pendiente al ejercicio fiscal que comprendió del 1' de enero al 31 
de diciembre de _por la suma de$ __ . 

Segundo.· Con fecha __ , se presentó anle esa Oficina Federal de Hacienda la solicitud de suspensión al 
procedimiento administrativo de ejecución, al cual le correspondió el numero de folio_. 

Tercero.· Con lecha _ mi representada lnlerpuso recurso de revocación en contra de la resolución sen alada 
en primer anlecedenle. 

Cuarto.· En ~rtud de que la aulondad no resoMó el recurso de revocación dentro del plazo da los cinco meses a 
que se refiera el articulo 144 del Código Fiscal de la Federación, mi representada tuvo la necesidad de garantizar 
el crédito fiscal nümero __ . · 

Quinto.· Por oficio No. __ de fecha __ nolifrcado el dla _:_,la autoridad confrnn6 la validez del aclo 
impugnado en ese ocurso. 
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Sexto.· Contra esa resolución, el dla ---• se promovió juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la 
Federación. 

Séptimo.· Sin embargo, esa Oficina Federal de Hacienda en forma ilegal y no respelando el artlcufo.144 del 
Código Fiscal de la Federación, realizó los actos que se senalaron como Impugnados. 

CONCEPTOS DE INCONFORMIDAD 

único.· la autoridad recurrida transgredió en pe~uicio de la parte que represento lo dispuesto ~n 1o5' ~rtlculos 60 
,141, fracción 111, y 144 del Código Fiscal de la Federación, conforme a los cuales no se ejecutaran los ocios 
adminislraUvos cuando se encuentre garanUzado el interés fiscal. 

En este sentido, si la autoridad recunida pretendió e}ecular los actos que por esla vía se combaten, no obslanle 
que con fecha ___ se garanlizó el interés fiscal, es Indudable que su actuar oonlraviene con lo dispuesto 
en los numerales en cila y, por ende, procede que se revoquen los acles da autoridad que flOI esla vfa se 
combaten. 

A fin de que se declare fundado el presente concepto de impugneclón, me permito transcribir textualmente el 
articulo 144 del Código Fiscal de la Federación, el cual sirve de fundamento legal al razonamiento que se vierte. 

Articulo 144.· No se ejecutarán los actos administrativos cuando se garantice el 
inlerés fiscal, satisfaciendo los requisitos legales. Tampoco se ejecutará el acto que 
determine un crédilo fiscal hasta que venza el plazo de cuarenta y cinco dlas 
siguientes a la fecha en que surta efectos su notificación, o de quince dlas, 
tratándose de la determinación de cuelas obrero-patronales o de capitales 
conslilulivos al seguro social. Si a más lardar al vencimiento de los citados plazos se 
acreá1ta la impugnación que se hubiere inlentado y se garantiza el interés fiscal 
satisfaciendo los requisitos legales, se suspendera el procedimiento administrativo de 
ejecución. 

Cuando el contribuyente hubiere interpuesto en tiempo y forma el recurso de 
reYOCación, el plazo para garantizar el interés fiscal sera de cinco meses siguientes a 
partir de la fecha en que se sur1a la notificación del acto, debiendo el inleresado 
acreditar ante la autoridad fiscal, que lo interpuso dentro de los cuarenta y cinco dlas 
siguientes a esa fecha, a fin de suspender el procedimiento administrativo de 
ejecución". 

De acuerdo con lo anleriormente expuesto, procede que se dejen sin efectos los actos Impugnados .en este 
ocurso. 

A) Acta de mandamiento de ejecución de fecha __ , as! como los requerimientos de pago y embargo. 
'. ; ' ·. 

B) Acla de embargo de fecha _, asl como el escrito en del que consta que se ofrÓCió la garanlla 
correspondiente. ' 
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C) Escrito de suspensión al Procedimiento Administrativo de Ejecución presentado el _ anle esa oficina, 
tonado bajo el No. __ en el que se adjuntó el recurso de revocación Interpuesto por mi mandante, en 
lérminos del articulo 144 del Código Fiscal de la Federación 

Por lo antes expueslo, a esa oficina federal de hacienda No. __ , atentamente le soncito: 

Primero.· Tenerme por presenlado en tiempo y forma, interponiendo el presente recurso de oposición 
al procedimienlo administrativo de ejecución. 

Segundo.· Tener por autorizados para lodos los efecios del articulo 19 del Código Fiscal de la 
federación, a las personas que se senalan en el proemio de esle escrito. 

Tercero.· Tener por ofrecidas y exhibidas las pruebas documentales que se mencionan en el capitulo 
de pruebas del presente escrito. 

Cuarto.· Previos los trémites de ley suspender definitivamente el procedimlenlo administrativo de 
ejecución, y dejar sin efectos ~s actos que en su oportunidad se precisaren como Impugnados, asl 
como la no procedencia de los gastos de ejecución en contra de mi mandante. 

PROTESTO LO NECESARIO 
México, o. F. a_ de_ del_. 

ALBERTO MURGUIA MORENO 
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e,. Recurso do revocación. 

SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA. 
ADMINISTRACION REGIONAL METROPOLITANA. 
ADMINISTRACION LOCAL JURIDtcA NÚMERO 60 DE INGRESOS DE 
TOLUCA. 
GAS MEXM:ANO, U .. DE C.V. 

ASUNTO: SE PRESENTA RECURSO DE REVOCAClóN. 

C, ADMINISTRADOR LOCAL JURIDICD DE INGRESOS DE LA AOMINISTRACION 
LOCAL JURioJCA DE INGRESOS NUMERO 60 DE TOLUCA. 

ALBERTO MURGUIA MORENO, en mi calidad do represenlanle legal de la empmsa GAS MEXICANO, S.A. DE 
C.V., represenlaciOn que acredilo en lérminos de la esctilura pública número 16,723 de 23 de noviembre de 
1998, pasada anle la fe del nolano público número 153 del Disbilo Federal, señalando como domicilio para olr y 
recibir lodo Upo de nolWcaciones el silo en RIO EBRO 88·A, COLONIA CUAUHTÉMOC, MÉXICO, DISTRITO 
FEDERAL, C.P. 06500, aulorizando para lal efeclo a los ce. MARIA DEL ROSARIO ROSALES GONZALEZ y a 
FRANCISCO JAVIER PEREZ ANDRADE, de la manera mas a len la, comparezco y expongo: 

Que, por medio del escrilo y con fundamenlo en los articulas 18, 116, 117fr.Jccl6n1, Inciso d), 120, 121, 122 y 
demas relalivos del Código Fiscal de la Federación, vengo a inle¡poner RECURSO DE REVOCACIÓN, en los 
siguientes lérminos: 

l.· NOMBRE Y DOMICILIO DEL RECURRENTE. 

Lo es GAS MEXICANO, S.A. DE C.V •• con el domicilio fiscal y convencional que se indican en el exondio de este 
ocurso. 

11.· ACTO QUE se IMPUGNA. 

Oficio número 324-SAT·R8-L60-000269, de lecl1a 12 de enero de 1999, emitido por el C. Administrador de la 
Administración Local de Auditona fiscal, número 60 de Toluca, dependiente del Servicio de Administración 
Tributaria, de la Secretaria de Hacienda y Crédilo Publico, por lo que se niega concluir anlicipadamente la visita 
domiciliaria que actualmente se le esta praclicando a mi representada al amparo de la orden de visita domiciliaria 
número IAD 160001198. 

111.· CONSTANCIA CE NOTIF!CACION DEL ACTO IMPUGNADO. 

El dla 13 de enero de 1999, fue enlerada mi representada de la ilegal resolución aludida, lo que acredito oon los 
documentos que acompaño a la presente promoción y de los que hago una relación expresa en el capitulo de 
pruebas de este ocurso. 

IV.· HECHOS. 

1.· Con fecha 05 de agosto de 1998, se dio inicio la visita domiciliana en el domicilK> fiscal de mi representada al 
amparo de la orden de visita número IAD 160001198, emmdo por el C. Adminislrador de la Administración local 
de Audilorla fiscal, numero 60 de Toluca, dependienle del Servicio de Adminislración Tnbularia, de la Secrelana 
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de Hacienda y Crédilo Publico, en la que se venficó el cump/imienlo de diversos conlribuclones correspondieflles 
al ejercicio fiscal que corre del 1' de enero al 31 do diciembre de 1996 y del 1' de enero del novenla y ocho a la 
fecha de en~ega de la orden de visila. 

2,· Con fecha 12 de agosto de 1998, solicile por esenio a la autondad anles cilada, qua por reunirse los 
ex~emos de los art/culos 47, fracción/, del Código Fiscal da la Federación, 46 y 47 de su reglamenlo, en su 
momenlo vigenles, solicilo la conclusión anlicipada de la visila domiciliaria en comenlo, ya que la auloridad fiscal, 
conforme a los numerales en cila, debe finalizar anUcipadamente la visita domlciliaria aJando se reúnen los 
requlsilos slgulenles: 

Que el visilado anles del Inicio de la vislla hubiera presenlado aviso a la Secrelarla de Hacienda y 
Crédilo Público manifeslando su deseo de oplar por presenlar sus eslados financieros diclaminados 
por un conlador pUbfico aulorizado. 

11, Que dicho aviso se haya presenlado en el lérmlno de ~es meses con quince dlas contados a partir de 
la fecha en la que haya lermlnado el ejercicio fiscal, ~siéndose de persona moral. 

111. Que el aviso esle susailo lanlo por el conlribuyente como por el conlador público que vaya a 
dlclaminar. 

IV. El que el dlclamen se refiera al úlümo ejercicio fiscal. 

V. Que el contador público propueslo por el conlribuyenle esle regls~ado y su reglsoo no se haye 
suspendido o cancelado, y que no exlsla algún Impedimento por parte de dicho conlador. 

VI. Que con anlenoridad a la presenlaclón del aviso no se haya notificado la orden de visila dornlcifiaria al 
contribuyente, por el ejercicio a que se refiera el aviso. 

VII. Que al momenlo de presenlar el aviso respectivo, se esle practicando una vi~la domlaliaria al 
contribuyente por ejercicios anteriores a aquél a que se refiere el aviso, o bien que esle se emita aun 
cuando no se haya nolificado visita domiciliaria referente a dicho ejercicio. 

Como se puede apreciar de los requisitos que exigen los articulas citados, no se desprende que para que 
concfuya anlicipadamenle la visita domiciliaria, que el contador que dictaminó los estados financiems en aJestión 
deba cumplir con delenninados requerimienlos que le haga la autoridad, como presentarse ante las oficinas de 
esta, a fin de que se revisen los papeles de trabap respectivos, lo cual no solo es jurldico en virtud de que tal 
requisilo no lo eslablece la ley, sino lambién lógico. habida cuenla de que no es posible supedilar la conclusión 
de una visita domiciliaria, que consutuye una molestia directa en el domicilio de mi representada, por lo que haga 
o deje de hacer el contador público que fungió como dictaminador. 

3.· En fecha de 15 de abnl de 1997, se presentó el aviso para diclaminarse por conlador publico autonzado por 
el ejercicio que va del 1° de enero al 31 de diciembre de 1996, y se dictaminó !al ejercicio por un conlador público 
aulorizado, dentro del término de los tres primeros meses contados a partir de la lenninación del ejercicio fiscal, 
mismo que esta suscrito tanto por diverso representante legal de la persona moral por la que promuevo como por 
et conlador SERGIO MORENO ROSAS, esle ullimo registrado como conlador publico aulonzado en el libro 1 de 
registro de conladores públicos correspondiéndole el numero 17583, desde el dla 16 de febrero de 1993, y que 
desde que fue registrado jamas se le ha suspendido ni cancelado su regislro. ni tampoco se enruentra lmpeóldo 
para dictaminar los estados financieros de referencia. Ademas, antes de presentar el aviso en ruestión, no se Je 
habla notificado a mi representada orden de visita domiciliaria alguna, ni se estaba practicando alguna aira. 

117 



Todo lo anterior, se acreditó ante la autoridad fehacientemenle con la documentación que acompañe a la 
solicitud en comento, por lo que solicile a Ja administrador citado, que ordenara la condusión anlicipada de fa 
visita domiciliaria en comento ordenando también a los visiladores que Ja están realizando, levantaran un acta en 
la que se señalara esta situación, con todas las consecuencias legales que ello implica. 

4.· En lecha 12 de enero de 1999, el órgano citado, ante la solicitud do conclusión anticipada de la visita 
domlciliana solicitada por mi representada, emitió la resolución que se combate, negando dicha conclusión en 
~rtud de lo siguiente: 

• ... No es posible concluir anttcipadamenle /a visita domiciliaria, tocia vez que con fecha 
06 de agosto de 1998, se le citó al Contador Público Registrado Sergio Moreno Rosas, 
persona que dictaminó sus Estados Financieros para efectos fiscales previo citatorio de 
fecha 17 de julio de 1998, recibido por la C. Angeles Camanllo, para que compareciera 
a Re~slón de Papees de Trabajo y segun acta numero R.P. 1044197-001 de fecha 06 
de agosto de 1998, el contador Pú~ico Registrado Ser~o Moreno Rosas no 
compareció, compareciendo en su representación el C. L. C. David Vega de la Mora, 
quien no acreditó su personalidad de confonnidad con el articulo 19 del Código fiscal de 
la Federación .. ." 

5.· Como se desprende de la trascripción que anlecede la autoridad determinó que no era posible finalizar en 
forma anHcipada la visita domiciliaria en virtud de que en cierta fecha se citó al dictaminador Sergio Moreno 
Rosas a fin de que compareciera ante la aulondad a fin de que esta re~sara los papeles de trabajo y dicho 
dictaminador no se presenló. Lo anlenor es Ilegal y causa pe~ulcios a mi representada ya que está recibiendo en 
su domicilio un acto de molestia lnnecesano y que confonne a la ley no tiene razón de ser ya que la ~sita deja 
tener razón de ser cuando el conlribuyenle ha sido dictaminado por el contador público facultado por la autoridad, 
y, por ende, la determinación que aqul se combate me causa los siguientes 

V.· CONCEPTOS DE INCONFORMIDAD. 

Respecto al fondo debe advertirse: 

Que se ~ola el articulo 47, fracción /, y demás relativos del Código Fiscal de la Federación que en su parte 
conducente establecen: 

118 

Código Fiscal de la Federación 

Articulo 47.· Las visitas en los domicilios fiscales ordenadas por las aulondades 
fiscales podrán conduirse anticipadamente en los siguientes casos: 

l. Cuando el visilado antes del inicio de la visita hubiere presentado aviso ante la 
Secretarla de Hacienda y Crédito Público manifestando su deseo de optar por presentar 
sus estados financieros dictaminados por contador público autorizado, a que se refiere 
el articulo 32-A, antepenúltimo párrafo de este Código, siempre que dicho aviso se haya 
presentado en el plazo y cumpliendo Jos requisitos, que al efecto seflale el Reglamento 
de dicho Código. 

Articulo 32-A (úllimos párrafos).· Las personas fisicas con activKfades empresanales y 
las personas morales, que no estén obligadas a hacer dictaminar sus estados 
financieros por contador público aulorizado, podrán optar por hacerlo, en los términos 
del articulo 52 de este Código. Asimismo, los residentes en el extranjero con 
establecimiento permanente o base fija en el pals, que no estén obligados a dictaminar 



el cumplimlenlo de sus obligaciones fiscales, podrán optar por hacerlo de confonnidad 
con las reglas generales que al efecto expida la Sccrelarla de Hacienda y Crédito 
Publico. 

los contribuyentes que opten por hacer diclaminar sus estados financieros, presentaran 
aviso de dictamen ante las autoridades fiscales competentes. Asimismo, de 
conformidad con lo dispueslo po¡ el Reglamento de este Código, podrán sustituir al 
contador público designado y renunciar a la presenlación del dictamen. 

El aviso a que se reliere el párrafo anterior no surtirá erectos en los casos que señale el 
Reglamenlo de este Código. 

los contribuyentes a que se refiere este artlculo deberán presentar dentro de los plazos 
aulorizados el dictamen formulado por contador público regislrado, induyendo la 
infonnación y documentación, de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento de este 
Código. 

Reglamento del Código Fiscal de la Federación 

ArUculo 46.· Los contribuyentes que opten o se encuentren obligados a dictaminar sus 
eslados financieros en los términos de los Mlculos 52 y 32-A del Código, 
respectivamente, deberan presentar aviso a las auloridades fiscales competentes 
denlro de los cuatro o tres meses siguientes a la fecha de terminación de su ejercicio 
fiscal, según se lrale de personas flsicas o morales, observando las siguientes reglas: 

l.· El aviso deberá ser susctilo tanto por el contnbuyentes como por el contador público 
que vaya a dictaminar. 

11.· El dictamen se referiré invariablemente a los estados financieros del último ejercicio 
fiscal. 

En los cargos de fusión o liquidación, el dictamen a que se refiere el párrafo anterior, se 
podrá presentar tanlo por el ejercicio de doce meses, como por el ejercido irregular que 
se origina por esos hechos, siempre que dicha presen!ación se efectúe dentro de los 
tres meses siguientes a la fecha de terminación de su ejercicio fiscal. 

En los casos de liquidación, el d'1clamen a que se refiere el parrafo anterior, se podrá 
presentar tanto por el ejercicio de doce meses, como por el ejercicio irregular que se 
origina por esos hechos, siempre que dicha presentación se efechie dentro de los tres 
meses siguientes a la fecha de tenninación de su ejercicio fiscal. 

Articulo 47.· El aviso a que se refiere el articulo 46 de csle Reglamento no surtirá 
efectos en el caso de contribuyentes que op!en por dictaminar sus estados financieros 
cuando: 

l.· No haya sido presenlado en los términos de dicho precepto. 

11.· No este registrado el contador público propuesto por el contribuyenle para formular 
el dictamen o su registro se encuentre suspendido o cancelado. 

111.· Con anterioridad a la presenlación del aviso haya sido notificada orden de visita 
domiciliaria al contribuyenle, por el ejercicio fiscal al que se refiere el aviso. 
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IV.- Se esté practicando visita domiciliaria al contribuyente por ejercicios anleriores a 
aquél a que se refiere el aviso, o bien, por haberse emitido, aun ruando no se haya 
noUficado, orden de visila domiciliaria referente a dicho ejercicio. 

Cuando la visita domiciliaria se refiera a ejercicios anteriores al que se dictamina, 
Secretarla, lomando en cuenta los anlecedenles respecto del cumplimiento de las 
obligaciones riscales del conlribuyente, podrfj dar efeclos a la presentación del aviso, sl 
asl se le nolifica a ésle y al contador püblico dentro de los tres meses siguientes a la 
fecha en que se efectüe dicha presentación. 

V.- Exista impedimenlo del conlador püblico que lo suscriba. 

De una interpretación armónica de los numerales en cita, se desprende que los requisilos para conduirse 
anticipadamente una visita domiciliaria son los que me refiero en el punto "2.-• del capltulo de antecedentes de 
este escrito que solicito se tenga aqul por reproducidos a fin de evitar repeticiones innecesarias, sin que se 
desprenda de los numerales lranscrilos ni de ningün airo tanlo del código tributario como de su reglamento, que 
se exijan como requisilos para la finalización anticipada de la visita domiciliaria, que se cite al dictaminador 
respeclivo a efecto de presentarse ante la autoridad a fin de que ésla revise los papeles de trabajo de dicho 
profesionista elaboró con el fin de diclaminar el ejercicio que corresponda. 

Ahora bien, mi representada reunió los requisitos a que me refiero en el párrafo anterior como lo manifesté en el 
punlo "3.·" del capllulo de antecedentes del presente ocurso que en obvio de repeticiones deberán tenerse por 
aqul insertos a la letra, y son los únicos necesarios para que la autoridad deba proceder a la conclusión 
anticipada de la visila, sin que obste lo anterior el hecho de que el profesionista que dictaminó los estados 
financieros de mi representada, no se haya presentado ante la autoridad citada a fin de que esta revisara los 
papeles de trabajo del dictamen relalivo, en virtud de que los artlculos en comento senalan en fonna laxativa los 
requisitos que se deben reunir para colocarse en una hipólesis en la que la autoridad debe imperaUvamenle 
proceder a la conclusión anticipada entre los cuales no se señala ninguno que establezca para la procedencia de 
la conclusión anticipada, que el diclaminador se presente a colmar ciertas exigencias de Ja autoridad como 
aconleció en la especie. Siendo bastante que se den los supuestos exigidos por la ley y que son los apuntados 
con anlerioridad los únicos pma que proceda de manera forzosa la autoridad que practique la visila domiciliaria a 
ordenar en términos que establece la ley, su conclusión anticipada, de tal manera que es incorreclo la resolución 
de la auloridad en el sentido de negarse a proceder a !erminar prematuramente la visita domiciliaria, por no haber 
cumplido el diclaminador en términos de Jo expuesto, cierto requerimiento de la autoridad, dado que tal supuesto 
no lo establece la Jey como requisito para proceder a dicha terminación. 

Sirve de apoyo a lo anterior. los criterios sostenidos por el Tribunal Fiscal de la Federación, mismos que son 
corroborados por la jurisprudencia por contradicción emita por la actual Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Jusltcia, que a continuación se transcriben: 
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VISITAS DOMICILIARIAS. NO ES DISCRECIONAL LA ATRIBUCIÓN DE 
CONCLUIRLAS ANTICIPADAMENTE, PREVISTA EN EL ARTICULO 47, 
FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. El articulo47, fracción 1, 
del Código Fiscal de la Federación establece: "Las visitas en los domicilios fiscales 
ordenadas por las auloridades fiscales podrán concluirse anticipadamente en los 
siguienles casos: l. Cuando el vrsilado anles del inicio de la visita hubiere presentado 
aviso anle la Secrelaria de Hacienda y Crédito Público manifeslando su deseo de 
presentar sus estados financieros dictaminados por contador público autorizado, 
siempre que dicho aviso se haya presentado en el plazo y cumpliendo los requisitos, 
que al efeclo señale el reglamenlo de esle código.". La interpretación sistemática del 
articulo transcrilo, en relación con los articulas 46 y 47 del reglamenlo del propio 
código, permite conduir que contiene una facultad reglada, puesto que sel'lala la 
conducta especifica que debe seguir la autoridad ante la actualización de la hipótesis 



legal. Lo anterior es asl, dado que !al precepto senala que la autoridad fiscal "podrá" 
dar por conduida anticipadamente la visila domiciliaria cuando antes del inicio de la 
visita se dé aviso a la Secrelaria de Hacienda y Crédito Público en el sentido de que 
el visitado presentará sus estados financieros dictaminados por contador público 
autorizado; empero, no basta la sola presentación del aviso de referencia oara que se 
produzca la terminación anticipada de la visita sino que la autoridad deberá analizar, 
oor imoerativo leaal si en el caso especifico se cumolen los reouisilos que marcan los 
citados articulas reglamentarios anle cuya satisfacción estará obligada a concluir 
anticipadamente la visita domlclllaria. 

Contradicción de tesis 26196. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado do/ Sexto Circuito y el Cuarto Tribuna/ Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Clrcutto. 21 de mayo de 1997. Unanimidad de cuatro 
votos. Ausente: Mariano Azuela Gultrón. Ponente: Guillermo/, Ortlz Mayagoltla. 
Secretarla: Angelina Hemández Hemández. 

Tesis de jurisprudencia 31197. Aprobada por /a Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión pública de veintiuno de mayo de mil novecientos noventa y 
siete, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Dlaz Romero, 
Sergio Salvador Agulrre Angulano, Guillermo l. Ortlz Mayagoltla y presidente 
Genaro David G6ngora Pimentel. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. 

Novena Epoca. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo: VI, Agosto de 1997. Tesis: 2aJJ. 3tl97. Péglna: 
174. 

VISITA DOMICILIARIA ,. DEBE CONCLUIRSE DE MANERA ANTICIPADA Si 
EXISTE UN AVISO DE PRESENTACION DE DICTAM/NACION DE ESTADOS 
FINANCIEROS, PENDIENTE DE RESOL VER.· Si al momento en que se notilica la 
orden de visita domiciliaria a un contribuyente, todavla se encuentra pendiente de 
resolver la solicitud presentada con anterioridad a esa fecha, respecto del aviso para 
presentar dictamen de eslados financieros por el ejercicio que se pretende revisar, se 
actualiza la hipótesis contenida en la lracción 1 del articulo 47 del Código Fiscal de la 
Federación, por lo que la visita debe conduirse anUcipadamente, debiendo levanlar 
los audilores acta parcial en la que se circunstancie que la visita de auditoria se 
concluye anticipadamente en esa fecha por exisUr aviso. De no hacerlo, se viola en 
perjuicio de la visilada el proced1mienlo contenido en dicho numeral. 

Juicio No. 634190·11 .. Sentencia de 22 de mayo de 1991, por unanimidad de 
votos •• Magistrada Instructora: Ma. Sofía SepUlveda Carmona •• Secretario: Lic. 
Gonzalo E. Gonzélez Cérdenas. R.T.F.F. Tercera Epoca, Ano V, No. 52, Abril 
1992, p. 15. Claslflcaclón: PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO (ACTOS DE 
INVESTIGACION). Clave: SR·Xll·11·15. Fuente: Jurisprudencia del Tribunal Fiscal 
de la Federación 1937-1993. Ediclón:Epocas. Fecha: Fechas Péglna: 1009. 

VISITAS DOMICILIARIAS .. CASO EN QUE LAS AUTORIDADES FISCALES 
PODRAN CONCLUIRLAS ANTICIPADAMENTE,. En los ~rrninos del articulo 47 
/racción / del Código Fiscal de la Federación, las ~si/as domicilianas podrán 
concluirse anticipadamente, cuando el visitado presente aviso para rendir sus estados 
financieros dictaminados antes del inicio de la visita, ante la Secretarla de Hacienda y 
Crédito Público, siempre que dicho aviso se haya presentado en el plazo y 
cumpliendo los requisitos exigidos por el Reglamento del Código Fiscal de la 
Federación. En el caso si quedo demostrado que la contribuyente proveyó el aviso 
para rendir sus estados financieros dictaminados por C.P. autorizado, antes del inicio 
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de la visita domiciliaria, la auloridad debió concluirla en forma anticipada, no obstanle 
de que el referido aviso se presenló extemporáneamenle, en razón de que la propia 
autoridad lo admitió otorgando a la contribuyenlo una prórroga para rendir el dictamen 
respectivo y al no concluirla, se violó en perjuicio de la aclara el precepto legal 
invocado y por ende, es procedenle declarar la nulidad de la resolución impugnada.(7) 

Juicio No. 593193.· Sentencia de 17 de marzo de 1994, por unanimidad de votos.· 
Magistrado Instructor: Manuel Castellanos Tortolero.· Secretaria: Lic. Letlcla 
Cordero Rodrtguez. Claslflcaclón: PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO (ACTOS 
DE INVESTIGACION). Fuente: Revista del Tribunal Fiscal de la Federación. 
Edición: Ja. Epoca, Año VIII. Fecha: Abril 1995 Pag. 32. 

En las condiciones antes apuntadas, resul!a claro que la resolución que por esta vla se combate es ilegal y por tal motivo 
procede su revocación a fin de que se concluya anhcipadamente la visita domiciliaria en comento. 

VI.· PRUEBAS 

Ofrezco como pruebas las que a continuación se enumeran y quo se relaclooan COfl los todos y cada uno de los 
hechos en los que baso el presente recurso: 

1) Testimonio notarial número 16,723 a lravés del cual acredilo personalidad con la que acluó, y que a que me 
refiero en la cabeza de este ocurso. 

2) Oficio número 324-SAT·RB·L60·000269, de fecha 12 de enero de 1999. 

3) Copia del acla de nolificación de referencia. 

4) Documentos en los que acredite que mi representada se encuentra en los supuestos a que se refiere la 
fracción /del articulo 41 del código fiscal de la Federación y los demás relativos aplicables. 

En mérito de lo antes expuesto, atentamente se solicita: 

122 

PRIMERO.· Tenerme por presentado en tiempo y forma, interponiendo el presente Recurso de 
Revocación. 

SEGUNDO.· Tener por ofrecidas, relacionadas y desahogadas las pruebas que se describen en el 
apartado correspondienle. 

TERCERO.· En su oportunidad y previo los Jramiles de ley, revocar el aclo recurrido. 

PROTESTO LO NECESARIO 
22 DE ENERO DE 1999. 

ALBERTO MURGUIA MORENO 



D.· Recurso de Inconformidad. 

INCONFORME: CONSTRUCCIONES DE PROGRAMAS HABrTACIOOAf.ES S.A. DE C.V. 
REGISTRO PATRONA!.: E1813741910 
cRtorros: 986205483, 986247892, 98120s..63. 981226833, 961247892, 99101457, 
991017458, 991038069,991059281 y991079449 
PERIODOS: 5198, 6198, 1°'98, 11f.18. 12196, 1199, VJ!I, 2199, Ji?.I, 4r'J!l. 
OFNA. DE LA QUE PROVIENE EL ACTO; 
OELEGACION 03 SUROESTE SUBOELEGAClóN 07 DEL VALLE. OFICINA PARA COBROS 
DEL INSTITUTO f.EXICANO DEL SEGURO SOCIAL, D.F. 3702. 

H. CONSEJO CONSULTIVO DEL INSTfTUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
DELEGACIÓN OJ SUROESTE DEL DISTRITO FEDERAL 
JEFATURA OELEGACIOHAL DE SERVICIOS JURIOICOS. 
DEPARTAMENTO DE INCONFORMIDADES 

ALBERTO MURGUIA MORENO, represenlanle legal de la empresa CONSTRUCCIONES DE PROGRAMAS 
HABITACIONALES S.A. DE C.V., personalidad que lengo reconocida anle este H. Consejo, come lo acredito con la 
copia simple de la resolución que se acompana a esle ocurso, teniendo como domicilio fiscal, de confonnidad con lo 
dispueslo en el articulo 10, fracción 11 lnc/so a), del Código Fiscal de la Federación el ubicado en RIO EBRO 88 A 
ENTRE RIO LERMA Y RIO PANUCO DELEGACIÓN CUAUHTEMOC, C.P. 06545, y senalando domicilio convencional 
para olr y recibir loda ciase de documenlos, cilas y noUficaciones el ubicado en RIO EBRO 88-A, COLONIA 
CUAUHTEMOC, MÉXICO, DISTRITO FEDERAL, C.P. 06500, y aulorizando para los mismos efectos a los ce. 
FRANCISCO XAVIER PERES ANDRADE y a ALBERTO MURGUIA MORENO, anle esle H. Consejo Consultivo con 
tocio respeto comparezco y expongo: 

RECURSO DE INCONFORMIDAD 

Por medio del presenlc ocurso, y con fundamento en lo dispuesto por el articulo 2!14 de la Ley del Seguro Social, en 
relación con el articulo 6' del Reglamenlo del Recurso de Inconformidad, vengo a interponer RECURSO DE 
INCONFORMIDAD, en con~a de los credilos 986205483, 986247892, 981205483, 981226833, 981247892, 99101457, 
991017458, 991038069, 991059281 y 991079449, asl como en con~a del ilegal embargo derivado de los créditos anles 
senalados los cuales fueron emitidos por el DELEGADO 03 SUROESTE SUBDELEGACIÓN 07 DEL VALLE, OFICINA 
PARA COBROS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, D.F. 3702, a cargo de la empresa 
CONSTRUCCIONES DE PROGRAMAS HABIT ACIONALES S.A. DE C.V., actos de autoridad que constan en el oficio 
(adherible o estampilla) de fecha 31 de marzo del 2000, mismo que se adjunla al presenle ocurso. 

Fundan Ja presente inconformidad los hechos y agravios que a continuación expongo: 

1.· Con fecha 31 de marzo del 2000, una persona entregó al suscrito un documento que fue entregado en un domicilio 
diferente del fiscal, esto es General Rincón 71, Interior 101, Colonia General Anaya, Distrito Federal, un oficio 
(adherible o estampilla), de fecha 31 de marzo del 2000, el cual adjuntó en copia a este recurso, por el cual se 
embargaron diversos bienes propiedad de mi representada. Asimismo, con el oficio (adherible o eslam~!la) me entere de 
que la autoridad determinó diversos créditos en contra de la empresa que represento, pero sin saber, en términos de lo 
expuesto más adelante, cuales son los motivos y fundamentos en los que se basó la autoridad para determinar los 
créditos a los que me refiero. 

2.· Bajo protesta de decir verdad manifiesto que jamás se le han notificado a mi representada Jos crécf1!os aludidos en el 
rubro de este escrito, y por ello niego lisa y llanamente conocerfos. Por lo anterior, solicito con fundamento en el articulo 
12, fracción 11, del Reglamento del Recurso de lnconlormidad, se requiera a la autoridad correspondiente para que de a 
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conocer a mi representada los oficios en los que supuestamenle determinó los créditos que hoy se impugnan, asi como 
la documentación con la que acredite su supuesta notificación, ya que en este momento estoy tola/mente imposibililOOo a 
hacer valer agravios en contra de créditos que no ha sido no~ficado a mi representada. Sirve de apoyo a lo anterior el 
siguiente precedente: 

DESECHAMIENTO DEL RECURSO DE INCONFORMIDAD. CASO EN QUE RESULTA 
CONTRARIO A DERECHO.· Si al inlerooner un recurso de inconfonnidad el particular alega 
que los créditos que impugna no le fueron notificados haciendo valer como primer aoravio la 
nulidad de la notificación de tales crédilos v solicitando con fundamento en los articules 8D 
Conslilucional. 11v12 del Reolamenlo del Articulo 274 de la Ley del Seguro Social, que se 
recaben las liquidaciones impugnadas por los Servicios Jurldicos Oelegacionales, y el 
Secretario del Consejo Consultivo Oelegacional no toma en consideración esas 
manifestaciones, sino que requiere la exhibición del oriQinal de los aédilos recurridos. y al no 
cumplirse el reauerimiento pues el recurrente únicamente hace valer lo argumentado en el 
escrito de interposición del recurso desecha el recurso de inconformidad tal desechamienlo 
resulta amlrario a derecho ya que se deja en estado de indefensión al recurrente pues se le 
exigen requisilos que no eslá en posibilidad de cumplir y que, además, no establece el 
preoeplo legal aplicable, eslo es, el artfculo 30 del Reglamenlo invocado, conforme al cual el 
recurrente únicamente se encuentra obligado a precisar la oficina o funcionario de que 
emane el acio reciamado y a indicar con daridad en qué consisle drcho acto. (3) 

(el énfasis es nues~o) 

Juicio No. 121195 •• Sentencia de 2 de octubre di 1996, por mqoria de votos y uno con Sol molutlvo1 •• 
lbgtstlld1 Instructora ,• lbrfna Zlr1gou de Ruo ,. Sectftlril: Lic. Gullltrmlnl Rulz Bohórquu. R111lst.11 del 
Trfbul\ll Fiscal de ll Federación. Edición: 3'. Epoa,Allo X. Feehl: Febrero 1997. Piglna: 50. 

3.· Toda vez que mi representada no se le ha notificado la determinación de crédito alguno, por lo que desconoce cuales 
son los motivos y fundamentos en los que apoya la autoridad su mandamiento de ejecución, requerimiento de pago y 
embargo, es ciare que el oficio impugnado as! como la propia determinación del crédito en el que se basan carecen 
juslificación legal alguna. 

4.· Manifiesto bajo protesla de decir verdad que los documentos que aoompano a este escrito son los únicos de los que 
tiene conocimienlo el suscrito en relación a los créditos que se combaten, por lo que de existir otros oficios, se me 
deberé conceder la oportunidad de ampliar este recurso. 

En tal virtud y por considerar que dicho débito no esta emitido conforme a derecho, se hace valer en su contra los 
siguientes: 

MOTIVOS DE INCONFORMIDAD 

PRIMERO.· En primer lugar, el oficio (adhenble o estampilla), de fecha 31 de ma110 del 2000, recurTido que en original 
se acompaña a este ocurso, es violatorio de los articulas 14 y 16 constitucionales en relación con los diversos 38 y 144 
del Código Fiscal de la Federación, confonne a los cuales, lodo aclo de moleslia debe eslar debidamenle fundamenlado 
y motivado, ciMndose a las prescripciones legales aplicables, conforme a las cuales no se puede llevar a cabo un 
procedimiento administralivo de ejecución sin que el crédito haya sido legalmenle notificado al deudor; ahora bien en la 
especie, el oficio de recurrido se basa en "varias· créditos supuestamente determinados y nobficados a mi representada. 
lo cual es totalmente falso y por eso niego lisa y Jlanamenle su notificación, por lo que el procedimiento administrativo de 
ejecución que se impugna, es ilegal, razón por la que pido a este H. Consejo Consultivo, requiera a la autoridad de la 
que dimana el oficio combatido me de a conocer lo supuestos créditos debidamente determinados y notificados 
a mi representada. Lo anterior, a fin de que una vez que mi representada tenga oonocimienlo pleno de los fundamentos 
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y motivos de los supuestos créd11os que originaron la orden de mandamiento en forma, requerimiento de pago y el 
procedimiento de ejecución, subslanciados en contra de mi poderdanle, se encuentre en posibilidad de ampliar el 
presente recurso, por lo que desde este momento me reservo el derecho correspondienle para lales efectos. 

En efecto, el articulo 144 del Código Fiscal de la Federación establece: 

Articulo 144.· No se ejecutaran los actos administrativos cuando se garantice el interés 
fiscal, satisfaciendo los requisilos legales. Tampoco se ejecutará el acto que determine un 
crédito fiscal hasta que venza el plazo de cuarenta y cinco dlas siguientes a la fedia en que 
surta efectos su nobficación, o de quince dlas ltaliindose de la determinación de cuotas 
obrero.patronales o de capitales constitutivos al seguro social. Si a más tardar aJ vencimiento 
de los citados plazos se acredita la impugnación que se hubiere intentado y se garantiza el 
interés fiscal satisfaciendo los requisitos legales, se suspenden't el procedimiento 
administrativo de ejecución. 

(el énfasis es nuestro). 

Del numeral trascrito y de los articulas constitucionales citados se desprende que para Iniciar el procedimiento 
administrativo de ejecución es necesario que exista la delerminación de un crédito asi como su legal notificación, y que 
haya transcurrido el plazo de quince dlas desde Ja fedia en que surtió efectos la misma, para que en caso de 
incumplimiento de pago o de que no se garantice el interés fiscal, proceda a exigirse su cumplimiento a ltavés del 
proccdimienlo adminislrativo de ejecución. 

Por consiguiente, no pueden ejecutarse actos administrativos cuando aún no se haya notificado el aédilo fiscal y por 
consiguiente no haya vencido el plazo de quince dlas siguientes a la fecha en que surta efectos su notificación, ya que 
de lo contrario, los actos que llegaran a emilirse dentro del procedimiento económico-coactivo, carecen de fundamentos 
y motivos 

El criterio vertido con antelación encuentra sustento en el precedente numero IV·P2aS-80, emitido por la Segunda 
Sección Sala Supenor del Tnbunal Fiscal de la Federación, •sible en la página 31 de la Re•sta del Tribunal Fiscal de la 
Federación número 8, correspondiente al mes de marzo de 1999, cuarta J:poca, y que es del tenor literal siguiente: 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN.· No puede iniciarse éste si no ésta 
pre•amenle notificado el crédito fiscal de conformidad con el articulo 65 del Código Fiscal de 
la Federación, en relación con los artlculos 14 y 16 Constitucionales. Para Iniciar el 
procedimiento administrativo de ejecución es necesario que exista Ja determinación 
de un crédtto y SU LEGAL NOTIFICACIÓN, asl como que haya transcunido el plazo de 
cuarenta y cinco dlas desde la fecha en que surtió efectos este Ultimo evento, para que en 
caso de incumpfimienlo de pago o de que no se garantice el interés fiscal, proceda a exigirse 
su cumplimiento a través del ¡yocedimiento adminlsltalivo de ejecución. Por consiguiente, en 
términos del articulo 144 del propio Código, no pueden ejecutarse los actos administrativos 
cuando se garantice el interés fiscal, satisfaciendo los requisitos legales, y tampoco se 
ejecutará el acto que determine el crédito fiscal, hasta que venza el término el término 
de cuarenta y cinco dlas siguientes a la fecha en que surta efectos su notificación, ya 
que de lo contrario, los actos que llegaran a emftlrse dentro del procedimiento 
económlco·coactlvo, CARECE DE FUNDAMENTOS Y MOTIVOS. 

(elénfa1lsesnuestroi 

Juklo de nulld1d No. 100(1•)'919&'t796&!17.· Resuelto por 1111gunda 1eed6n del Tribunal Fiscal de ll 
Fedenidón, en m'6n de 1deoctubrede1998, por lnl)'Oril de 3 volot 1favor,1 con lot puntos ftlOludvot 
en con1ra.· Magistrado Ponenle: Francisco Valdh Lturraga.· Secretarlo: Lic. Juan Carlos GOrnez Velhquu. 
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PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUC/ON. NO PUEDE INICIARSE EL. SI 
NO ESTA PREVIAMENTE DETERMINADO Y NOTIFICADO UN CREO/TO FISCAL. 
AUN CUANDO EL CONTRIBUYENTE UNA VEZ QUE OPTO POR AUTOCORREGIRSE 
HAYA INCUMPLIDO CON EL PAGO EN PARCIALIDADES.· De confonnilad con los 
art/culos 144 y 145 del Código Fiscal de la Federación, que conlienen verdaderas 
/onnalidades léonico·Jurldicas, ad hoc con los artículos 14 y 16, de la Cons/ilución Po/ilica 
de los Eslados Unidos Mexicanos, se deduce que para iniciar el procedimiento 
administrativo de ejecución, es necesario que exista la determinación de un crédito, 
la legal nollficac/ón de lo adeudado, as/ como que haya transcurrido el plazo de 
cuarenta y cinco dlas a la fecha en que sur1a efectos la citada nolificación, para que en 
caso de incumpílmiento de pago o de que no se garanlice el interés fiscal ni se interponga 
medio de defensa alguno, entonces exigiese su cumplimiento. Mora bien, no pueden 
tenerse por cumplidos tales requisitos cuando la autoridad exactora inicia el 
procedimlenlo económico coactivo, en contra del contribuyente, porque éste incumplió 
con el pago de tres parcialidades en forma sucesiva, a que se habrla obligado al optar por 
autocorreglr su situación fiscal, dado que el incumplimiento de la obligación unilateral de 
pago, no exime a la autoridad correspondiente de cumplir con las formalidades 
con/empladas en los artlcu/os 144 y 145 del Código Fiscal de la Federación anles 
referidos. (29) 

(énfasis añadido) 

S.J.F. IX !:poca. T. IV. 1er. T.C. del 4o. C., agosto 1996, p 710 Revista del Trlbooal Fiscal de la Federación. 
EdlÓÓfl: la. ~poca.Me IX. Fecha: Noviembre 1996. Pég. 176 

Toda vez que en términos de lo expuesto, a mi representada no se le ha notificado crédito alguno, por lo que desconoce 
los motivos y fundamen/os en que se apoye el oficio combatido, es daro qua el embargo ordenado es ilegal y cons/iluye 
un frutos de un acto viciado, procediendo la declaración de su nulidad, teniendo aplicación al caso, la tesis de 
jurisprudencia por el Primer Tribunal Colegiado en Maleria Adm'1nistraliva del Primer Circuí/o, ~sib/e a fojas 39 del 
lnlonne rendido por el Presiden/e de la 'Suprema Corte de Justicia de la Nación al concluir el ano de 1979, que a la letra 
dioe: 

FRUTOS DE ACTOS VICIADOS,· Si un aclo o diligencia de autoridad eslá viciado y 
resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él o que se apoyen en él, o que 
en alguna rorma estén condicionados por él, resullan también inconsU!ucionales por 
su origen, y los Tribunales no deben dar1e valor legal. ya que de hacerlo, por una 
parte alentarlan prácticas viciosas, cuyos frutos serian aprovechables por quienes los 
realizan y por otra parte, los Tribunales se harlan en alguna forma par1icipes de tal 
conducta irregular, al alargar a tales actos valor legal 

Informe 1979, leraira parte, Coleg~dos. Pal. 39, S C J N, la epoca, Primer Cirrudo Primer Tnbunal 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo 
directo ro4175 · M:mtacargas de f.'i=xbl, S.A • 8 de octubre de 1975 ·Unanrnidad de 8 vo!os SOSTIENE 
LA MISMA TESIS: Amparo directo 547"5 ·José Cebo Gómez y Carbs ~lez Blanquel • 20 de enero 
de 1976.- Unanirn:..1ad de volos. Amparo directo 651/75 • AHombras !OOhawk de Méu;c, S.A. de C.V.· 17 
de febrero de 1976.· Unanimidad de votos. Amparo directo 54f76.· Productos Me!Alio:ls de Baja Cabfomia, 
S.A.· 23 de maro de 1976.· Unan~ de voDs Amparo directo 301178.- Refaccioo<lria Maya, S.A.· 18 
de enero de 1979.· Unanimidad de volos. 

SEGUNDO.· En cuan/o al embargo trabado de los aédilos aludidos: 

Se violan los articules 134, fracción/, y 137 del Código Fiscal de la Federación, en razón de lo siguiente: 
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La nolificación de los requerimientos de pago se deben practicar en el Ultimo domlc/llo fiscal del palrón y no 
encontrándose este o su representante leoal se le deberá dejar en !al domicl!io un dlalorio para que esoere al 
nolificador a la hora sellala del dia hábil siguiente ya que asl lo disponen expresamente los articulas 134 y 137 del 
Código Fiscal de la Federación que son al respcclo del lenor literal siguiente: 

Articulo 134.· Las nolificaciones de los actos administrativos se harán: 

l. Personalmente o por correo certificado con acuse de recibo. cuando se trate de 
citatorios. reauerimlentos. solicitudes de informes o documentos y de acios 
administrativos que puedan ser recurridos. 

Artículo 137.· Cuando la notificación se efectúe personalmente y el notlflcador no 
encuentre a quien deba notificar. le delari cftatorio en el domlclllo. sea para que 
espere a una hora fila del dla hibll slgulenle o para que acuda a notificarse, dentro del 
plazo de seis dias, a las oficinas de las autoridades fiscales. 

La razón de que ciertos mandamientos de la autoridad se nolifiquen en forma personal, tiene como finalidad que el 
interesado tenga conocimienlo fehacienle de un requerimiento y quede vinculado indubitablemente con el mandamiento 
de la autoridad y asl estar dicho interesado en posibilidad de cumplir el requerimiento de tal autoridad, o bien, lenga la 
posibilidad de ejercitar su derecho de deíensa, lo que no sucede cuando el acto se le notifica en un domicilio diíerente al 
que se refiere el a~lculo 137 del Código Fiscal de la Federación. Mora bien, como se desprende de los documenlos 
que se acompañan a esta promoción, el embargo se practicó en el domicilio diverso del fiscal que es en el que conforme 
al segundo ordinal trascrito, se debe presentar el cilatorio correspondiente y notificar la liquidación respectiva. En efeclo, 
del cilatorio y documentos exhibidos, se desprende que el domicilio en el cual se practicó el embar~>. fue el silo en 
General Rincón 71, interior 101, Colonia General Anaya, Distrito Federal, siendo que en términos de la constancia 
de inscripción en Registro Federal de Contribuyentes que acampano a este escrito en copia certrficada, el domicilio 
fiscal de mi represenlada, esiO ubicado en RIO EBRO 88 A ENTRE RIO LERMA Y RIO PANUCO DELEGACIÓN 
CUAUHTEMOC, C.P. 06545. No habiéndose llevado a cabo el embargo en cuesl~n. en el domicilio anles cilado sino en 
uno diverso como es expone, es claro que el citaturio y la nobficación de las cédulas de liquidación respectivas son 
ilegales, sin que obste lo anterior el hecho que para ciertas cuestiones anteriores al cilatorio y nohficaciones que por 
medio del presente recurso se cuestionan. se haya señalado un domicilio diverso del fiscal para la practica de otros 
tramites, en virtud de que una cosa es el domicilio que convencionalmente se señala para la verificación de ciertas 
providencias y otro el domicilio fiscal que es el lugar en el que se deben efectuar todas las nobficaciones personales por 
asi ordenarte el código tributario. Esle crilerio ha sido sostenido tanto por el Tribunal Fiscal de la Federación, en tesis 
como las que a continuación se transcriben: 

NULIDAD DE NOTIFICACIONES DE LAS CEDULAS DE CUOTAS OBRERO· 
PATRONALES .• DOMICILIO FISCAL .• De conformidad con lo dispueslo por el 
articulo 10, fracción 11, inciso a), del Código Fiscal de la Federación, el domicilio fiscal 
de una persona moral es el lugar en donde se encuentra el principal asiento de su 
negocio; razón por la cual si la auloridad alega que notificó unas cédulas de 
liguidación de cuotas obrero-pa!ronales en un domicilio diverso al fiscal oor haber 
sido señalado por la demandante para diversos lrámi1es administrativos ante el 
Seouro Social debe concluirse que la dilioencia es nula puesto que el derecho que 
tienen los particulares para sOOalar un domicino convencional en los términos del 
articulo 34 del Código Civil oara el Dislrilo Federal no nOOif1ca la obligación de la 
autoridad de nolificar sus actos en el domicilio fiscal 

Juicio No 202187 .-Senlencia de 9 de rmrro de 1988, por unanimidad do votos .-Magislrada lnstruaora: 
Elhel L. Rodriguez Artll\'edo .• Secrota.00: Lk:. Juan Ramirez LOOn. 
R.T.F.F. Tercera Epoca, Ano 11, No. 13, Cll(!ll) 1989, p. 62. Localtuleión: Clasificación: SEGURO SOCIAL 
Clave. SR-XV1·22. Fuente. Jurisprudencia del Tnbunal Fiscal de la Fl'dcración 1937 -1993. PIJ¡ina:1065. 

127 



NOTIFICACIONES ILEGALES AL NO EFECTUARSE EN EL DOMICILIO DEL 
CONTRIBUYENTE.· Ahora bien, si la auloridad señala que elcctuó una noUficación 
en el domicilio de la aclara, ajustándose a lo dispuesto en el arUculo 137 del Código 
Fiscal de la Federación, pues habiendo precedido citalorio, !al aseveración no es 
suficiente para esUmar que la notificación es Ilegal. siempre v cuando el 
particular alegue y compruebe que su últlmo domlcillo fiscal es dfverso al en 
que Ja autoridad efectuó la notlfic1cl6n del acto. dado que al no ser desvirtuada 
dicha circunslancia por la autoridad en los términos del articulo 81 del Código 
Federal de Procedim'1entos Civiles, debe conduirse que la noUficacióo es ilegal, al 
haberse realizado en un domicilio que no corresponde al particular afectado. (4) 

Juicio ele Nulldad No. HXl(HJ147'J5173!.15.· Resuello por la Segooda Seo:Xitl de la Sala Superior del 
Tribunal Fiscal de la FodetadÓfl, en scs.on de 16 de lebrero do 1996, por unanrndad de 4 vom.
Magislrada Poncnkl: Siivia Eugenia Olaz Vo;¡a.· Soc:rolan;r Lk:. Martha Gladys CalderOn Martlnez. (Tesis 
eprobadacn~de29defcbrerode1996). 
Clasificación: PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO (NOTIFICACIONES). Clave: Ul.PS·tl·13. Fuente: 
Revista del Tribunal Ftscaldela Federación. EdlOOn. Ja. Epxa, Mo IX. Fccha:Abril 1996.P:tg. 10. 

En consecuencia de lo anterior, solicilo se declare la nulidad del los actos que se impugnan en el presente concepto de 
inconformidad y entrar al estudio de las inconfonnidades de fondo. 

TERCERO.· En tercer lugar, el oficio (adheriblo o eslampilla), de fecha 31 de marzo del 2000, que en copia simple se 
acompaña a este ocurso, es ile¡¡al por con~avenir lo dispuesto por el articulo 16 conslilucional, en relación con el diverso 
38, fracciones/// y IV, del Código Fiscal de la Federación, ya que por una parte CARECE DE FIRMA AUTOGRAFA del 
funcionario compelente para emitir el acto de molestia, esto es, el Dele¡¡ado de la Dele¡¡ación 03 Suroeste de la 
Subdele¡¡ación 07 del Valle, Oficina para Cobros del lnsUlulo Mexicano del Seguro Social, D.F. 3702, quien es en su 
caso la autoridad competente para iniciar y tramitar el proce<f1mienlo económico coactivo, por ello, tal autoridad es la 
única que puede ordenar un embargo en contra de mi representada. 

En efecto, por disposición del arUculo constitucional en cita, nadie puede ser molestado en su propiedad y posesión sin 
mandamiento escrilo de autoridad competente que funde y motive adecuadamente la causa legal del 
procedimiento; en tal virtud, si lodo acto de autoridad debe constar por escrilo, ello presupone la necesidad inexcusable 
de que se encuentre firmado por el funcionario emisor, que en ejercicio de las facultades de las que se encuentra 
investido emitió el acto de molestia, ya que su firma es la circunslancia idónea para autentificar1o, es decir, para 
establecer la obligatoriedad de los actos jurldicos que requieren de fonna escrita. En este orden de ideas, los 
requerimientos de obligaciones fiscales que fonnulan las dependencias del lnstilulo Mexicano del Seguro Social a los 
sujetos obligados, no pueden tener erec1os jurldic:os cuando carecen de firma autógrafa del funcionario competente para 
emitirlos, ya que la omisión de este requisito los convierte en actos juridicamente inexislenles, y por lo tanto, únicamente 
mediante Ja firma autógrafa del funcionario competente, puede establecerse la autenticidad del acto de molestia, y si la 
resolución recurrida carece de firma de esta autoridad, se considera que no hubo la voluntad de la autoridad para emitir 
tal resolución. 

Estos criterios han sido sostenido por las diferentes Salas de esle Tnbunal, como las que a continuación se transcnben: 
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FIRMA AUTOGRAFA. EL MANDAMIENTO DE AUTORIDAD DEBE CONTENERLA.· En 
lérminos del articulo 16 de la ConsUlución Polll<a de los Eslados Unidos Mexicanos. nadie 
puede ser moleslado en su propiedad y posesión sin mandamiento escrito de autoridad 
compelenle que funde y moUl'll adecuadamenle la causa legal del procedimiento; en lal 
virtud, si todo acto de autoridad debe constar por escrito, ello presupone la necesidad 
Inexcusable de que se encuentre firmado por el funcionario emisor, ya que dicha firma sera 
la circunslancia idónea para aulentificarlo, es decir. para establecer la obligatoriedad de los 
actos ¡urldicos que requieren de forma esaila. (39) 

S.J.F. IX Epoca, T. 111, 1er T C. del 210, marzo 1996, p. 946. Fuente: Revista dcl Tnbunal Fiscal de la FederaciOn. 
E~dón: Ja Epoca, Ano IX Fect.a: Mayo 1996. Pilg. 48. 



FIRMA AUTOGRAFA.· DEBE APARECER NECESARIAMENTE EN LA COPIA DE LA 
RESOLUCION IMPUGNADA QUE SE ENTREGUE AL PARTICULAR.· De acuerdo ron la 
garanlla de seguridad jurldica consagrada por el artlculo 16 constitucional, todo acto de 
autoridad que cause molestia al particular, debe ostentar la firma de puno y letra del 
funcionario que la emila. Cuando dicho acto se entregue en copia al partirular, debe estar 
revestido del requisito de validez antes mencionado, pueslo que ésta es la que agravia y no 
el original del documento del que se obtuvo. De esto se sigue que es inconducente , para 
demostrar en el juicio de nulidad el cumplimiento de la garanlla constitucional de mérito, el 
que la auloridad demandada exhiba el original de la resolución que se impugna y que lenga 
firma aulógrafa del funcionario emisor, si la copia que de ella se entrega al particular 
únicamente presenta una firma facsimilar, puesto que sólo con la firma autógrafa se 
autentifica !anta el acto mismo que causa la molestia como a quien lo emile. 

R.T.F.F. Tercera Epoca, Mo 111, No. 29 Mayo 1990. 

FIRMA FACSIMILAR •• CARECE DE AUTENTICIDAD UNA RESOLUCION QUE 
CONTENGA DICHA FIRMA •• La ausencia de firma aulógrafa en una resolución, aun 
cuando exlsla una firma facsimilar, consliluye una violación a lo dispuesto por el articulo 16 
Constitucional, que previene que nadie puede ser molestado sino en virtud de mandamiento 
escrilo da auloridad compelente, lo que implica la necesidad de que las resoluciones de la 
auloridad ostenten la firma del funcionario que las emilió, pues sólo mediante la firma que 
suscribe personalmenle y de su puño y letra el funcionario que haya resuello una inslancia 
administrafiva, puede establecerse la aulenlicidad de la resolución .• Conseruentemenle 
ante la impulación del aclor de que dicha resolución liene una finna facsimilar, la autoridad 
debe probar en el juicio de nulidad, con el documenlo respecfivo, que la resolución 
impugnada contiene esa firma autógrafa. 

Re-ml6n No. 'J67n818694f77, resuelta Pll' mayorla de 8 vom a favor y uno mas mn Jos poolm resokrtivos en 
sesiOn de 8 de noviembre de 1978. Revisa\ No. 689fl611491f76, resuelta por mayori.1de6 vc\os a favor y 2 oo 
conlra en sesibn de 3 de enero de 1979. Revisión No. 7811818585116, resuella por ITl3yOlia de 8 votos a lawr y uno 
enoontra en sesión de 7 do lebrero de 1979.R.Tf F. Ano 11. No. 7, Agosto 1979, p. 101. 30. Fuente: JuriSpfOOencia 
del Tnbunal Flsc:al de 1i1 Federación 1937 -1993. Eddófr E pocas. Fecha: Fechas P~ina· 331, 

No obsla a lo anlerior, que en el oficio (adherible o estampilla), de fecha 31 de marzo del 2000, se encuentre una firma 
autógrafa, en alención a que no se puede asegurar que sea del Delegado de la Delegación 03 Suroesle de la 
Subdelegación 07 del Valle, Oficina para Cobros del lnstitulo Mexicano del Seguro Social, D.F. 3702, en vi~ud de que no 
se señaló el nombre o cargo de la persona que la estampó, por lo tanto, ni siquiera se le puede atribuir a algún empleado 
del IMSS, ya que no se sabe el nombre del ejecutor que en su caso llevó a cabo la diligencia, siluación que sin lugar a 
dudas deja en un eslado de incertidumbre jurldica a mi represenlada, en vi~ud de que Inclusive cualquier persona pudo 
haber adquirido eslos adheribles o eslampillas y levantar un embargo en contra de mi representada, lo cual es ilegal. 

Por lo anteriormente expuesto es inconcuso que el oficio recurrido deviene en ilegal, procediendo consecuentemente a 
su revocación en virtud de que el mismo carece de firma autógrafa del funcionario faoullado para emitir el acto· de 
molestia. 

CUARTO •• El embargo que consta en el oficio (adehrible o eslampila) de fecha 31 de marzo del 2000; es Ílegal, ya que 
la auloridad ejeculora transgredió en perjuicio de mi representada lo dispuesto en el articulo 151 del Código Fiscal de la 
Federación, el cual textualmente dispone: · 

"Articulo 151.· Las auloridades fiscales, para hacer efecfivo un ciédilo fiseal exigible yel 
importe desus accesorios legales, requeririn de pago al deudor y en caso de no hacerlo 
en el acto, procederán como sigue: 

129 



l. A embargar bienes suficientes para, en su caso remalarlos, enajenarlos fuera de subasla o 
adjudicanos en favor del fisco. 

11. A embargar negociaciones con lodo lo que de hecho y por derecho les corresponda, a fin 
de oblener, mediante la Intervención de ellas, los ingresos necesarios que permitan 
satisfacer el crédilo fiscal y los accesorios legales. 

El embargo de bienes ralees, de derechos reales o de negociaciones de cualquier género se 
inscribirá en el registro público que corresponda en atención a la naturaleza de los bienes o 
derechos de que se trale.' 

(énfasis añadido). 

Como se observa, la auloridad anles de llevar a cabo el embargo debió requerir de pago a mi represenlada, y sólo en 
caso de que no so hiciere el pago, procederla el embargo, por tanlo y toda vez que la auloridad ejeculora jamás requirió 
do pago alguno a mi represenlada ni a persona aguna que la represenlara (en virtud de que el mandamiento de 
ejecución lo hizo en un domicilio diferenle del fiscal), situación que niego lisa y llanamente, demuestra que se violó en 
perjuicio de mi represenlada las disposiciones legales aplicables al procedimiento económico coactivo, por ello, en la 
especie debe revocarse la resolución reo.mida. 

QUINTO.· Por úllimo, niego Osa y llanamenle que la persona que finmó de manera aulógrafa el oficio (adherible o 
estampilla), de fecha 31 de marzo del 2000, lenga facullades para emitir esle acto de molestia, ya que entre olras cosas 
no senala su nombre, ni el cargo que ostenta, ni seliala ningún artlailo que funde su competencia material ni territorial, ni 
formula ningún razonamiento que sirva de molivación suficiente para emilir esle tipo de actos de molestia. 

Aun suponiendo sin conceder que el oficio haya sido finmado por un ejecutor adscrilo al IMSS, ésle debió de señalar su 
nombre, número y vigencia de su aedenci~. cargo que ostenta, el nombre de la persona que firmó su credencial, y al no 
habeno hecho asl deja en un complelo estado de indefensión a mi representada ya que, como ya se estableció, no tiene 
la ceneza de que el personal que 'embargo' bienes de mi represenlada sea persooal del IMSS. Por analogla, sirve de 
apoyo al razonamienlo vertido con anterioridad, la lesls que a continuación se lranscribe; 
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VISITAS DOMICILIARIAS. LA OMISION DE LOS FUNCIONARIOS DE 
IDENTIFICARSE PLENAMENTE AL INICIO DE LA DILIGENCIA PROVOCAN LA 
NULIDAD LISA Y LLANA. Conforme al precepto 44 lracción 111, del Código Fiscal de 
la Federación, al inicio de la visita en el domicilio fiscal, los intervinientes están 
obligados a identificarse ante la persona con quien se entiende la diligencia, 
requiriéndole la designación de dos lesligos, o en su defecto, serán nombrados por 
los funcionarios actuantes. En este orden de ideas a fin de cumplir cabalmente con 
los dispositivos invocados, los visitadores están obligados a hacer oonstar en las 
actas de audilorla los pormenores de los documenlos a través de los cuales se 
identificaron ante el visitado asentando sus características propias, como son las 
relativas al niJmero de credencial, fecha de expedición, vigencia, aulondad emisora, 
asl como el nombre y cargo de la persona a favor de quien se emile, pues en las 
actas levantadas deben narrarse de manera circunstanciada, los hechos u omisiones 
observados durante la práctica de Ja diligencia; además, la identificación de los 
auditores constituye un elemento indispensable en la visita domiciliaria, por lo que 
debe establecerse de manera precisa y clara, resullando insuficiente asentar en 
forma vaga que los visitadores se identificaron plenamente con sus credenciales 
oficiales, al constituir un elemento de trascendental importancia la verificación de los 
documentos idenlificatorios, a fin de constatar si las personas actuantes se 
encuentran facultadas para llevar a cabo el referido acto de molestia. De manera 
que si los funcionarios llevaron a cabo la visita domiciliarla, omitiendo 



· Identificarse al Inicio de la misma, con la totalidad de los requlsHos aludidos; 
es de estimarse que la Sala Fiscal estuvo en lo correcto al declarar la nulidad 
lisa y liana de fa resolución combatida, al surtirse la causal prevista en el 
artlculo 238, fracción IV, del Invocado cuerpo legal. 

(énfasis añadido). 

PRIMER TRIBUNAL COLEG~OO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Revisión í1SCal 9ft.IJ. Will Bauroor, La Mldema, S.A. de C.V. 1o. de Ju6o de 1993. Unanlmliad de volos. 
Ponente. Raut OJaz Infante Ararlda. Secrolario: José Vak1ez \lilel;1as. 

Nola: Rcilera la lesis jurisprudoocial visible a fofas 75, del Semanario Judicial de la FederaciOn, Octava 
Epoca, Tomo IX, Mano de 1992, P.,.., SaO. y Tribonales Cologodos de Cllwilo. Odava Epoca. 
Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Fuente: Sem.lnacb Judicial de 
la FOOcración. Tomr XII-Noviembre. Página: 472. 

Con el objeto de que se decrete la suspensión al procedimiento administrativo de ejecución que por este medio se 
solicita. al electo le man mesto a esla H. Auloridad, mi solicilud de que se embarguen por vla administrativa, bienes de mi 
mandanle suficienles para garantizar el crédilo anles referido, y, para tal fin, señalo que el bien a embargar sea una 
maquina eslampadora propiedad de mi represenlada. 

Mora bien por el lnlerés de la parte que represenlo se hacen valer los siguientes medios de : 

A) LA DOCUMENTAL.· Consislenle en la copla simple del oficio (adherible o eslampilla) de lecha 31 de 
marzo do 1999, el oual se refiere a 'varios' crédilos, por los periodos 5198, 6198, 10/98, 11198, 12/98, 1/99, 
1/99, 2/99, 3199 y 4/99; prueba que se relaciona con lodos y cada uno de los hecl1os y agravios que se 
hacen valer en el presente recurso de inconlonnidad y que se o~ece constante de en una foja iilil y para el 
caso de duda sobre su aulenticidad, solicilo que se colejen con sus onginales que obran en la Delegación 
03 Suroesle del lnstitulo me~cano del Seguro Social. 

B) LA DOCUMENTAL.· Consislente en la conslancia de inscripción en el Registro Federal de 
Conlribuyentes. Con esta prueba se acreditar cual es el verdadero domicifio fiscal de mi representada. 

C) LA DOCUMENTAL.· Que consiste en el infonne que rinda la aulondad emisora. con fundamenlo en el 
articulo 16 del Reglamenlo del artioulo 294 de la Ley del Saguro Social, para que indique que elemenlos 
se tomaron en cuenta para llevar a cabo el embargo, ya esle deriva de un acto viciado en términos de lo 
expueslo a lo largo de esle oourso. 

O) LA INSTRUMENTAL PUBLICA DE ACTUACIONES, que se deriven de esle recurso y que favorezca a 
los intereses de mi representada. 

E) LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA, en todo aquello que favorezca a los lnfereses que represenlo. 
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Por lo_oxpueslo a ese _H. CONSEJO CONSULTIVO, alenlamenle le pido: 

. : : ·,' ;. '· ' 

PRIMERO.· Tenerme por presenlado en los términos de esle oauso, formulando a nomb!e de mi mandante el 
recurso de Inconformidad que haca valer y por ofrecidas las pruebas qua se mencionan. 

SEGUNDO.· Té~er por acrOdilado la personalidad am que se promueve de conformidad con el anexo que se 
acampana.· · • · · · · · 

TERCERO.· o;;vol~r el origl;al del lesli~onlo nolarlal que eXhibO, previo cotejo; certilicacióii con la cópia · 
'simple que acampano a este ocurso. · 

- - ... ·-, ·~~ ' ' '' 

CUARTO.· Que den~o de los plazos y términos leg~les senal~os Íio< el R~íamenlo del artÍ~o294 de la Ley 
del Seguro Social, se dicte resolución favorable a los Intereses que represen lo.··'· · 

,_;,'.{ . ¡,-,·.;-

~:·:·\~:;_·· 
QUINTO.· Se le requiera a la autoridad de Ja que dimanan loo· aétos reclamaoos a dar rumplimlenlo a lo 
dispueslo por artlrulo 12, fracción //, del Reglamenlo del Recurso de Inconformidad, en los lérmlnos 
solicitados en el aJerpo del presente orurso.. · · · · · 

PROTESTO LO NECESARIO 
05 de abril del 2000. 

ALBERTO MURGUIA MORENO 
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